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REVISTA MI PYME + PRODUCTIVA
EDITORIAL

Colombia entra en un ciclo decisivo. Los próximos años 
no solo marcarán el rumbo económico del país, sino 
también la capacidad de las empresas para adaptarse, 

crecer y competir en un entorno global cada vez más exigente. La 
discusión sobre el futuro ya no puede limitarse a los diagnósti-
cos; el verdadero desafío consiste en construir acuerdos, ejecutar 
transformaciones y generar confianza para avanzar hacia un mo-
delo de desarrollo más productivo, sostenible e incluyente.

En esta edición 19 de la revista Mi Pyme + Productiva proponemos 
una reflexión estratégica sobre el país que queremos construir en-
tre 2026 y 2030. Un país que necesita recuperar el dinamismo eco-
nómico, fortalecer la inversión, cerrar brechas regionales y conso-
lidar un entorno favorable para las MiPymes, que continúan siendo 
el principal motor de empleo y del tejido empresarial colombiano.

Los temas que reúne esta edición reflejan las discusiones que 
definirán el próximo cuatrienio. La productividad y la formaliza-
ción laboral aparecen como retos urgentes en medio de un mer-
cado marcado por la informalidad y las desigualdades. Al mismo 
tiempo, la estabilidad financiera, la confianza institucional y la 
necesidad de una reforma fiscal estructural vuelven a ocupar un 

lugar central en el debate nacional, especialmente en un contexto 
en el que las empresas requieren reglas claras y seguridad jurí-
dica para invertir y crecer.

También abordamos uno de los temas más relevantes para la 
competitividad del país: la reindustrialización. Colombia nece-
sita pasar del discurso a la acción mediante el fortalecimiento 
de sus capacidades productivas, la promoción de la innovación 
y la articulación de sectores estratégicos capaces de generar va-
lor agregado. En ese camino, la infraestructura, la energía y el 
desarrollo territorial desempeñarán un papel determinante, par-
ticularmente en regiones como el Caribe colombiano, llamado a 
convertirse en protagonista de la seguridad energética y de nue-
vas oportunidades de inversión.

Esta edición también pone la mirada en la internacionalización 
empresarial y en el papel que Colombia debe asumir dentro de 
un escenario geopolítico y económico cambiante. Internaciona-
lizarse hoy significa mucho más que exportar: implica conectar 
empresas con cadenas globales de valor, impulsar la innovación, 
atraer inversión y fortalecer las capacidades regionales. La inte-
gración del Gran Caribe y la política exterior económica serán 
factores estratégicos para ampliar las oportunidades del país en 
los próximos años.

Pero hablar del futuro económico también exige hablar de las 
personas. El reto del empleo juvenil, la formación del talento, la 
negociación colectiva, la seguridad y la construcción de alianzas 
de propósito aparecen como elementos esenciales para consolidar 
un modelo de desarrollo más humano y sostenible. El crecimiento 
económico solo será verdaderamente transformador si logra tra-
ducirse en oportunidades reales para las nuevas generaciones y en 
mejores condiciones para empresarios y trabajadores.

Desde Mi Pyme + Productiva creemos que Colombia necesita 
una visión de largo plazo que trascienda los gobiernos y permita 
construir consensos alrededor de la productividad, la competiti-
vidad y el desarrollo regional. Por ello, esta edición reúne voces 
expertas, empresariales y académicas que aportan análisis, pro-
puestas y perspectivas sobre los desafíos que marcarán la agen-
da nacional hacia 2030.

Más que una revista, esta edición busca convertirse en un es-
pacio de reflexión y construcción colectiva. El futuro de Colom-
bia no depende únicamente de las decisiones del Estado, sino 
también de la capacidad del sector empresarial, la academia y la 
sociedad para trabajar conjuntamente en la construcción de un 
país más competitivo, innovador y productivo.

Colombia 2026–2030: desafíos y perspectivas 
para el desarrollo productivo

Rosmery Quintero Castro 
Presidente Observatorio Nacional de la MiPyme 
Directora Ejecutiva de ACOPI
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El mundo vive una etapa de transformaciones profundas 
que están redefiniendo las dinámicas políticas, económi-
cas y sociales. La aceleración tecnológica, las tensiones 

geopolíticas y la emergencia de nuevas potencias regionales están 
configurando un orden global más fragmentado, interdependiente 
y competitivo. En este contexto, las MiPymes no son observadoras 
pasivas, sino protagonistas esenciales del desarrollo productivo, 
la generación de empleo y la cohesión social.

Durante años, las micro, pequeñas y medianas empresas han sido 
mencionadas en los discursos económicos como un actor relevante 
dentro del aparato productivo nacional. Sin embargo, pocas veces 
se reconoce con suficiente profundidad que sobre ellas descansa 
buena parte de la estabilidad económica y social del país. Son las 
empresas que sostienen el empleo, dinamizan las economías y man-
tienen vivas amplias cadenas productivas que conectan industria, 
comercio y servicios.

Hoy, en medio de un escenario marcado por desaceleración eco-
nómica, incertidumbre política, inseguridad, sobrecostos opera-
tivos y debilitamiento de la confianza inversionista, las MiPymes 
han decidido ir más allá del diagnóstico. La “Agenda de Pro-
puestas Desde las MiPymes para los Candidatos Presidenciales 

2026–2030”, elaborada por nuestro Observatorio Nacional de la 
MiPyme, pone sobre la mesa una discusión urgente sobre el rum-
bo productivo y empresarial que necesita Colombia.

No se trata de un listado aislado de solicitudes sectoriales. Lo que 
plantea esta agenda es una visión estructural sobre productividad, 
empleo, formalización, desarrollo regional y sostenibilidad empre-
sarial.

TRIBUTACIÓN Y FORMALIZACIÓN

Las MiPymes plantean la necesidad de construir una estructura 
tributaria más proporcional a la capacidad económica empresa-
rial, orientada a incentivar la formalización, aliviar cargas opera-
tivas y estimular la inversión productiva. El documento advierte 
que muchas empresas enfrentan barreras que limitan su creci-
miento y sostenibilidad, especialmente durante sus primeros 
años de operación.

Entre las principales propuestas se encuentra establecer una tarifa 
diferencial del 30 % en el impuesto de renta para las MiPymes, re-
conociendo las diferencias existentes frente a empresas de mayor 
tamaño. Asimismo, se propone fortalecer el Régimen Simple de 
Tributación mediante una tarifa de formalización del 0 % para nue-
vos emprendimientos durante sus dos primeros años, modificar el 
hecho generador del impuesto para que se base en utilidades y no 
en ingresos, ampliar el rango de acceso hasta 200.000 UVT y crear 
un régimen sancionatorio diferencial.

La agenda también plantea excluir los conceptos salariales del Gra-
vamen a los Movimientos Financieros (4x1000), permitir la dedu-
cibilidad del Impuesto Nacional al Consumo y establecer un IVA 
descontable hasta por el 100 % en la compra de maquinaria y equi-
po, con el propósito de incentivar la modernización tecnológica y la 
productividad empresarial.

Como medida complementaria, se propone permitir el pago cuatri-
mestral del IVA desde la creación de la empresa, en lugar del esque-
ma bimensual vigente, con el objetivo de aliviar la presión financiera 
sobre el flujo de caja de las MiPymes durante sus primeros años de 
funcionamiento.

EMPLEO Y SOSTENIBILIDAD EMPRESARIAL

La agenda empresarial también plantea reformas orientadas a equili-
brar la protección laboral, la sostenibilidad financiera y la generación 
de empleo formal. El documento sostiene que muchas obligaciones 
laborales y administrativas generan costos difíciles de asumir para 
las micro y pequeñas empresas, afectando los procesos de formali-
zación y contratación.

Agenda de propuestas desde las Mipymes para 
los candidatos presidenciales 2026 – 2030 

Rosmery Quintero Castro 
Presidente Observatorio Nacional de la MiPyme 
Directora Ejecutiva de ACOPI
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Entre las iniciativas propuestas se encuentra implementar un esque-
ma de cotización proporcional al tiempo efectivamente trabajado, 
ajustando los aportes a seguridad social según las horas laboradas. 
Según el documento, esta medida permitiría ampliar la formalización 
laboral, especialmente en sectores con jornadas parciales y dinámi-
cas flexibles de contratación.

Asimismo, se propone que las EPS asuman desde el primer día el 
reconocimiento económico de las incapacidades por enfermedad 
general y que los reembolsos a las empresas se realicen automáti-
camente en un plazo máximo de 15 días mediante procesos comple-
tamente digitales.

La agenda también contempla fortalecer los incentivos para la con-
tratación formal de jóvenes y mujeres, establecer gratuidad total en 
servicios sociales para trabajadores de categoría A en las cajas de 
compensación y revisar algunos criterios asociados a la estabilidad 
laboral reforzada y los esquemas indemnizatorios.

En materia de Seguridad y Salud en el Trabajo, se propone im-
plementar un modelo diferenciado para micro y pequeñas em-
presas. La propuesta plantea que las microempresas puedan 
cumplir la normativa mediante la gestión del riesgo a través de 
las ARL, mientras que las pequeñas empresas reciban acompa-
ñamiento técnico integral para la implementación del SG-SST.

FINANCIAMIENTO Y PRODUCTIVIDAD

El acceso al crédito continúa siendo uno de los principales de-
safíos para las MiPymes colombianas. El documento señala que 
las barreras financieras no dependen únicamente de la disponi-
bilidad de recursos, sino también de limitaciones relacionadas 
con la educación financiera, el conocimiento técnico y las capa-
cidades empresariales para acceder y utilizar adecuadamente los 
instrumentos existentes.

En este contexto, la agenda propone fortalecer la Banca Nacional Pú-
blica de Desarrollo como banca de primer piso, orientada a financiar 
proyectos de innovación, generación de empleo y modernización 
productiva. También plantea subsidiar entre 5 y 10 puntos porcen-
tuales de las tasas de interés de los microcréditos para microempre-
sas formales.

El documento propone, además, desarrollar programas especializa-
dos de educación financiera empresarial y promover mecanismos 
de financiación digital, como factoring electrónico, crowdfunding y 
digital lending, con el propósito de ampliar las opciones de acceso a 
capital de trabajo e inversión.

Como medida adicional para fortalecer el acceso a financiamiento 
externo, se plantea establecer la exención de retención en la fuente 
para préstamos provenientes del exterior dirigidos a MiPymes for-
males, buscando facilitar procesos de expansión productiva y mo-
dernización tecnológica.

La agenda también insiste en la necesidad de realizar evaluaciones 
de impacto a los programas implementados por el Estado para de-
terminar su efectividad real sobre crecimiento empresarial, formali-
zación y sostenibilidad productiva.

INTERNACIONALIZACIÓN Y DESARROLLO 
PRODUCTIVO

Las propuestas planteadas por las MiPymes también buscan forta-
lecer los encadenamientos productivos y la integración empresarial 
con mercados internacionales. El documento sostiene que Colombia 
requiere una estrategia más articulada entre inversión, innovación y 
fortalecimiento de proveedores nacionales.

En este sentido, se propone incorporar la inversión extranjera di-
recta dentro de las políticas de desarrollo productivo e innovación, 
promoviendo procesos de transferencia tecnológica y generación de 
valor agregado local. También se plantean incentivos para empresas 
extranjeras que integren proveedores nacionales dentro de sus cade-
nas de abastecimiento.

La agenda plantea igualmente fortalecer programas de desarrollo 
de proveedores e internacionalización de MiPymes mediante pro-
cesos de certificación, asistencia técnica y acompañamiento con-
tinuo para mejorar capacidades productivas y acceso a mercados 
internacionales.

En materia comercial, se propone realizar una revisión integral de 
los Tratados de Libre Comercio con el objetivo de identificar opor-
tunidades de ajuste que permitan mejorar las condiciones de acceso 
para los productos colombianos y corregir distorsiones que afectan 
la competitividad nacional.

Asimismo, se plantea fortalecer el seguimiento al capítulo de com-
pras públicas de la Ley 2069 de 2020 y garantizar una participa-
ción de hasta el 20 % para las MiPymes manufactureras dentro del 
mercado de contratación estatal, buscando impulsar la producción 
nacional y fortalecer el tejido industrial colombiano.

En paralelo, se propone fomentar la agroindustria mediante la 
creación de bancos de maquinaria agrícola, centros de acopio y 
líneas de crédito con tasas cercanas a cero para la modernización 
productiva y el fortalecimiento de los encadenamientos entre el 
campo y la industria.

COMPETITIVIDAD Y ENTORNO EMPRESARIAL

La simplificación regulatoria y la reducción de cargas adminis-
trativas aparecen como factores fundamentales para mejorar el 
entorno empresarial y promover la competitividad. El documento 
sostiene que las empresas formales continúan enfrentando altos 
costos asociados a trámites, dispersión normativa y duplicidades 
institucionales.
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Por ello, se propone fortalecer la estrategia “Estado Simple, Colom-
bia Ágil”, orientada a racionalizar normas y procedimientos admi-
nistrativos. Además, se plantea reactivar espacios institucionales del 
Sistema Nacional de Competitividad y fortalecer el rol del Consejo 
Superior de la MiPyme como mecanismo de seguimiento y articula-
ción de políticas empresariales.

La agenda también propone expedir un Estatuto Tributario Territo-
rial que unifique reglas sustantivas y procedimentales para tributos 
municipales y departamentales, reformar el impuesto predial para 
garantizar actualizaciones graduales y racionalizar progresivamente 
las estampillas territoriales.

Asimismo, se plantea eliminar el Registro Único de Proveedores 
(RUP) debido a las duplicidades existentes con SECOP II y crear 
un Sistema de Seguridad Empresarial articulado con autoridades 
de seguridad y justicia para prevenir delitos que afectan la actividad 
productiva.

SEGURIDAD ENERGÉTICA Y DESARROLLO REGIONAL

La agenda empresarial también incorpora propuestas relacionadas 
con energía, infraestructura y desarrollo territorial. El documento ad-
vierte que la competitividad empresarial depende cada vez más de la 
estabilidad energética, la confiabilidad del suministro y la capacidad 
del país para garantizar condiciones adecuadas para la inversión 
productiva.

Entre las propuestas principales se encuentra formular e implemen-
tar una Política Integral de Seguridad Energética que articule abas-
tecimiento, confiabilidad, transición energética y precios competi-
tivos. También se plantea institucionalizar un Consejo Permanente 
de Seguridad Energética encargado de monitorear riesgos y activar 
mecanismos de contingencia cuando sea necesario.

El documento propone asegurar la autosuficiencia gasífera me-
diante el fortalecimiento de la exploración, la estabilidad regula-
toria y el desarrollo de infraestructura estratégica de transporte y 
almacenamiento.

Igualmente, plantea impulsar mecanismos de contratación de largo 
plazo para proyectos de generación, almacenamiento y transmisión 
energética, permitiendo brindar mayor estabilidad a los inversionis-
tas y garantizar la incorporación oportuna de nueva capacidad al sis-
tema eléctrico nacional.

La agenda también propone incorporar la energía nuclear dentro de 
la matriz energética nacional, especialmente mediante reactores nu-
cleares pequeños, buscando fortalecer la generación firme y reducir 
progresivamente la dependencia de combustibles fósiles.

Como complemento, se plantea implementar mecanismos diferen-
ciados de financiación y acompañamiento técnico para proyectos 

de energías renovables en MiPymes, incluyendo créditos con tasas 
preferenciales y períodos de gracia.

En materia regional, el documento propone impulsar un CONPES 
para la modernización integral del Caribe colombiano, con inver-
siones estimadas en 20 billones de pesos a diez años, priorizando 
infraestructura de transporte, energía, puertos y redes logísticas es-
tratégicas.

INCERTIDUMBRE REGULATORIA Y SEGURIDAD 
JURÍDICA

Uno de los temas transversales de la agenda empresarial es la preo-
cupación por la incertidumbre regulatoria y los efectos derivados de 
distintos decretos expedidos en el marco de la emergencia económi-
ca. El documento señala que diversas disposiciones han generado 
impactos sobre la estabilidad jurídica, la confianza inversionista y la 
capacidad de planeación empresarial.

Dentro de las preocupaciones identificadas se encuentran medidas 
tributarias, laborales, presupuestales, energéticas y financieras que, 
según el documento, han incrementado la percepción de inseguri-
dad jurídica y afectado especialmente a las micro, pequeñas y me-
dianas empresas.

UNA VISIÓN DE PAÍS DESDE LAS MIPYMES

Más allá de cada propuesta puntual, la agenda presentada por las 
MiPymes refleja una visión empresarial orientada a transformar 
estructuralmente el entorno productivo colombiano. El documento 
plantea que la competitividad no depende exclusivamente de incenti-
vos tributarios, sino también de seguridad, estabilidad institucional, 
acceso al financiamiento, infraestructura, simplificación regulatoria, 
desarrollo regional y políticas públicas articuladas con la realidad 
empresarial del país.

En un escenario en el que Colombia comienza a definir las priorida-
des del próximo ciclo presidencial, las MiPymes buscan consolidar-
se como un actor central dentro de la discusión sobre crecimiento 
económico, formalización, productividad y generación de empleo. 
Más que una lista de solicitudes sectoriales, la agenda propone una 
discusión amplia sobre el modelo de desarrollo productivo que re-
quiere el país para fortalecer su tejido empresarial y construir condi-
ciones sostenibles para el crecimiento económico.

Para conocer en detalle estas propuestas y el análisis completo 
elaborado el Observatorio Nacional de la MiPyme, escanee el si-
guiente código QR y descargue el documento completo.
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CÓMO FUE EL CUARTO TRIMESTRE 

2025

Indicadores Fundamentales

En el cuarto trimestre de 2025, las MiPymes enfrentaron un 
deterioro generalizado en sus principales indicadores. La 
producción de bienes y servicios presentó una caída signi-
ficativa: el 47,3% de las empresas reportó disminuciones, 
mientras que solo el 15,9% logró aumentarla. Este compor-
tamiento estuvo acompañado por señales de bajo dinamismo 
económico, con contracciones en sectores como la industria, 
la construcción y las actividades primarias, además de un 
crecimiento moderado del PIB.

El volumen de ventas también mostró un retroceso. El 50,4% 
de las empresas indicó una disminución en sus ventas y úni-
camente el 19,5% reportó incrementos, reflejando una menor 
demanda y un debilitamiento de la actividad comercial. Parte 
del consumo de los hogares estuvo impulsado por el crédito, 
especialmente el de consumo, lo que evidencia una mayor 
dependencia del endeudamiento.

En materia de inversión, el panorama fue aún más comple-
jo. El 53,3% de las empresas redujo sus inversiones y solo 

el 12,2% las incrementó. La caída de la formación bruta de 
capital en la economía (-9,3%), sumada a factores como la 
incertidumbre política y las altas tasas de interés, afectó las 
decisiones de inversión empresarial.

La rentabilidad también se vio impactada: el 56,1% de las 
empresas reportó disminuciones, mientras que apenas el 
14,7% logró aumentarla. De igual manera, la cuota de mer-
cado se redujo para el 43,6% de las empresas, evidenciando 
mayores presiones competitivas.

En contraste, el ausentismo laboral mostró un comporta-
miento más estable. El 50,1% de las empresas indicó que se 
mantuvo sin cambios, el 37,1% reportó una disminución y el 
12,7% señaló un aumento.

Finalmente, la generación de empleo reflejó un deterioro sig-
nificativo. El 47,6% de las empresas manifestó una reducción 
en la creación de puestos de trabajo, mientras que solo el 
14,4% reportó aumentos, lo que evidencia que las condicio-
nes económicas continúan limitando la capacidad de contra-
tación de las MiPymes.

Panorama de las Mipymes en Colombia: indicadores 
fundamentales en el cuarto trimestre de 2025

Observatorio Nacional de la MiPyme de ACOPI Seccional Atlántico
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Exportaciones

De acuerdo con los resultados, solo el 9,3% de las Mi-
Pymes reportó haber realizado exportaciones durante el 
cuarto trimestre de 2025, lo que evidencia que la internacio-
nalización continúa siendo un desafío para una gran parte 
de este segmento empresarial. Estos resultados reflejan las 
dificultades que enfrentan muchas empresas para acceder y 
mantenerse en mercados internacionales.

En cuanto a los destinos de exportación, las ventas externas 
de las MiPymes se concentraron principalmente en merca-
dos del continente americano. Centroamérica y el Caribe, 
así como Suramérica, representaron cada uno el 30,8% de 
las exportaciones, consolidándose como los principales 
destinos comerciales del segmento. Norteamérica ocupó 
el tercer lugar con el 23,1%, evidenciando la relevancia de 
este mercado para los productos colombianos.

Por otro lado, la participación en otros mercados fue menor: 
Europa representó el 7,7% de los destinos de exportación, 
mientras que Asia y África concentraron cada uno el 3,8%. 
Esto evidencia una limitada diversificación geográfica y una 
baja presencia de las MiPymes en mercados más lejanos o 
con mayores exigencias comerciales.

Para conocer en detalle los resultados, análisis y cifras del 
estudio, puede descargar el informe completo a través  
del siguiente código QR.
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En las discusiones económicas de Colombia suele haber 
poco espacio para reconocer aquello que ha funciona-
do. La atención pública se concentra, con razón, en los 

problemas de crecimiento, empleo, pobreza, informalidad o de-
terioro fiscal. Pero hay logros institucionales que, por su propia 
naturaleza, pasan inadvertidos. Uno de ellos es la estabilidad 
del sistema financiero.

Un activo silencioso
Esa estabilidad no es un asunto menor ni un resultado espon-
táneo. Es la condición que permite que millones de personas 
reciban su salario en una cuenta, hagan transferencias, paguen 
con tarjeta, ahorren en una entidad vigilada o accedan a crédito 
para financiar una vivienda, un negocio o una inversión. Detrás 
de cada una de esas operaciones hay un activo esencial para 
cualquier economía: la confianza.

Confiar en el sistema financiero significa creer que los depó-
sitos estarán disponibles, que los pagos llegarán a su desti-
no, que las entidades administran adecuadamente los riesgos 
y que existen reglas, supervisión y mecanismos de protección 
para evitar que una dificultad particular se convierta en una 
crisis generalizada. Esa confianza no aparece por decreto ni se 
construye de un día para otro. Es el resultado de décadas de 
arquitectura institucional, regulación prudencial, supervisión y 
aprendizaje.

Por eso, en medio de una conversación pública que casi 
siempre subraya lo que falta, vale la pena reconocer un hecho 
concreto, y es que Colombia cuenta con uno de los sistemas 
financieros más estables de América Latina. Desde 1923 hasta 
hoy, el país ha registrado apenas dos crisis bancarias, una ci-
fra inferior a la observada en Brasil, Argentina, Estados Unidos, 
Canadá, Chile, México, Uruguay, Bolivia o Guatemala. Esto no 
significa que Colombia no haya enfrentado episodios difíciles. 

Alejandro Vera S. Vicepresidente Técnico - Asobancaria
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Los ha tenido. Pero sí muestra que, en materia de estabilidad 
financiera, hemos sido una excepción positiva a nivel regional.

Ese resultado no fue producto de la suerte. Fue la consecuencia 
de una arquitectura institucional que Colombia ha construido 
durante más de un siglo. La creación del Banco de la República 
y de la Superintendencia Bancaria en 1923 sentó una primera 
base de orden, vigilancia y estabilidad. Más adelante, las crisis 
de los años ochenta y de finales de los noventa dejaron apren-
dizajes decisivos sobre la importancia de proteger el ahorro del 
público, fortalecer la supervisión de los riesgos y evitar que los 
problemas de una entidad particular se transformaran en una 
crisis de todo el sistema.

Uno de esos aprendizajes fue la creación del seguro de depó-
sito bajo la tutela de Fogafín. Después de la crisis bancaria de 
comienzos de los años ochenta, el país entendió que no podía 
enfrentar los problemas financieros únicamente de manera re-
activa o caso por caso. El seguro de depósito se convirtió en 
una garantía fundamental para millones de ciudadanos, al ofre-
cer una protección concreta sobre sus ahorros en caso de que 
una entidad enfrente dificultades.

La estabilidad también se ha construido mediante reglas pru-
denciales cada vez más exigentes. La adopción progresiva de 
los estándares de Basilea, desde comienzos de los años no-
venta, ha sido clave para que las entidades operen con mayores 
colchones de capital, liquidez y fondeo. Estas reglas no son 

simples requisitos técnicos. Son mecanismos de prevención 
que han fortalecido la capacidad del sistema financiero colom-
biano para resistir choques, proteger los depósitos y mantener 
el flujo de crédito incluso en momentos de alta incertidumbre.

El sistema financiero colombiano ha entendido que la adopción 
de estándares prudenciales no debe verse únicamente como el 
cumplimiento de una obligación normativa. Hoy reconocemos 
que su verdadero valor está, precisamente, en reducir la pro-
babilidad de que una dificultad individual o colectiva termine 
afectando a los hogares, las empresas o el ahorro nacional. Por 
eso, la regulación financiera bien diseñada no es una carga in-
útil, sino una forma de prevención. Ha sido una herramienta 
para darles mayor certeza a los ciudadanos sobre la seguridad y 
el adecuado manejo de sus recursos.

Este avance institucional también ha permitido desvirtuar una 
falsa dicotomía que durante años ha estado presente en la discu-
sión pública, y es la idea de que un sistema financiero seguro es 
necesariamente un sistema cerrado y excluyente. La experiencia 
colombiana muestra lo contrario. La inclusión financiera ha po-
dido avanzar porque existe una base de confianza, regulación y 
estabilidad sobre la cual se pueden ofrecer más productos, más 
canales y más servicios a millones de personas.

Los resultados son elocuentes. En 2008, cuando comenzó 
a medirse la inclusión financiera en Colombia, cerca de 16 
millones de adultos, equivalentes a alrededor del 56% de la 

Tomado de: Banca de las Oportunidades.

Acceso y uso de productos financieros
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población adulta, tenían algún producto financiero. Hoy esa 
cifra ronda los 38 millones y el indicador de acceso se ubi-
ca cerca del 97%, un nivel superior al de muchos servicios 
públicos. Además, el avance no se limita a la tenencia de pro-
ductos. El uso efectivo se acerca al 85%, lo que muestra que 
cada vez más personas utilizan el sistema para pagar, ahorrar, 
recibir ingresos, hacer transferencias o construir una historia 
financiera. 

Ese cambio ha transformado la vida cotidiana de millones de 
ciudadanos. Una billetera digital puede ser la primera puerta de 
entrada de un joven al sistema financiero. Una cuenta de bajo 
monto puede reducir la dependencia del efectivo y ofrecer ma-
yor seguridad. Un pequeño negocio que recibe pagos digitales 
puede vender más, organizar mejor sus ingresos y construir 
información útil para acceder a crédito. Una familia que antes 
dependía del crédito informal puede encontrar una alternativa 
más segura, transparente y menos costosa.

Sin embargo, la tarea está lejos de estar concluida. Persisten 
brechas importantes en acceso al crédito formal, especialmente 
en zonas rurales, micronegocios, mujeres, y hogares de me-
nores ingresos. También hay desafíos relevantes en educación 
financiera, uso efectivo de los productos, protección al consu-
midor y reducción del crédito informal. Por eso, la siguiente 
etapa de la inclusión no puede limitarse a ampliar la tenencia 
de productos. El verdadero reto es que esos productos se usen 
bien, respondan a las necesidades de las personas y contribu-
yan de manera concreta a mejorar su bienestar.

En esa nueva etapa aparece una frontera decisiva, el Open Fi-
nance. Su principio central es sencillo, pero poderoso. Los da-
tos financieros pertenecen al consumidor y, con su autorización 
previa, expresa e informada, pueden ser compartidos de forma 
segura para recibir mejores servicios. Esto abre la posibilidad 
de comparar ofertas, acceder a productos más adecuados o de-
mostrar capacidad de pago incluso cuando no existe una his-
toria crediticia tradicional. Pero, como ha ocurrido a lo largo 
de la historia financiera colombiana, la innovación solo será 
sostenible si se construye sobre reglas claras, seguridad, inte-
roperabilidad y confianza.

Algo similar ocurre con la inteligencia artificial. La IA pue-
de mejorar los modelos de riesgo, detectar fraudes con ma-
yor rapidez, personalizar servicios, hacer más eficientes los 
procesos y ampliar las posibilidades de inclusión financie-
ra. Pero tampoco puede entenderse como una solución au-
tomática. Su adopción debe avanzar con criterios de ética, 
gobernanza, calidad de datos y protección al consumidor, de 
manera que la innovación fortalezca la confianza en lugar de 
ponerla en riesgo.

La discusión de fondo, entonces, no consiste en escoger entre 
estabilidad e innovación. Colombia debe innovar, pero también 
debe preservar los principios que han protegido el ahorro, el 
crédito y la confianza durante décadas. El verdadero desafío es 
combinar ambos objetivos, aprovechar el Open Finance, la in-
teligencia artificial, los pagos digitales y los nuevos modelos de 
negocio para incluir a más personas, sin desmontar la arqui-
tectura institucional que ha permitido que el sistema financiero 
colombiano sea una excepción regional positiva en materia de 
estabilidad.

La estabilidad financiera no hace ruido cuando funciona. No 
se celebra cada vez que una transferencia llega, que un de-
pósito está seguro o que una entidad cuenta con el capital 
suficiente para enfrentar un choque. Pero cuando esa esta-
bilidad falta, todo lo demás se vuelve más difícil, se afecta 
el ahorro, se encarece el crédito, se frena la inversión y se 
pierde confianza.

Por eso, en un país con tantos desafíos económicos y socia-
les por resolver, preservar lo que ha funcionado también debe 
ser una prioridad. Colombia ha construido, con décadas de 
aprendizaje institucional, un sistema financiero estable, regu-
lado, vigilado y cada vez más incluyente. El futuro exige mo-
dernizarlo sin debilitarlo, ampliar la inclusión sin improvisar 
y adoptar nuevas tecnologías sin poner en riesgo la confianza 
que sostiene el ahorro, el crédito y el progreso de millones de 
colombianos. Cuidar esa confianza es cuidar uno de los mayo-
res patrimonios institucionales del país, ese activo silencioso 
que ha permitido construir estabilidad y que será indispensable 
para seguir construyendo futuro.
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Premio a la Excelencia: un reconocimiento al progreso 
de las Micro y Pequeñas Empresas colombianas

El Banco Caja Social, una empresa de Fundación Gru-
po Social, y el Centro de Pensamiento Económico 
ANIF celebran la 23.ª edición del Premio a la Exce-

lencia, un reconocimiento que destaca la labor de las Micro 
y Pequeñas Empresas colombianas que, a través de sus ini-
ciativas, generan empleo, bienestar y progreso en sus comu-
nidades.

Durante más de dos décadas, este galardón ha exaltado a 
empresarios que transforman los desafíos en oportunidades 
y que, con esfuerzo, resiliencia y visión, fortalecen el tejido 
empresarial del país.

En la categoría de microempresas participan negocios con 
máximo 10 empleados, mínimo tres años de antigüedad y 
ventas anuales de hasta 852 SMMLV. Por su parte, la cate-
goría de pequeñas empresas reconoce a aquellas entre 11 y 
50 empleados, con al menos tres años de operación y ventas 
anuales entre 852 SMMLV y 20.000 SMMLV.

Para el Banco Caja Social, exaltar la labor de las micro y pe-
queñas empresas que convierten oportunidades en bienestar 
es motivo de orgullo. Su capacidad para generar progreso 
y aportar al desarrollo de sus comunidades refleja el com-
promiso y la perseverancia de quienes construyen una mejor 
sociedad. Este premio también representa la consolidación de 
una trayectoria de 115 años de historia del Banco Amigo que 
viene acompañando a los empresarios colombianos.

La ceremonia de premiación se llevará a cabo el 4 de noviem-
bre, fecha en la que se darán a conocer los ganadores de esta 
edición. Tanto en la categoría de Microempresas como en la 
de Pequeñas Empresas, el primer lugar recibirá $45.000.000 
y el segundo lugar $25.000.000. Así mismo, se entregará un 
reconocimiento de $5.000.000 a cada uno de los tres finalis-
tas restantes por categoría.

La información general del Premio puede consultarse en 
www.bancocajasocial.com

•	 Se entregará un reconocimiento económico de hasta $45 millones para impulsar el crecimiento y la sostenibilidad de las empresas ganadoras.
•	 El Premio reconoce a empresarios que, con disciplina y perseverancia, contribuyen al desarrollo económico y social del país.

José Ignacio López, presidente ANIF; Diego Fernando Prieto Rivera, presidente Banco Caja Social
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El mercado laboral colombiano atraviesa una coyuntura 
que, a primera vista, podría interpretarse como alenta-
dora: la tasa de desempleo ha venido descendiendo y 

el número de ocupados ha mostrado una recuperación soste-
nida. Sin embargo, una mirada más detallada revela tensiones 
estructurales que obligan a matizar ese optimismo. Detrás de 
la mejora en los indicadores agregados persisten problemas 
de calidad del empleo, informalidad y, sobre todo, un rezago 
significativo en productividad. Es en esta interacción —entre 
productividad y formalización— donde se configura uno de 
los principales desafíos de política económica del país.

La productividad laboral, entendida como la producción por 
trabajador o por hora trabajada, constituye el pilar fundamen-
tal del crecimiento económico sostenido. No solo determina 
la capacidad de una economía para aumentar ingresos reales 
sin generar presiones inflacionarias, sino que también expli-
ca buena parte de las diferencias de ingreso entre países. En 
economías emergentes como la colombiana, cerrar las bre-
chas de productividad es condición necesaria para avanzar en 
convergencia, reducir la pobreza y consolidar una estructura 
productiva más sofisticada.

No obstante, la evidencia reciente muestra que Colombia 
enfrenta un panorama poco favorable en este frente. La pro-

Productividad y formalización: el gran 
desafío del mercado laboral

ductividad laboral ha exhibido una trayectoria volátil y, en los 
últimos años, una tendencia descendente. Más preocupante 
aún, en todo 2025 se observó una contracción cercana al 
0,6%, en comparación con el crecimiento promedio del 0,9% 
de los últimos 20 años. Este comportamiento sugiere que el 
crecimiento del empleo no está siendo acompañado por me-
joras en eficiencia, lo que plantea interrogantes sobre la sos-
tenibilidad del dinamismo laboral observado.

En efecto, el aumento en el número de ocupados ha estado 
impulsado en buena medida por formas de vinculación me-
nos estructuradas. En particular, algo más de 2 de cada 5 em-
pleos creados en 2025 correspondieron a trabajo por cuenta 
propia. El crecimiento de esta categoría junto con modali-
dades sin remuneración o con baja protección social indica 
que una parte importante de la absorción de mano de obra 
se está dando en segmentos de baja productividad. Esta con-
figuración del mercado laboral, si bien contribuye a reducir 
el desempleo en términos estadísticos, no necesariamente se 
traduce en mejoras en el bienestar ni en un fortalecimiento de 
la base productiva del país.

Aquí radica una de las paradojas centrales del mercado labo-
ral colombiano: se puede crear empleo sin generar desarrollo. 
En 2025, los sectores que generaron más del 70% del empleo 
apenas contribuyeron con cerca del 20% del crecimiento eco-
nómico. En este contexto, cuando la expansión del empleo se 
concentra en actividades de baja productividad, el resultado 
es un aumento del ingreso agregado limitado, una persisten-
cia de la informalidad y una menor capacidad de financiar sis-
temas de protección social. En otras palabras, la calidad del 
empleo importa tanto como su cantidad.

Esta problemática adquiere especial relevancia en el contex-
to de la discusión sobre el salario mínimo. En principio, los 
incrementos salariales deben reflejar aumentos en productivi-
dad. Cuando esta relación se rompe, surgen distorsiones que 
afectan tanto a trabajadores como a empresas. Si los salarios 
crecen por encima de la productividad, las firmas enfrentan un 
incremento en sus costos laborales unitarios, lo que puede 
traducirse en menor contratación formal, sustitución de trabajo 
por capital o, en el extremo, cierre de unidades productivas.

En Colombia, esta desconexión se ha hecho particularmente 
evidente en los últimos años. A los incrementos del salario 
mínimo se suma ahora un factor adicional: la reducción pro-

José Ignacio López, Presidente del Centro de Pensamiento 
Económico ANIF
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gresiva de la jornada laboral establecida por la Ley 2101 de 
2021. Esta combinación tiene un efecto directo sobre el costo 
por hora trabajada. En poco más de un año, el salario por hora 
pasará de $7.736 a $10.422, lo que representa un aumento de 
34,7%. Cerca del 80% de este incremento se explica por el 
ajuste del salario mínimo, mientras que el resto responde a la 
reducción de las horas trabajadas sin disminución del ingre-
so mensual.

El resultado es un aumento significativo del costo unitario del 
trabajo en el sector formal. Este fenómeno no es menor, pues 
modifica de manera estructural la relación entre remuneración 
y productividad. En ausencia de mejoras equivalentes en la 
eficiencia del trabajo, las empresas enfrentan una presión 
creciente sobre sus márgenes, especialmente en sectores con 
baja productividad o limitada capacidad de trasladar estos 
mayores costos a precios finales.

El impacto, además, es altamente heterogéneo. Las micro y 
pequeñas empresas son particularmente vulnerables, dado 
que una proporción significativa de su nómina devenga al-
rededor de un salario mínimo. En firmas de entre uno y cinco 
trabajadores, cerca del 63% de los asalariados se ubica en 
ese rango, mientras que en aquellas de seis a diez emplea-
dos la cifra supera el 58%. En este contexto, el aumento del 
costo por hora no es simplemente un ajuste contable, sino 
un cambio que puede incidir directamente en decisiones de 
contratación, inversión y formalización.

Así, el debate sobre el salario mínimo no puede abordarse de 
manera aislada. Debe insertarse en una discusión más amplia 
sobre productividad y estructura del mercado laboral. Incre-
mentos salariales que no estén respaldados por mejoras en 
productividad corren el riesgo de profundizar la informalidad, 
al elevar las barreras de entrada al empleo formal. En un país 
donde cerca del 60% de los trabajadores se desempeña en 
condiciones informales, este riesgo no es trivial.

Adicionalmente, el comportamiento reciente del mercado 
laboral sugiere que parte del dinamismo observado ha sido 
impulsado por el sector público. La expansión del empleo en 
la administración pública, en algunos casos como respuesta 
contracíclica a la desaceleración económica, ha contribuido 
a absorber mano de obra. Si bien esta estrategia puede ser 
efectiva en el corto plazo, plantea interrogantes sobre su sos-
tenibilidad fiscal y sobre la capacidad del sector privado para 
generar empleo de manera autónoma.

A nivel regional, las divergencias también son evidentes. 
Mientras departamentos como Cundinamarca muestran una 
relación más estrecha entre crecimiento económico y ge-

neración de empleo, otros como Valle del Cauca presentan 
una desconexión significativa. El panorama se complejiza al 
considerar que estas dos regiones —junto con Antioquia— 
concentran más de la mitad del empleo generado, dejando a 
los demás departamentos con mayores retos para dinamizar 
sus mercados laborales. Esto sugiere que el problema no es 
únicamente de nivel agregado, sino estructural y asociado a 
los tejidos productivos regionales. En algunos casos, el cre-
cimiento económico se concentra en sectores de alta produc-
tividad, pero baja intensidad laboral, lo que limita su impacto 
sobre el empleo.

Frente a este panorama, la agenda de política pública debe 
centrarse en cerrar las brechas de productividad como con-
dición para avanzar en formalización. Esto implica, en primer 
lugar, fortalecer la educación y la formación para el trabajo, 
de manera que se reduzcan los desajustes de habilidades que 
limitan la empleabilidad en sectores de mayor valor agregado. 
Asimismo, es necesario promover la adopción tecnológica 
y la innovación empresarial, especialmente en pequeñas y 
medianas empresas, que enfrentan mayores restricciones de 
acceso a financiamiento y capacidades gerenciales.

En segundo lugar, se requiere una revisión integral de los 
costos no salariales y de la regulación laboral, con el objetivo 
de reducir las rigideces que desincentivan la formalización. Si 
bien la protección de los trabajadores es un objetivo legítimo, 
esta debe diseñarse de manera que no genere efectos contra-
producentes sobre la creación de empleo formal. Un equili-
brio adecuado entre flexibilidad y protección es esencial para 
construir un mercado laboral más inclusivo.

Finalmente, es fundamental reconocer que la formalización 
no es un fin en sí mismo, sino el resultado de un entorno eco-
nómico que permita a las empresas crecer, innovar y compe-
tir. Sin productividad, no hay formalización sostenible. Y sin 
formalización, la productividad misma encuentra un techo, al 
limitar la inversión en capital humano y físico.

En suma, el gran desafío del mercado laboral colombiano no 
es únicamente crear más empleo, sino crear mejor empleo. 
Esto exige alinear la evolución de los salarios con la producti-
vidad, diseñar políticas que incentiven la formalización y for-
talecer las capacidades productivas del país. De lo contrario, 
el riesgo es perpetuar un modelo en el que el crecimiento del 
empleo no se traduce en desarrollo, y en el que las mejoras 
en los indicadores laborales esconden fragilidades estructu-
rales que terminan limitando el bienestar de los trabajadores 
y el potencial de crecimiento de la economía.
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Cuando hablo de competitividad regional en Colom-
bia, no lo hago desde un escritorio lejano ni desde 
un informe técnico mas. Lo hago desde Córdoba, 

desde el territorio, desde las conversaciones con empresa-
rios que luchan con el crédito, que intentan vender más lejos 
y que, muchas veces, sienten que las políticas públicas los 
nombran pero no los ven.

Los rankings y los indicadores son necesarios, pero sin datos 
no hay rumbo, no hay prioridades, no hay conversaciones ho-
nestas entre instituciones. Pero la competitividad no se trans-
forma solamente desde el diagnóstico. Se transforma cuando 
el territorio logra convertir sus brechas en agendas de trabajo, 
sus capacidades productivas en oportunidades de mercado y 
sus instituciones en plataformas reales de articulación. Y en 
eso, Córdoba tiene mucho por decir y mucho por hacer.

El Índice Departamental de Competitividad 2025 nos ubica 
en la posición 22 entre 33 territorios evaluados. Ese número 
no es una condena, pero tampoco es un dato para celebrar. 
Es una alerta técnica, el departamento muestra desempeños 
relativamente mejores en salud, tamaño del mercado y en las 
dimensiones de sofisticación e innovación, pero mantiene 

Competitividad regional: brechas, políticas 
y apuestas para 2030

rezagos importantes en mercado laboral, sistema financiero, 
instituciones, infraestructura y adopción TIC. Precisamente 
las dimensiones que el propio índice señala como las de ma-
yores disparidades entre departamentos, y las más asociadas 
a la productividad futura de las empresas (Consejo Privado 
de Competitividad & Universidad del Rosario, 2025).

Esto confirma algo que desde la Cámara de Comercio de 
Montería hemos repetido en foros, mesas de trabajo, en con-
versaciones con empresarios: la competitividad no depende 
de una sola variable. No basta con tener recursos naturales, 
vocación agropecuaria o ubicación estratégica. Tampoco bas-
ta con promover emprendimientos si estos no logran crecer, 
formalizarse, financiarse, tecnificarse y acceder a nuevos 
mercados. Córdoba tiene potencial en agroindustria, turismo, 
salud, comercio, economía popular, servicios, cultura y bio-
diversidad. El reto al 2030 es convertir esas vocaciones en 
cadenas de valor más sofisticadas, pasar de vender productos 
primarios a desarrollar marcas, empaques, certificaciones, 
canales digitales, logística, calidad, trazabilidad y modelos 
comerciales sostenibles.

Una empresa que se prepara para mercados más exigentes 
mejora sus procesos, formaliza costos, eleva estándares y 
fortalece su propuesta de valor. Esa es la lección que hemos 
aprendido acompañando a mipymes en su camino hacia la in-
ternacionalización, exportar no es solo una aspiración; es una 
escuela de productividad. Pero para llegar ahí, hace falta ar-
ticular asistencia técnica, financiamiento, formación, infraes-
tructura, innovación y acceso a mercados en una misma ruta: 
No programas aislados, No capacitaciones sin seguimiento, 
No diagnósticos sin intervención. Hemos visto, demasiadas 
veces, cómo esfuerzos bien intencionados se diluyen por falta 
de continuidad o coordinación.

Hay una tarea urgente que no podemos seguir posponiendo 
y es fortalecer los sistemas de información territorial, carac-
terizar el tejido empresarial de Córdoba, medir sus afecta-
ciones, identificar necesidades productivas por municipio y 
sector, mapear capacidades. No para hacer un informe más, 
sino para diseñar intervenciones pertinentes. La evidencia no 
puede ser solo un requisito de los documentos técnicos; debe 
ser el punto de partida de las decisiones. Lo señalan también 
los análisis recientes de la CEPAL, la región necesita movi-
lizar recursos sostenidos para la transformación productiva, 
y eso requiere instrumentos concretos de crédito productivo, 

Faustina Barroso Herrera, Directora de Competitividad y Conexión 
Empresarial Cámara de Comercio de Montería.



19

REVISTA MI PYME + PRODUCTIVA

garantías, capital semilla, compras locales, alianzas público-
privadas (CEPAL, 2025).

La emergencia climática reciente en Córdoba nos dejó una 
lección muy sentida y es que la competitividad también de-
pende de la resiliencia. Una empresa que pierde inventario, 
activos productivos o vías de acceso no solo enfrenta una di-
ficultad coyuntural; enfrenta una interrupción de su capacidad 
de generar ingresos. Por eso, las políticas de competitividad 
deben incorporar la gestión del riesgo, la adaptación climáti-
ca y la recuperación económica como componentes perma-
nentes. No podemos hablar de productividad sin hablar de 
sostenibilidad.

El Informe Nacional de Competitividad 2025-2026 nos re-
cuerda que Colombia necesita transformar diagnósticos en 
acuerdos prácticos “a veces incómodos” con políticas eva-
luables y sostenibles (Consejo Privado de Competitividad, 
2025). Ese llamado resuena con fuerza en territorios como 
el nuestro. El entorno macroeconómico nacional también 
importa, el seguimiento económico del DNP señala que el 
contexto de 2025 estuvo marcado por tensiones comerciales 
internacionales, necesidad de confianza, diversificación pro-
ductiva y previsibilidad, además de registrar crecimiento eco-
nómico y expansión en sectores como comercio, manufac-
tura y agropecuario (Departamento Nacional de Planeación, 
2025), sectores que tienen presencia directa en Córdoba y en 
los que podemos capitalizar mejor.

La formalización, en este panorama, no puede seguir sien-
do solo un indicador de cumplimiento. Para muchas micro 
y pequeñas empresas, formalizarse solo tendrá sentido si 
perciben beneficios concretos como acceso a programas, a 
financiación, a mercados, a acompañamiento real, para eso, 
las instituciones debemos responder con simplificación, pe-
dagogía y confianza. También el capital humano es central, 
muchas unidades productivas no fracasan por falta de ganas, 
sino por falta de herramientas para costear, vender, acceder 
a crédito o usar tecnología, la formación debe responder a 
necesidades reales del mercado, no a agendas genéricas.

Las brechas de competitividad en Córdoba no son nuevas 
ni son exclusivas nuestras. La investigación de Solano-
Benavides y Alandete-Brochero (2020) sobre competitividad 
regional en Colombia ya mostraba que departamentos como 
el nuestro acusan rezagos estructurales en infraestructura, 
ciencia, tecnología e innovación, y que esos rezagos están 
directamente relacionados con menores niveles de producti-
vidad per cápita. Conocemos el diagnóstico, el desafío es la 
ejecución.

Propongo cinco apuestas estratégicas para Córdoba al 2030: 
Primero, productividad con enfoque sectorial, priorizando 
cadenas con potencial de valor agregado en agroalimentos, 
turismo, salud, comercio especializado y servicios empre-
sariales. Segundo, transformación digital para mipymes, no 
como discurso tecnológico sino como adopción práctica de 
herramientas para vender, gestionar clientes y tomar deci-
siones. Tercero, financiamiento productivo con instrumentos 
adecuados al tamaño y realidad de nuestras empresas. Cuar-
to, internacionalización gradual, preparando empresas desde 
el diagnóstico hasta la conexión comercial. Quinto, resilien-
cia empresarial, incorporando adaptación climática y recupe-
ración económica como parte permanente de la agenda.

Córdoba es un departamento con gran potencial, tiene em-
presarios resilientes, instituciones con capacidad de articu-
lación, sectores con potencial y una ubicación estratégica en 
el Caribe colombiano. Pero el camino hacia 2030 exige deci-
siones audaces, mayor disciplina institucional y una visión 
compartida de largo plazo. La verdadera apuesta no es subir 
posiciones, es que la competitividad se refleje en empresas 
más productivas, jóvenes con más oportunidades, munici-
pios más conectados y comunidades con mayor bienestar. 
Ese debe ser el sentido de la agenda regional, convertir el 
potencial de Córdoba en resultados medibles, sostenibles y 
compartidos.
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La Revolución Industrial en Inglaterra, a mediados del 
siglo XVIII, marcó un hito sin precedentes en la his-
toria de la humanidad. Por primera vez, la producción 

por habitante experimentó incrementos sostenidos genera-
ción tras generación, rompiendo la trampa malthusiana que 
había mantenido los niveles de vida cerca de la subsistencia 
durante milenios. Definir la Revolución Industrial, su origen 
y sus causas fundamentales no es fácil, pero está claro que 
este proceso se centró en la producción industrial en los cen-
tros urbanos. En otras palabras, más que una revolución, la 
industrialización es una transición en la que el peso de la ac-
tividad económica pasa de la agricultura al sector industrial.

Esto plantea, en principio, una hoja de ruta para el desarrollo. 
Para llegar al club de las economías avanzadas, una economía 
debería pasar por una etapa industrial. Sin embargo, Rodrik 
(2016) documenta una realidad diferente para las economías 
que emergieron en el siglo XX. Numerosas economías en 
desarrollo no lograron una actividad industrial notable antes 
de convertirse en economías de servicios. Mientras las eco-
nomías avanzadas alcanzaron pesos importantes de actividad 
en su etapa industrial, muchas economías en desarrollo, en 
especial en América Latina, han entrado en un proceso de 
desindustrialización prematura.

¿Reindustrialización?
Colombia es un caso paradigmático de este patrón. El país 
ingresó al crecimiento económico moderno décadas más tar-
de que los pioneros anglófonos de la revolución industrial y 
nunca generó niveles de empleo industrial comparables a los 
de las economías avanzadas que documenta Rodrik (2016). 
En 1906, el ingreso por habitante colombiano era práctica-
mente igual al de 1870: alrededor de 1.000 dólares de 2011, 
menos de tres dólares diarios (Maddison Project Database, 
2023). El país lo hizo, como señaló Alberto Lleras Camargo 
(1957, p. 12), de una manera diferente a la de los pioneros: 
“No es, desde luego, nuestro producto, el resultado de nues-
tro desarrollo, sino una importación.” Colombia no inventó la 
revolución industrial; la importó. Esta distinción no es un de-
talle histórico menor: tiene consecuencias estructurales que 
persisten hasta hoy.

Ese despegue tardío, sin embargo, trae sus propias ventajas. 
Gerschenkron (1962) demostró que los países rezagados 
pueden importar tecnologías ya probadas, sin tener que re-
correr el costoso proceso de invención que caracterizó a los 
pioneros. La evidencia comparada lo confirma: mientras el 
Reino Unido tardó más de siete décadas en duplicar su in-
greso per cápita de 4.000 a 8.000 dólares (en USD de 2011), 
Colombia lo hizo en 33 años, entre 1960 y 1993. Corea del 
Sur, China y Vietnam tardaron aún menos. 

Modernización tardía y cambio estructural

Sin embargo, la modernización tardía ha traído consigo pa-
trones alternativos en la transformación productiva de la eco-
nomía colombiana. Desde Kuznets (1971) sabemos que las 
economías en su proceso de modernización transitan de la 
agricultura hacia la industria y, en etapas posteriores, hacia 
los servicios: la producción por habitante avanza a la par con 
una caída marcada de la participación agrícola en el empleo 
y en el valor agregado, lo que se refleja en un ascenso de la 
actividad industrial y, más adelante, en el predominio de los 
servicios. Los mecanismos que explican esta reasignación 
operan tanto por el lado de la demanda como por el de los 
precios relativos.

Por el lado de la demanda, a medida que aumentan los in-
gresos, las familias modifican la composición de su gasto: 
destinan proporcionalmente menos a alimentos y más a ma-
nufacturas y, luego, a servicios. Por el lado de los precios 
relativos, el mecanismo central es la enfermedad de costos 
de Baumol (1967): si el crecimiento de la productividad es 
desigual entre sectores —mayor en agricultura y manufactura 
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que en servicios—, el empleo migra de manera inexorable 
hacia las actividades menos productivas. Los sectores de bie-
nes tienen amplio margen para incorporar tecnologías ahorra-
doras de trabajo; los servicios, donde producción y consumo 
ocurren simultáneamente, tienen menor espacio para ganan-
cias sostenidas de productividad. 

Colombia siguió parcialmente este guion. La agricultura 
pasó de representar más del 50% del empleo en 1950 a me-
nos del 20% en 2018, mientras los servicios se convirtieron 
en el gran empleador de la economía. El sector industrial, sin 
embargo, no cumplió el rol esperado. Como documentan Al-
faro, Eslava, Mestieri y Sáenz (2025), Colombia experimentó 
lo que puede describirse como industria sin empleo: aunque 
el país alcanzó picos de valor agregado industrial compara-
bles a los de Estados Unidos —cerca del 24% del PIB en 
ambos casos—, esa industrialización no fue intensiva en 
mano de obra. La manufactura generó valor, pero no empleos 
masivos. Este patrón es producto del acceso a tecnologías 
ahorradoras de trabajo y de numerosas regulaciones carga-
das al empleo moderno, que para 1970 era predominante-
mente empleo industrial.

Reindustrialización: confundir descripción con pres-
cripción

Documentar la desindustrialización prematura es un ejercicio 
legítimo para entender por qué algunos llegadores tardíos 

generaron más empleo industrial, y qué consecuencias trae 
este fenómeno sobre el patrón de desarrollo. Pero argumen-
tar que la solución es “reindustrializar” desvirtúa la naturaleza 
del proceso de industrialización en economías de mercado. El 
cambio estructural no es una política: es el resultado de mi-
llones de decisiones descentralizadas de hogares, empresas y 
trabajadores respondiendo a precios relativos, dotaciones de 
factores y tecnologías disponibles. Las industrias que se con-
trajeron en Colombia durante los años noventa no lo hicie-
ron por decreto, sino porque no eran competitivas a precios 
mundiales. Reconstruirlas artificialmente mediante subsidios 
o protección arancelaria reproduciría el mismo problema que 
las hizo frágiles: producción sin productividad real.

Ante la evidencia de desindustrialización prematura, la re-
acción intuitiva es proponer la reindustrialización como so-
lución: si el problema es que no tuvimos suficiente indus-
tria, la respuesta es tener más. Esta conjetura, muy común 
en círculos académicos con influencia en la política pública, 
confunde la descripción de un fenómeno con la prescripción 
de su reverso y, en el proceso, malinterpreta los mecanismos 
fundamentales del cambio estructural. Toda economía avan-
zada está en proceso de desindustrialización, precisamente 
porque sus ingresos son altos —lo que impulsa la demanda 
de servicios— y porque su productividad manufacturera es 
elevada —lo que libera mano de obra hacia otras actividades. 
La desindustrialización no es una patología que se corrige; es 
el resultado esperable de la modernización.
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Lo que Colombia realmente necesita

Para Colombia, el diagnóstico apunta en una dirección clara. 
El país ya tiene una economía de servicios: ese sector con-
centra más del 45% del empleo y la mayor parte del PIB. La 
prioridad no es revertir esa realidad, sino transformarla por 
dentro. Si Colombia lograra retomar la senda de crecimien-
to de la productividad en servicios observada entre 1950 y 
1980, el efecto compuesto sobre el crecimiento de largo pla-
zo sería sustancial. El corazón de ese reto es microeconómi-
co: reducir barreras regulatorias, fortalecer los derechos de 
propiedad y crear mercados con reglas claras y competencia 
efectiva (Echeverry y Sáenz, 2025).

Como argumenta Lewis (2004), las diferencias de producti-
vidad entre países no se originan en la tecnología disponible 
—que es global—, sino en el grado en que la regulación per-
mite o bloquea la competencia. Sin competencia efectiva, las 
empresas no tienen presión para adoptar nuevas tecnologías 
ni mejorar procesos. Colombia modernizó sus instituciones 
macroeconómicas con notable éxito —ha sido un gestor 
solvente de sus cuentas fiscales y su política monetaria—, 
pero no logró modernizar su entramado microeconómico: los 
derechos, regulaciones y reglas competitivas que determinan 
cómo operan las empresas, qué tan fácil es entrar a un merca-
do y qué tan costoso es crecer (Echeverry y Sáenz, 2025). La 
sobrerregulación encarece la formalidad, desincentiva la in-
versión y reduce la escala eficiente de operación, perpetuando 
un equilibrio en el que la economía crece sin transformarse.

En síntesis, el debate sobre la desindustrialización prematura 
plantea un reto analítico legítimo: entender por qué los llega-
dores tardíos no replicaron la secuencia industrial de los pio-
neros y qué consecuencias tiene ello para sus posibilidades 
de convergencia. Pero este reto académico no puede tradu-
cirse mecánicamente en una agenda de reindustrialización. La 
meta no es tener más industria, sino más productividad, más 
capital humano y más capacidad de generar valor. El objetivo 
de política en materia de empleo es noble, pero pensar que 
ese objetivo implica fomentar el empleo industrial es confun-
dir el canal histórico con el destino. 
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Siigo Nube: tecnología que impulsa a las pymes y 
contadores a ir Pa’lante, mijo

En un entorno empresarial donde cada minuto y cada 
dato cuentan, la administración tradicional —basa-
da en hojas de cálculo, papeles dispersos y procesos 

manuales— ya no es suficiente para competir y crecer. Ahí es 
donde soluciones como Siigo Nube están marcando una dife-
rencia tangible para los empresarios y los contadores.

Siigo Nube es un software administrativo y contable 100% 
en la nube que centraliza en una sola plataforma todas las 
funciones que una pyme necesita: facturación electrónica, 
control de inventarios, administración de clientes y provee-
dores, actualización automática de la contabilidad y reportes 
en tiempo real. Al operar completamente online, los usuarios 
pueden gestionar su negocio desde cualquier lugar, con in-
formación siempre disponible y sincronizada.

Más allá de digitalizar procesos, Siigo Nube libera a empresa-
rios y contadores de la carga operativa para que puedan enfo-
carse en lo que realmente importa: crecer, tomar decisiones in-
formadas y construir negocios sostenibles. Cada factura, venta 
o movimiento se integra automáticamente a la contabilidad, 
reduciendo errores y aumentando la eficiencia.

Ese impulso es el mismo que inspira a miles de emprende-
dores colombianos que, como Rigoberto Urán, no solo 
pedalean en la vida deportiva, sino también en la empresa-
rial. Su experiencia demuestra que sacar adelante un negocio 
requiere disciplina, velocidad para adaptarse y herramientas 
que permitan ir siempre hacia adelante. Con tecnología que 
simplifica la operación, cualquier empresa —desde una tien-
da local hasta un negocio en expansión— puede mantener su 
ritmo y avanzar con decisión.

Y ahora, esa propuesta de valor se fortalece con Siigo Pay, 
una funcionalidad integrada dentro de Siigo Nube 
que se activa de manera gratuita. Con Siigo Pay, las pymes 
pueden recibir pagos electrónicos directamente desde la pla-
taforma, sin recurrir a herramientas externas ni asumir pro-
cesos de conciliación complejos. Todo queda sincronizado 
automáticamente con la contabilidad, lo que mejora el flujo 
de caja y reduce tiempos de operación.Tenemos una de las 
comisiones más bajas del mercado.

Este ecosistema tecnológico les permite a los empresarios 
mantener sus negocios en movimiento constante. Porque, 
como diría Rigo: Con Siigo, Pa’lante mijo.
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Más allá de una tendencia tecnológica, la movilidad 
eléctrica representa un factor clave para que el país 
avance en sus compromisos internacionales de re-

ducción de emisiones de carbono y sostenibilidad ambiental. 

El transporte continúa siendo uno de los principales respon-
sables de las emisiones contaminantes en las ciudades, y la 
adopción de vehículos eléctricos aparece como una solución 
eficiente para disminuir la huella de carbono, mejorar la calidad 
del aire y avanzar hacia una economía más limpia y competitiva.

Sin embargo, la electromovilidad no solo debe analizarse 
desde la óptica ambiental, también debe entenderse como una 
enorme oportunidad de negocio para empresarios, inversio-
nistas, constructores, operadores logísticos, hoteles, centros 
comerciales y empresas de servicios que quieran prepararse 
para el nuevo mercado energético que ya está en marcha.

Durante los últimos tres años, Colombia ha mostrado un cre-
cimiento histórico en la venta de vehículos eléctricos e híbri-
dos. De acuerdo con cifras de ANDI y Fenalco, el año 2024 
cerró con más de 9.100 vehículos 100% eléctricos vendidos, 
lo que representó un crecimiento cercano al 150% frente al 
año anterior. (Xataka Colombia)

El comportamiento del mercado en 2025 mantuvo una ace-
leración importante. En el primer semestre, las ventas de ve-

Electromovilidad: oportunidades y retos
hículos eléctricos crecieron más del 200%, consolidando a 
Colombia como uno de los mercados de mayor crecimiento 
en movilidad sostenible en América Latina. (ANDI)

Las proyecciones para 2026 muestran que esta tendencia 
continuará impulsada por varios factores: reducción en cos-
tos de fabricación, mayor oferta de marcas, incentivos tribu-
tarios y una creciente conciencia ambiental tanto en consumi-
dores como en empresas.

Uno de los fenómenos más importantes en esta transforma-
ción ha sido el denominado “efecto Tesla”. La compañía li-
derada por Tesla revolucionó la industria automotriz mundial 
al demostrar que los vehículos eléctricos podían ser tecno-
lógicos, eficientes, atractivos y comercialmente viables. Esto 
obligó a los fabricantes tradicionales a acelerar su transición 
hacia tecnologías limpias para no perder participación de 
mercado. Gracias a esa presión competitiva, hoy existen más 
marcas, más modelos y mejores precios. 

Fabricantes asiáticos, europeos y americanos han entrado 
agresivamente al mercado colombiano, generando una reduc-
ción progresiva en los costos de adquisición y una democra-
tización de la movilidad eléctrica. Lo que hace pocos años 
era una tecnología exclusiva para segmentos premium, hoy 
comienza a ser una alternativa viable para familias, empresas, 
taxis, plataformas de transporte y flotas corporativas.

Desde el punto de vista económico, las ventajas para quienes 
adquieren vehículos eléctricos son cada vez más evidentes.

En primer lugar, existen importantes beneficios tributarios y 
regulatorios. En diferentes ciudades del país, los vehículos 
eléctricos cuentan con exenciones o beneficios frente a res-
tricciones de movilidad como el pico y placa. Adicionalmente, 
muchos municipios ofrecen descuentos en impuestos vehi-
culares y beneficios asociados a movilidad sostenible.

A esto se suma el ahorro operativo. Un vehículo eléctrico 
puede reducir significativamente los costos de energía frente 
al consumo de gasolina o diésel. Además, el mantenimiento 
es considerablemente menor debido a que estos vehículos 
tienen menos partes móviles, no requieren cambios de aceite 
y presentan menor desgaste mecánico.

Para empresas con flotas comerciales, vehículos de servicio, 
distribución urbana o transporte corporativo, esta diferencia 
puede representar millones de pesos en ahorro anual. 

Jairo Villaveces, Empresario, Ing Electricista.
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No obstante, el crecimiento acelerado de la electromovilidad 
también trae importantes retos para el país.

El principal desafío continúa siendo la infraestructura de carga 
pública y privada. Aunque el número de vehículos eléctricos 
aumenta rápidamente, la cantidad de estaciones de carga aún 
es insuficiente para atender la demanda futura. Expertos estiman 
que Colombia necesitará multiplicar varias veces su infraestruc-
tura actual para responder al crecimiento proyectado hacia 2030.

Aquí surge una de las mayores oportunidades para el sector 
empresarial.

Hoteles, centros comerciales, restaurantes, clínicas, edificios 
corporativos, conjuntos residenciales y estaciones de servicio 
pueden convertir la infraestructura de carga en un nuevo mo-
delo de valor agregado para sus usuarios y clientes.

Hoy un punto de carga rápida no solamente presta un servi-
cio; también mejora la imagen corporativa, fortalece la per-
cepción de sostenibilidad, incrementa el tráfico de visitantes y 
aumenta la valorización de los inmuebles.

Un centro comercial con estaciones de carga puede atraer 
nuevos consumidores que permanecen más tiempo en sus 
instalaciones mientras cargan sus vehículos. 
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Un hotel con infraestructura de carga se vuelve más atractivo 
para turistas y viajeros corporativos que utilizan movilidad 
eléctrica. 

Un edificio empresarial preparado para el futuro energético 
incrementa su competitividad y valorización en el mercado 
inmobiliario.

Además, en los próximos años, la disponibilidad de infraes-
tructura de carga dejará de ser un diferencial para convertirse 
en una necesidad básica, similar a contar hoy con internet, 
parqueaderos o aire acondicionado.

La Costa Atlántica tiene condiciones especialmente favorables 
para liderar este proceso. Su crecimiento urbano, turístico, 
logístico y portuario abre grandes oportunidades para proyec-
tos de infraestructura energética y movilidad sostenible.

En este escenario, empresas especializadas como Inversio-
nes T2C (Tecnologías para el Cambio Climático) vienen des-
empeñando un papel estratégico en la transición energética 

empresarial. La compañía asesora a empresas, inversionistas, 
edificios y organizaciones en la estructuración, implemen-
tación y operación de proyectos de infraestructura de carga 
para vehículos eléctricos.

El acompañamiento técnico y financiero es fundamental, es-
pecialmente en un mercado que evoluciona rápidamente y 
que requiere conocimiento especializado en redes eléctricas, 
regulación, modelos de negocio, integración energética y 
operación inteligente de estaciones de carga.

La electromovilidad ya no es una posibilidad lejana. Es una 
realidad que avanza con rapidez y que transformará la mane-
ra en que nos movilizamos, consumimos energía y hacemos 
negocios.

Para las pequeñas y medianas empresas de la región Caribe, 
este proceso representa una oportunidad histórica para inno-
var, diferenciarse y participar activamente en uno de los sec-
tores con mayor crecimiento en el mundo.
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El sector del gas natural en Colombia, bajo el panorama 
energético mundial actual, debe centrarse en abordar la 
necesidad constante de garantizar la seguridad energé-

tica del país. Lo anterior, bajo el marco de contar con diferentes 
fuentes de abastecimiento, en ese sentido, el gas natural como 
hidrocarburo continúa jugando un papel fundamental, toda vez 
que es una fuente energética que contribuye a la estabilidad 
macroeconómica, genera recursos para financiar la transición 
energética, fomenta el crecimiento económico y propicia el de-
sarrollo local en los territorios donde está presente este tipo de 
industria (ACP, 2025).

En efecto, la Agencia Internacional de Energía (IEA) a través de 
su reciente informe titulado The Implications of Oil and Gas 
Field Decline Rates advierte que el declive de la producción de 
petróleo y gas natural amenazan la seguridad energética global. 
Esto se debe principalmente a que los yacimientos de petróleo 

Gas natural y transición justa: la ruta 
posible para Colombia

y gas natural, rápidamente, se agotan. Este declive, natural pero 
implacable, se basa sobre la seguridad energética global, ame-
nazando la estabilidad de los mercados y exige una inversión 
constante para evitar que el suministro se desvanezca antes de 
que la transición esté completa.

Bajo ese contexto, es importante tener en consideración que, la 
mayoría de los recursos convencionales de petróleo y gas del 
mundo se descubrieron hace años. El período más prolífico fue 
entre 1960 y 1980, se descubrieron prácticamente el 60 % del 
total de los recursos técnicamente recuperables. La mayoría de 
los grandes yacimientos convencionales, de fácil acceso, han 
sido mapeados y explotados, quedando principalmente yaci-
mientos más pequeños, más profundos y técnicamente más 
complejos (IEA, 2025. P.19). En la década actual (desde 2020), 
los descubrimientos anuales de petróleo y gas son aproxima-
damente un 90 % menos que en la década de 1960, como se 
puede ver a continuación:

Fuente: IEA, The Implications of Oil and Gas Field Decline Rates

Panorama que no está alejado de la realidad colombiana. La 
demanda de gas natural en Colombia ha venido cayendo a ni-
veles del año 2011, es decir, tenemos un retroceso de casi 15 
años en materia de autosuficiencia. Lo anterior se traduce en la 
caída sostenida de las reservas probadas (-64 % en los últimos 
13 años) y la menor producción doméstica, lo que ha reducido 
la oferta de gas local, ha afectado la disponibilidad y ha elevado 
los precios (@SergioCabrales, 2026). 

Ernesto Guzmán Arana1, Asociado en Holland & Knight

The Implications of Oil and Gas Field Decline Rates Chapter 1. Oil and gas production and investment 
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Exploration and discovery stages 
Most of the world’s conventional oil and gas resources were discovered years ago. 
The most prolific period of discovery was 1960 to 1980, when just under 60% of 
total technically recoverable resources were discovered.7 

Most of the large, easily accessible conventional fields have been thoroughly 
mapped and developed, leaving primarily smaller, deeper and more technically 
challenging fields. In the 2020s so far, annual oil and gas discoveries have 
averaged around 9 billion barrels of oil equivalent (boe), roughly 60% lower than 
the average in the 2010s and 90% lower than in the 1960s (Figure 12). This 
reflects lower levels of investment in exploration, driven by capital discipline and 
a focus on near-term returns. 

Figure 12  Average annual conventional oil and gas discoveries, 1960-2024 

 
IEA. CC BY 4.0. 

Source: IEA analysis based on data from Rystad Energy (2025). 
 

The average size of a single discovery has diminished over time from around 
150 million barrels of oil equivalent (mboe) of technically recoverable resources in 
the 1970s to around 40 mboe since 2010. Exceptions to this trend include the 
discovery of 1.5 billion barrels of oil and gas resources in the Stabroek Block in 
Guyana in 2015 and around 2 billion boe of natural gas resources in Mozambique 
in 2010 (both with further discoveries in subsequent years). Oil accounted for 
around 65% of the volumes discovered in the 1960s and so far in the 2020s oil 
accounts for around 55% of the volumes discovered. 

 

 

7 Technically recoverable resources in this report are the sum of reserves, reserves growth, i.e. the projected increase in 
reserves in known fields, and undiscovered volumes. This does not take into account the commercial viability of developing 
and producing the resources, and some volumes included may never become economically recoverable.  
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1. Abogado de la Universidad Externado de Colombia. Abogado Asociado de la firma Holland & Knight. Especialista en Regulación de Energía Eléctrica y Gas de la Universidad Externado de Colombia. 
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Fuente: tomado de @SergioCabrales

Tan crítica es la situación actual que la participación del gas im-
portado superó el 20 % en 2026, lo que encarece el suministro 
y restringe el consumo industrial debido a los mayores costos 
energéticos. El retroceso en la demanda, particularmente en el 
sector industrial, se debe a sustituciones hacia combustibles de 
menor precio o mayor disponibilidad (GLP, carbón, fuel oil o 
bagazo), aunque con mayores externalidades ambientales (La 
República, 2025).

En palabras de la Bolsa Mercantil de Colombia (BMC), como 
gestor del mercado de gas natural en Colombia, a través del 
análisis disponibilidad de gas 2026 – 2027, para el año gas 
2026 se identifica un faltante promedio que podría oscilar entre 
40.411 (6 %) y 134.804 MBTUD (16 %), si se utiliza como 
referencia la proyección de la UPME o si se usan como referen-
cia los consumos históricos promedio de los últimos dos años, 
respectivamente. En igual sentido, para el primer semestre de 
2026, la demanda de gas natural podría estar cubierta, en pro-
medio, entre el 88 % y el 98 %, lo que implica un faltante esti-
mado entre el 2 % y el 12 % de la demanda, según el escenario 
de referencia considerado. Los faltantes estimados para el se-
gundo semestre de 2026, pueden cambiar en la medida en que 
se realicen las declaraciones de gas en firme en los siguientes 
Trimestres Estándar de Negociación (BMC, Gestor del Mercado 
de Gas Natural, 2025).

Fuente: Análisis Disponibilidad de Gas 2026 – 2027. Gestor de mercado 
de gas natural

De lo anterior se tiene que, con la contratación y la oferta firme 
hoy declarada, la demanda nacional en 2026 no está totalmente 
cubierta y se anticipan déficits moderados pero persistentes, 
que tienden a aumentar en la segunda mitad del año si no se 
cierran más contratos en firme.

Fuente: Análisis Disponibilidad de Gas 2026 – 2027. Gestor de mercado de 
gas natural

Para los años venideros, de persistir esta tendencia, se observa 
cuánta producción/importación total se ha declarado, qué parte 
de ella está respaldada en firme y qué porción ya está compro-
metida por contratos (nacionales, importados y refinerías), de 
modo que se puede inferir cuánto margen de oferta quedaría 
potencialmente disponible para nuevos contratos o para cerrar 
los faltantes.

El panorama resulta poco alentador si se tiene en considera-
ción aspectos como la actual pérdida de autosuficiencia para 
la atención de la demanda, el incremento exponencial de las 
tarifas, la necesidad de nuevos proyectos de importación y la 
urgente necesidad de encontrar nuevas reservas de gas natural. 
Frente a este último aspecto y bajo el marco de la autosuficien-
cia energética del país, se suma el hecho de la política del go-
bierno actual al señalar que durante el periodo 2022-2026 no 
se firmarán nuevos contratos de exploración y producción de 
hidrocarburos (Cambio, 2023).

Lo anterior, sin dejar de lado que el último año el aumento de la 
participación del gas importado creció en tres puntos porcen-
tuales, pues pasó de 18 % en enero de 2025 a 21 % en enero 
de 2026, lo que evidencia un riesgo para la seguridad energé-
tica. No en vano, en el primer mes del año, más del 21 % del 
gas consumido en el país fue importado (La República, 2025).

Para enfrentar este tipo de decisiones y retomar la autosuficien-
cia se han planeado alternativas como, por ejemplo, la impor-
tación de gas desde Venezuela previa obtención de la licencia 
OFAC (Caracol Radio, 2026), la expedición de la Resolución 
CREG 102 015 de 2025 para garantizar el suministro del mer-
cado mayorista de gas natural, el impulso a los proyectos de 
regasificación, en donde se contabilizan más de 14 proyectos 
ubicados principalmente en el caribe (on-shore y off-shore) y 

5

Resumen ejecutivo

Fecha Contratación 
estimada (A)

Proyección 
UPME - sin GT 

(B)

Consumo 
histórico (C) A/B A/C

1/12/2025 775,685 877,847 750,235 88% 103%
1/01/2026 739,344 856,691 750,235 86% 99%
1/02/2026 742,485 891,025 750,235 83% 99%
1/03/2026 731,622 804,192 750,235 91% 98%
1/04/2026 719,758 810,499 750,235 89% 96%
1/05/2026 710,467 813,205 750,235 87% 95%
1/06/2026 687,446 823,135 750,235 84% 92%
1/07/2026 689,901 804,431 750,235 86% 92%
1/08/2026 682,390 807,741 750,235 84% 91%
1/09/2026 684,858 889,467 750,235 77% 91%
1/10/2026 687,958 891,049 750,235 77% 92%
1/11/2026 691,417 891,691 750,235 78% 92%
1/12/2026 597,509 883,525 750,235 68% 80%
1/01/2027 605,781 854,283 750,235 71% 81%
1/02/2027 606,758 891,363 750,235 68% 81%
1/03/2027 601,882 807,162 750,235 75% 80%
1/04/2027 577,210 799,465 750,235 72% 77%
1/05/2027 592,597 789,921 750,235 75% 79%
1/06/2027 602,905 824,086 750,235 73% 80%
1/07/2027 604,440 842,842 750,235 72% 81%
1/08/2027 599,019 859,058 750,235 70% 80%
1/09/2027 582,695 901,847 750,235 65% 78%
1/10/2027 597,372 986,367 750,235 61% 80%
1/11/2027 602,161 982,507 750,235 61% 80%

Para el año gas 2026 se identifica un faltante promedio que podría oscilar entre 40.411 (6 %) y 134.804 MBTUD (16 %), si se utiliza como referencia la 
proyección de la UPME o si se usan como referencia los consumos históricos promedio de los últimos dos años, respectivamente.

Para el primer semestre de 2026, la demanda de gas natural podría estar cubierta, en promedio, entre el 88 % y el 98 %, lo que implica un faltante estimado 
entre el 2 % y el 12 % de la demanda, según el escenario de referencia considerado. Los faltantes estimados para el segundo semestre de 2026, pueden 
cambiar en la medida en que se realicen las declaraciones de gas en firme en los siguientes Trimestres Estándar de Negociación.

Cifras en MBTUD

Declaración de producción 2025, PTDVF y CIDVF

Año Gas 
2026

Año Gas 
2027
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el Pacífico colombiano que, sumados, podrían alcanzar una 
capacidad de 2,520 millones de pies cúbicos (Valora Analitik, 
2026). Sin duda, esta proliferación de proyectos, como ya se 
había indicado en líneas anteriores, es consecuencia del esce-
nario en el que el gobierno Petro limitó nuevas exploraciones 
en hidrocarburos.

El problema de este tipo de políticas es que hoy no hay una 
planificación del sistema totalmente clara y la única respues-
ta es ampliar la infraestructura para importar el gas natural, en 
ese sentido, se debe evaluar si lo que se está haciendo con los 
puntos de regasificación es un respaldo transitorio o si es la 
política energética de Colombia a largo plazo que está avanzan-
do estructuralmente hacia una mayor dependencia del mercado 
internacional, lo que a su vez ocasionaría un retroceso en la 
estabilidad energética del país.

De igual manera, se debe evaluar la posibilidad de retomar 
la reactivación de los recursos existentes en yacimientos 
no convencionales. Según Naturgas, en los departamentos 
de Magdalena y Cesar se había identificado un potencial de 
aproximadamente 10 TPC de gas natural (Naturgas, 2025). 
En este orden de ideas, teniendo en cuenta que al 2023 las 
reservas de gas natural de Colombia eran de 2,37 TPC y al-
canzaban para 6,1 años, este potencial abría la oportunidad 
de multiplicar por cuatro las reservas de gas en Colombia 
(Naturgas, 2025). 

Lo anterior resulta prioritario, ya que, en la eventualidad de 
una reactivación de proyectos en Colombia, estaríamos recu-
perando el autoabastecimiento entre ocho y 10 años, cuando 
la oferta mundial de gas licuado posiblemente se haya incre-
mentado, según estimaciones, entre 40 % y 60 % (Valora 
Analitik, 2026).

Con todo lo anterior, es claro que este es un sector estratégi-
co para el país, pero está en un estado crítico. En ese sentido, 
es clave que se le dé la importancia energética al gas para 
el crecimiento y desarrollo de las economías colombianas, 
sobre todo porque el gas ha llevado a que la agenda global 
privilegie la confiabilidad y seguridad energética, pasando a 
replantearse incluso el modelo de la transición hacia uno de 
la adición energética, en el cual, los renovables se adicionan 
a los convencionales de forma que converjan todos los ener-
géticos para garantizar una oferta capaz de cubrir la demanda 
internacional. 
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El laboratorio NovaSeg, iniciativa orientada a pro-
mover el desarrollo de seguros inclusivos y soste-
nibles en Colombia, otorgó el premio del Reto de 

Innovación 2026 a Colmena Seguros y Tpaga por el desa-
rrollo de una solución que busca transformar el acceso a 
la protección financiera para los microempresarios del país. 
La iniciativa responde a una realidad del ecosistema empre-

ColmenaTpaga: una apuesta que integra 
tecnología, protección y facilidad de pago 
para los microempresarios

sarial colombiano evidenciada por Confecámaras, según la 
cual el 40% de las pequeñas empresas en el país aún no 
cuenta con una póliza de seguros que respalde la inversión 
y sostenibilidad de sus negocios.

La propuesta denominada “ColmenaTpaga”, busca promover el 
acceso a soluciones de aseguramiento, a la vez que fortalece la 

Según el DANE, en Colombia 4 de cada 10 pequeñas empresas aún no tienen seguros que protejan su negocio,  
poniendo en riesgo su estabilidad y crecimiento.

ColmenaTpaga es un seguro que tiene como propósito integrarse al día a día de los comercios, aprovechando que 
más del 83% de las pymes ya usan smartphones y pagos digitales para operar, de acuerdo con cifras del Observatorio 
de Digitalización de GoDaddy para Colombia.
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digitalización y sostenibilidad de los pequeños negocios, dos 
factores clave para el crecimiento económico del país.

Actualmente, más del 83% de las pymes en Colombia uti-
lizan smartphones para gestionar sus operaciones diarias, 
de acuerdo con cifras del Observatorio de Digitalización de 
GoDaddy para Colombia. A esto se suma que el 92% de 
las empresas exitosas ya aceptan pagos digitales, mientras 
que los negocios que aún no incorporan estas herramientas 
pueden perder hasta un 26% de sus ingresos o más como 
lo muestra el estudio “Pymes: La adopción de pagos digi-
tales en América Latina y el Caribe” de Mastercard. Según 
análisis publicados por el Portal Pagos Digitales Latam este 
impacto económico puede representar pérdidas anuales de 
entre US$1.410 y US$8.550 para pequeños negocios en 
América Latina.

El desarrollo tecnológico de “ColmenaTpaga” se soporta en 
la solución SoftPOS de Tpaga, que transforma los dispositi-
vos móviles en datáfonos, permitiéndoles a los comercian-
tes recibir pagos con tarjetas directamente desde su celular. 
Bajo este esquema, durante el proceso de adquisición de su 
aplicación para “datáfono” los tenderos y pequeños nego-
cios pueden incorporar el seguro de su elección, de forma 
automática, que se activa al recibir los pagos, en su esque-
ma de transacciones diarias, facilitando el acceso a cober-
turas que protegen tanto a los mismos comerciantes como 
a la sostenibilidad de sus negocios. Además, la iniciativa 
incorpora un agente de inteligencia artificial que acompaña 
al usuario durante todo el ciclo de uso del producto y facili-
ta su experiencia.

La iniciativa responde, además, a una necesidad estructural 
del ecosistema empresarial colombiano. En un país don-
de más del 40 % de los trabajadores son independientes, 
según cifras del DANE, y donde una gran parte de los mi-
croempresarios aún no cuenta con mecanismos de protec-
ción que respalden la sostenibilidad de sus negocios, este 
proyecto busca fortalecer la cultura del aseguramiento y 
promover condiciones que les permitan crecer con mayor 
respaldo, estabilidad y confianza.

“Este reconocimiento refleja nuestro compromiso con el 
desarrollo de soluciones accesibles y alineadas con las ne-
cesidades reales de los microempresarios, especialmente 
de aquellos segmentos desatendidos, autoexcluidos o que 
no encuentran fácilmente soluciones tecnológicas para im-
pulsar sus negocios. Iniciativas como ‘ColmenaTpaga’ co-
bran relevancia en un contexto en el que, como ha señalado 
Fasecolda, ninguna empresa se ha quebrado por invertir 
en un seguro, pero sí muchas por no contar con uno que 
respalde la sostenibilidad de su negocio”, señaló Daniel 
Reyes Nieto – Vicepresidente de Afinidad, Colmena 
Seguros.

Con iniciativas como “ColmenaTpaga”, Colmena Segu-
ros, empresa de la Fundación Grupo Social, continúa pro-
moviendo modelos de aseguramiento más simples, cerca-
nos e integrados a la dinámica diaria de los pequeños ne-
gocios, facilitando el acceso a herramientas de protección y 
contribuyendo al crecimiento de miles de microempresarios 
en el país.
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A mediados de los años 70 del siglo XX, justo cuando 
Colombia perdió la autosuficiencia y paso de ser ex-
portador de petróleo a importador (1975), situación 

esta que se prolongó por 10 años, se declaró la comercialidad 
del mayor yacimiento de gas y de carbón en La guajira y en el 
Cesar, convirtiéndose la región Caribe en la despensa minero-
energética del país. De no haber sido por ello la crisis fiscal y 
de la balanza de comercio exterior habría sido crítica. La histo-
ria se repite, ahora cuando la Transición energética demanda el 
desarrollo de las fuentes no convencionales de energías reno-
vables (FNCER), el Caribe le vuelve a tender la mano a Colom-
bia para aprovechar de la mejor manera esta ventana de opor-
tunidad para su desarrollo económico y social, ambientalmente 
sostenible e incluyente. 

El Caribe colombiano se consolida como el eje estratégico de 
la Transición energética. Gracias a su ubicación geográfica pri-
vilegiada, al decir del gran pensador antioqueño Luis López de 
Mesa, la esquina oceánica de América, su infraestructura por-

Infraestructura y energía: el papel del caribe 
en la seguridad energética nacional

tuaria y su enorme potencial en recursos naturales, la región no 
solo ha sido históricamente protagonista en el sector minero-
energético, sino que hoy se perfila como el epicentro de las 
energías limpias del país. 

Departamentos como La Guajira, el Cesar, Magdalena y Atlán-
tico concentran una parte sustancial de la producción de car-
bón, gas natural y energía térmica de Colombia. En particular, 
La Guajira posee uno de los mayores potenciales eólicos de 
América Latina, con velocidades de viento constantes, lo que 
ha atraído inversiones nacionales e internacionales para el 
desarrollo de parques eólicos y proyectos de granjas solares 
- fotovoltaicas a gran escala, que se han esparcido en todo el 
Caribe hasta alcanzar los 1.6 GW de capacidad instalada. Des-
afortunadamente la parálisis y el abandono de los 16 parques 
eólicos en La Guajira, con un potencial de 2.4 GW ha privado a 
Colombia de disponer de dicha capacidad instalada, que con-
tribuiría además de diversificar y robustecer la matriz eléctrica 
la tornaría más resiliente frente al fenómeno del Niño por su ca-
rácter contracíclico. Esta es una de las asignaturas pendientes 
que le deja como legado este gobierno al entrante.

Y ello, en momentos en los que Colombia enfrenta un pano-
rama complejo: reservas probadas y de producción de gas 
natural en franca declinación, al punto de tener que importarlo 
desde diciembre del año anterior para poder satisfacer la de-
manda esencial. Por lo demás, la única planta regasificadora 
con la que cuenta el país para posibilitar dichas importaciones 
es la Sociedad Portuaria El Cayao (SPEC LNG), ubicada en 
Barú (Cartagena). Además, acusa una estrechez en la Oferta de 
energía firme (OEF), que este año se estima por parte de ACOL-
GEN entre 2.2% y 2.9%!

La región también que ha sido y sigue siendo clave en la pro-
ducción y transporte de gas natural, considerado el energético 
de la Transición, con una infraestructura estratégica que co-
necta los campos del Caribe con el interior del país, los cuales 
operan las empresas PROMIGAS y TGI. Hoy por hoy la ma-
yor apuesta del país para recuperar la seguridad y la soberanía 
energética está en el yacimiento de SIRIUS ubicado entre los 
departamentos de La Guajira y el Magdalena, con reservas esti-
madas de 6 TPC, el triple de las reservas probadas remanentes. 
He venido insistiendo que el país ha desestimado la importan-
cia del aprovechamiento del gas metano asociado a los mantos 
de carbón (CBM, por sus siglas en inglés), cuyas reservas en-

Amylkar D. Acosta M., Miembro de Número de la ACCE
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tre los departamentos del Cesar y La Guajira se calculan en 7 
TPC, ¡mayores que el mismo SIRIUS!

Pero, como su declaratoria de comercialidad se proyecta ha-
cia el año 2030 y ante el déficit de gas que se proyecta en 
20% en 2026, escalando hasta el 50% en 2029, se requiere 
ampliar la capacidad de importación, para lo cual se requiere 
la instalación de nuevas unidades de plantas regasificadoras. 
Y dos de los proyectos más maduros y que se encuentran 
más avanzados es la de La Guajira liderada por TGI y otra 
en Cartagena promovida por Ecopetrol, asociada con Frontera 
Energy. Asimismo, sus puertos sobre el mar Caribe facilitan 
la exportación de carbón, a los que todavía, a pesar de los 
malos augurios del Presidente de la República Gustavo Petro, 
les queda futuro por delante, razón por la cual Colombia no 
puede renunciar a él prematuramente y otros recursos ener-
géticos, consolidando de esta manera su rol en el fortaleci-
miento de su balanza comercial.

Más allá de los hidrocarburos y el carbón, el Caribe colombia-
no emerge como plataforma de la transición energética, hasta 
convertirse en Hub regional. Los proyectos de energías reno-
vables no convencionales —solar y eólica, especialmente—, 
junto con iniciativas de hidrógeno verde, posicionan a la región 
como un polo de innovación y sostenibilidad. Tanto más en 
cuanto que, como lo dejamos consignado en el Plan estratégi-
co regional (PER), que dirigí en su formulación como Director 
de la RAP del Caribe, el cluster del hidrogeno verde, para, ade-
más de utilizarlo para almacenar energías limpias y servir de 
combustible, producir fertilizantes, amoníaco y metanol verdes, 
entre otros. Este proyecto va en línea con la necesidad que tiene 
el país de acompasar la Transición energética con una estra-
tegia de Transformación productiva diversificando la economía 

mediante el impulso de otros sectores como lo son la industria, 
el turismo y la agricultura.

Y, a propósito de la agricultura, bueno es advertir que, aunque el 
Gobierno se ha encargado de instalar en el imaginario colectivo 
la idea de que la Transición energética y las FNCER se reduce 
a la energía eólica y solar, el espectro de ellas es mucho más 
amplio. Se requiere integrar a la matriz energética otras fuentes, 
tales como la energía geotérmica, el potencial de generación 
de energía hídrica a filo de agua y cómo no, los biocombusti-
bles, considerado por la Agencia Internacional de Energía (AIE), 
como “una pieza clave dentro de la estrategia global para des-
carbonizar la economía”. Pues bien, entre los departamentos de 
La Guajira, el Magdalena y el Cesar se cuenta con 127.350 de 
hectáreas sembradas de palma africana, cuyo fruto es la mate-
ria prima para producir el biodiesel para las mezclas que son 
obligatorias en el país del 10%, susceptible de incrementarlas, 
tal como lo he venido planteando para que de esta manera se 
amplíe la frontera agrícola en Colombia. 

En este contexto, la articulación entre Estado, sector privado y 
comunidades locales resulta fundamental para garantizar que el 
desarrollo energético se traduzca en bienestar social, empleo y 
cierre de brechas históricas. El mayor desafío consiste en trans-
formar la riqueza energética en desarrollo integral, asegurando 
sostenibilidad ambiental, respeto por los territorios y estabili-
dad regulatoria. Si se gestionan adecuadamente sus recursos y 
se fortalecen las capacidades institucionales, el Caribe colom-
biano no solo será un motor energético nacional, sino también 
un referente regional y un nodo estratégico de la transición ha-
cia una matriz más limpia y diversificada.
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Hoy, mientras usted lee este artículo, un competi-
dor que nunca imaginó está entrando a su mer-
cado. No viene del municipio vecino ni de otra 

ciudad del país. Viene de Portugal, de Venezuela, de Chi-
na, de cualquier lugar del mundo donde alguien identificó 
que su cliente, ese que usted siente que conoce tan bien, 
puede ser atendido mejor, más barato o de forma diferente. 
Eso es exactamente lo que hizo Jerónimo Martins cuando 
llegó a Colombia con Ara, transformando silenciosamente 
los hábitos de compra de millones de hogares colombianos. 
Lo mismo hizo Farmatodo, redefiniendo qué significa una 
droguería de conveniencia en nuestras ciudades. Ellos no 
llegaron improvisando: llegaron internacionalizados, con 

tecnología, procesos, talento y estrategia afinados durante 
años en otros mercados. 

¿Y nosotros? Muchos de nuestros empresarios aún siguen 
pensando en el mismo mercado que han tenido siempre. 
Ese es el problema de fondo, y es el que debemos nombrar 
sin rodeos.

El gran malentendido: creer que internacionalización 
es sinónimo de exportar

En el OIER llevamos años diciéndolo y lo seguiremos di-
ciendo hasta que cambie el paradigma: exportar es el re-
sultado de un proceso de internacionalización, no la inter-
nacionalización en sí misma. Sin embargo, gran parte del 
ecosistema institucional, con toda la buena voluntad del 
mundo, ha construido durante décadas una narrativa que 
pone el carruaje delante del caballo. Se diseñan rutas expor-
tadoras, planes exportadores, misiones comerciales, y se 
lleva a empresas a ferias internacionales antes de que esas 
empresas hayan desarrollado las capacidades internas para 
sostenerse solas en un mercado global.

El resultado es conocido: la empresa participa, exporta una 
o dos veces, recibe el aplauso institucional y, cuando el 
acompañamiento termina, no es capaz de continuar. No por-
que la empresa sea mala, sino porque nunca desarrolló lo 
que realmente necesita para competir globalmente. Lo que 
construyó fue una dependencia, no una capacidad.

Colombia tiene hoy aproximadamente las mismas diez mil 
empresas exportadoras relevantes que tenía hace diez años. 
En algunos sectores, incluso menos. Ese es el dato que 
debe incomodarnos profundamente, especialmente a quie-
nes trabajamos para fortalecer las MiPymes.

Internacionalización empresarial: 
más allá de exportar

Daniel Bonilla Calle1, Director Observatorio de Internacionalización – OIER.

1. Daniel Bonilla-Calle, Ph.d. Es Director Académico de la Escuela de Futuros Globales en CEIPA y dirige el Observatorio de Internacionalización Empresarial y 
Regional (OIER), espacio dedicado al desarrollo de capacidades para la internacionalización de las empresas y los territorios. Puede suscribirse a sus boletines y 
consultar su Data Center en: https://ceipa.edu.co/observatorio/
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Internacionalización es una transformación de ca-
pacidades

La internacionalización como un proceso de desarrollo de ca-
pacidades tiene cuatro dimensiones fundamentales: lo tecno-
lógico, lo humano, los procesos y los productos, todo 
articulado por una estrategia que, si apunta verdaderamente a 
mercados globales, debe producir ofertas altamente competiti-
vas tanto en el mercado local como en el internacional.

Esto no es teoría. Una empresa que no ha actualizado su 
tecnología productiva difícilmente podrá competir en cos-
tos o en calidad con competidores que operan en mercados 
más exigentes. Una empresa cuyos líderes nunca han tenido 
exposición internacional, que no hablan otros idiomas, que 
no leen lo que pasa afuera, que no conectan con tendencias 
globales, difícilmente tomará decisiones estratégicas con 
visión de largo plazo. Una empresa con procesos diseñados 
para el mercado local, sin estándares de calidad internacio-
nales, sin trazabilidad, sin capacidad de documentación, 
encontrará una pared al primer intento de entrar a una ca-
dena de valor global. Y una empresa que fabrica productos 
pensados solo para el consumidor colombiano, sin atender 

normas técnicas internacionales, sin investigación de mer-
cados externos, sin adaptación, llegará tarde a cualquier 
conversación de exportación.

La pregunta que debería hacerse todo empresario no es 
¿cómo exporto? sino ¿está mi empresa realmente preparada 
para competir con quien ya exporta al mundo?

Todos los negocios son internacionales. Algunos 
simplemente no lo saben.

Ara no le preguntó a sus competidores colombianos si po-
día entrar. Entró, aprendió rápido y creció. Farmatodo tam-
poco esperó una invitación. Los mercados locales ya no son 
locales: son escenarios donde compiten actores globales 
con músculo financiero, tecnología de vanguardia, eficien-
cia operativa y aprendizajes acumulados en docenas de 
mercados. 

Es lo que debe comprender y aprender el mercado local con 
sus múltiples actores, seguir compitiendo con las mismas 
herramientas de hace quince años, no puede llevarnos a 
otro lugar que la reducción de nuestro mercado local. Cada 
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año que pasa sin desarrollar capacidades de internacionali-
zación es un año que el competidor global lleva de ventaja.

Aquí entra un concepto más o menos conocido: actuar lo-
calmente, pero pensar globalmente, lo GLOCAL. No se trata 
de abandonar el mercado doméstico; se trata de entender 
que la estrategia con la que se compite localmente debe es-
tar calibrada contra los mejores del mundo. La empresa que 
compite bien contra Ara, contra Amazon, contra un provee-
dor chino que llega a sus clientes a través de un market-
place digital, esa empresa ya tiene algo fundamental para 
internacionalizarse: sabe competir.

La lección que menos escuchamos

Hay empresas que nunca se enredaron con planes expor-
tadores estandarizados porque nacieron pensando en el 
mundo. Se les conoce como Born Globals, y en Colombia 
hay más de las que creemos: empresas de tecnología, de 
servicios creativos, de agroindustria especializada, que des-
de su primer día identificaron que su mercado natural no era 
Medellín, Bogotá o Barranquilla, sino el mundo.

Estas empresas nos enseñan algo poderoso: que un plan 
exportador genérico, aplicado como receta de cocina igual 
para todas las empresas, es una trampa. Cada empresa es 
única. Tiene fortalezas distintas, sectores distintos, mode-
los de negocio distintos. La ruta de internacionalización de 
una empresa de software no puede ser la misma que la de 
una empresa manufacturera del sector plástico. El acom-
pañamiento institucional que no reconoce esa unicidad no 
está acompañando; está homogeneizando, y en ese proceso, 
desperdiciando el potencial diferenciador de cada empresa.

El llamado a las instituciones, a gremios como ACOPI, a cá-
maras de comercio, a entidades de fomento, es a construir 
programas de internacionalización que desarrollen capaci-
dades reales y sostenibles, no indicadores de exportacio-
nes esporádicas. El éxito no se mide en cuántas empresas 
exportaron una vez; se mide en cuántas empresas pueden 
exportar de forma sostenida y creciente durante cinco, diez, 
veinte años.

La capacidad de una Mentalidad Global Empresarial 

Si hay un punto de partida en el proceso de internacionaliza-
ción, es este: la mentalidad. En el OIER lo llamamos Global 
Business Mindset, y es quizá la capacidad más subestimada y 
menos desarrollada en el empresario colombiano promedio.

Algunos nacen con ella. Piense en esos comerciantes que 
nunca estudiaron comercio exterior pero que, con un prag-
matismo extraordinario, entendieron tempranamente que el 
mundo era su territorio. Viajaban, se proveían en otros paí-
ses, encontraban productos que aquí no existían, los traían, 
los adaptaban, los comercializaban con una visión que sus 
competidores locales simplemente no tenían. Ese instinto 
existe, y hay que celebrarlo y potenciarlo.

Pero también se puede entrenar. Se entrena leyendo prensa 
internacional, no solo la local. Se entrena conectándose con 
empresarios de otros países, escuchando podcasts en otros 
idiomas, entendiendo qué pasa en los mercados donde sus 
competidores o sus clientes potenciales viven. Se entrena 
eliminando barreras mentales que hacen que el mundo pa-
rezca más lejano y más complicado de lo que es. Se entre-
na, en últimas, tomando la decisión de que el tamaño de su 
empresa no define el tamaño de su visión.

Colombia no puede seguir siendo un país donde algo me-
nos de diez mil empresas sostienen la canasta exportadora 
mientras miles de MiPymes con enorme potencial perma-
necen mirando el partido desde la tribuna. El crecimiento 
exportador que necesitamos no vendrá de más ferias o más 
misiones comerciales: vendrá de empresas con tecnología 
renovada, con talento humano con visión global, con proce-
sos eficientes y certificados, y con productos que respondan 
a lo que el mundo necesita.

El momento de actuar es ahora. Haga el diagnóstico hones-
to de su empresa en estas cuatro dimensiones. Identifique la 
brecha entre donde está y donde necesita estar para compe-
tir globalmente. Busque aliados que entiendan que su pro-
ceso de internacionalización es único. Y sobre todo, empie-
ce a pensar en grande, mucho más grande que el mercado 
que ha tenido siempre.
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Durante años nos enseñaron que emprender era re-
sistir. Resistir el cansancio, la presión, las crisis 
y, muchas veces, incluso nuestras propias emo-

ciones. Sin embargo, con el tiempo he entendido que existe 
una conversación mucho más profunda que casi nadie nos 
enseñó a tener: cómo crecer sin perdernos en el camino.

Hace poco, en una conversación de mi podcast Influencia 
sin Protagonismo, alguien me dijo una frase que se quedó 
conmigo durante varios días: “Milena, siento que mi empre-
sa está creciendo, pero yo me estoy perdiendo”.

Esa frase me hizo pensar en la realidad silenciosa de mu-
chos emprendedores y empresarios. Personas que comen-
zaron soñando con transformar vidas, generar oportuni-
dades o construir proyectos con propósito, pero que poco 
a poco terminaron atrapadas únicamente en la presión de 
producir.

Porque casi todos los emprendimientos nacen desde un 
lugar profundamente humano. Nacen de una necesidad, de 

Emprender sin perder el propósito: 
La conversación que los empresarios necesitan tener

una pasión, de una experiencia difícil o de un deseo genuino 
de impactar positivamente a otros. Nadie inicia un proyec-
to pensando solamente en indicadores financieros o metas 
comerciales. Al principio existe algo mucho más poderoso: 
el sentido.

No obstante, en algún momento del camino las prioridades 
comienzan a cambiar. Las metas aumentan, las responsabi-
lidades crecen y la velocidad empieza a imponerse sobre la 
calma. Sin darnos cuenta, aquello que nació desde el pro-
pósito comienza a convertirse únicamente en supervivencia.

Lo digo porque también lo he vivido.

He vivido momentos donde el crecimiento exigía más re-
sultados, más productividad y más velocidad. Momentos 
donde externamente todo parecía avanzar, pero internamente 
aparecía una pregunta incómoda: ¿todavía estoy conectada 
con el propósito con el que empecé?

Esa pregunta puede parecer sencilla, pero en realidad es 
profundamente poderosa. Muchas veces el éxito externo 
logra esconder el desgaste interno. Vivimos en una cultu-
ra que romantiza el hacer. Nos enseñan que descansar es 
perder tiempo, que detenerse es retroceder y que el valor de 
una persona depende de cuánto produce.

En medio de esa lógica, muchos emprendedores comienzan 
a medir su vida únicamente por resultados. Sin embargo, 
pocas veces hablamos de lo que ocurre emocionalmente 
cuando una empresa empieza a consumir completamente a 
quien la construyó.

Existen empresarios que alcanzan estabilidad económica, 
pero pierden tranquilidad. Otros logran reconocimiento, 
pero sacrifican su salud o el tiempo con sus familias. Algu-
nos incluso consiguen aquello que soñaron y aun así termi-
nan sintiéndose vacíos.

Tal vez porque el problema nunca fue crecer. El 
problema es crecer desconectados de nosotros 
mismos.

Por eso considero que hoy la conversación empresarial no 
puede limitarse únicamente a la productividad. La verdade-

Milena Díaz Tayo, Directora General ALITIC
IG:Milenadiaz42
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ra conversación consiste en cómo articular la productividad 
con el propósito.

La productividad es importante. Las ideas necesitan acción, 
los sueños necesitan estructura y las empresas necesitan 
resultados para sostenerse y generar impacto. Como plan-
tea Simon Sinek (2018), las organizaciones más inspirado-
ras son aquellas capaces de conectar sus acciones con un 
propósito claro y significativo.

Pero también es cierto que la productividad sin propósito 
puede convertirse en agotamiento.

Ahí aparece uno de los mayores desafíos del emprendi-
miento moderno: encontrar equilibrio entre el resultado y la 
esencia. Durante mucho tiempo se nos hizo creer que de-
bíamos escoger entre ser humanos o ser productivos, entre 
bienestar o crecimiento. Hoy estoy convencida de que las 
empresas más sostenibles serán precisamente aquellas que 
entiendan que ambas cosas pueden coexistir.

Una organización puede crecer y seguir siendo humana. 
Puede ser rentable y al mismo tiempo conservar sensibi-

lidad. Puede exigir resultados sin perder empatía. Porque 
al final las empresas no están hechas solamente de estra-
tegias, presupuestos o indicadores; están hechas de seres 
humanos.

Y quizás ahí se encuentra una de las reflexiones más impor-
tantes que necesitamos recuperar en el mundo empresarial: 
detrás de cada meta existen personas que sienten, sueñan, 
se cansan y necesitan propósito para mantenerse conecta-
das con lo que hacen.

Con el tiempo entendí algo que transformó mi ma-
nera de ver el liderazgo y el emprendimiento: las 
marcas también pueden perder el alma.

Sucede cuando las métricas comienzan a importar más que 
las personas, cuando el cliente se convierte únicamente en 
una cifra y cuando la velocidad reemplaza la empatía. Aun-
que muchas veces esos modelos generan crecimiento rápi-
do, también producen culturas vacías y relaciones frágiles.

Por eso creo profundamente que las empresas del futuro no 
serán solamente las más grandes; serán las más humanas. 
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Aquellas que logren generar resultados sin deshumanizarse, 
que entiendan que el bienestar no es un lujo empresarial, 
sino una necesidad sostenible.

Covey afirmaba que el liderazgo efectivo nace de la coheren-
cia entre valores, propósito y acciones. Esa coherencia es 
precisamente la que hoy necesitan recuperar muchos em-
prendedores. Porque las personas pueden olvidar una estra-
tegia, pero nunca olvidan cómo una empresa las hizo sentir.

En el fondo, los seres humanos no buscamos únicamente 
trabajar; buscamos sentir que lo que hacemos tiene sentido. 
Y eso aplica tanto para un colaborador como para quien li-
dera una organización.

Muchas veces creemos que el propósito debe ser algo extraor-
dinario, cuando en realidad también aparece en cosas simples: 
generar oportunidades, transformar comunidades, inspirar des-
de el ejemplo o construir ambientes más humanos.

Cuando el propósito existe, el trabajo deja de sentirse úni-
camente como una obligación. Las personas trabajan con 
mayor sentido, las decisiones adquieren coherencia y el 
compromiso se vuelve más genuino.

El propósito no reemplaza la productividad; la di-
recciona.

La productividad produce movimiento, pero el propósito 
produce significado.

Y cuando ambas cosas logran encontrarse, las empresas 
dejan de crecer solamente en números y comienzan a crecer 
también en impacto.

Tal vez por eso necesitamos redefinir lo que entendemos 
por éxito. Durante años nos hicieron creer que el éxito era 
producir más, llegar rápido y alcanzar reconocimiento. Pero 
pocas veces nos preguntamos qué ocurre con la vida que 
vamos construyendo mientras intentamos llegar allí.

¿De qué sirve crecer si perdemos nuestra tranquilidad? ¿De 
qué sirve facturar más si dejamos de disfrutar la vida que 
estamos construyendo? ¿De qué sirve alcanzar metas si en 

el camino nos desconectamos completamente de nosotros 
mismos?

Hoy creo que el verdadero éxito no debería medirse única-
mente por resultados económicos. El verdadero éxito debe-
ría entenderse como un ecosistema donde el ser humano, 
la productividad y el propósito logren coexistir de manera 
saludable.

Un ecosistema donde crecer no implique destruirnos emo-
cionalmente. Donde el bienestar no sea enemigo de la exce-
lencia. Donde las empresas generen utilidad, pero también 
impacto. Donde los líderes comprendan que las personas 
no son máquinas de rendimiento.

Porque cuando una empresa pierde humanidad, tarde o 
temprano también pierde conexión.

Y quizás ahí está la gran conversación que los empresarios 
necesitamos tener en esta época. No se trata de renunciar a 
la ambición ni de dejar de crecer. Se trata de entender que el 
éxito sostenible necesita equilibrio.

Necesita productividad, sí. Pero también necesita sentido. 
Necesita resultados, pero también bienestar. Necesita visión 
empresarial, pero también sensibilidad humana.

Tal vez el futuro del emprendimiento no dependa única-
mente de quién produce más rápido, sino de quién logra 
construir organizaciones capaces de crecer sin perder su 
esencia. Porque al final, emprender nunca debió significar 
perder el alma para demostrar éxito.

Y quizá el verdadero legado de una empresa no está sola-
mente en cuánto logró crecer, sino en la manera en que im-
pactó la vida de las personas mientras crecía.
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Una región estratégica que Colombia aún no termi-
na de comprender

Colombia ha sido históricamente presentada como un país 
de vocación marítima. Sin embargo, la realidad económi-
ca muestra una paradoja difícil de ignorar: aunque el país 
posee una posición privilegiada sobre el mar Caribe y una 
conexión natural con América Central y las Antillas, la inte-
gración efectiva con el Gran Caribe sigue siendo limitada, 
fragmentada y, en muchos sentidos, subutilizada. Más que 
una realidad consolidada, la integración caribeña colombia-
na continúa siendo una estrategia económica pendiente.

El concepto de Gran Caribe trasciende la idea tradicional del 
Caribe insular. Incluye a los países centroamericanos, las na-
ciones antillanas y las costas continentales bañadas por el 
mar Caribe, conformando un espacio geoeconómico de enor-
me relevancia para el comercio internacional. Según la Co-
misión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL, 
2022), esta región concentra rutas marítimas estratégicas, 
economías abiertas al comercio exterior y un alto potencial de 
articulación logística y productiva. Aun así, la región perma-
nece escasamente integrada en términos económicos.

Integración del Gran Caribe colombiano: 
una estrategia económica aún pendiente

En el caso colombiano, esta situación resulta particular-
mente significativa porque la región Caribe posee ventajas 
comparativas evidentes. Departamentos como Atlántico, Bo-
lívar y Magdalena concentran algunos de los puertos más 
importantes del país y funcionan como principales puntos 
de conexión con los mercados internacionales. Cartagena, 
por ejemplo, se ha consolidado como uno de los puertos 
con mayor movimiento de contenedores en América Latina, 
mientras Barranquilla continúa fortaleciendo su perfil indus-
trial y logístico.

No obstante, estas fortalezas no han sido suficientes para 
convertir al Caribe colombiano en un verdadero eje articula-
dor del comercio regional.

El Caribe colombiano: entre el potencial y la desco-
nexión regional

Durante décadas, el desarrollo económico del Caribe co-
lombiano ha estado condicionado por profundas desigual-
dades estructurales, baja diversificación productiva y una 
relación históricamente periférica frente al centro político y 
económico del país. Aunque ciudades como Barranquilla y 
Cartagena han mostrado importantes avances industriales y 
logísticos, gran parte de la región continúa dependiendo de 
actividades extractivas, comercio básico y servicios de baja 
sofisticación. 

En consecuencia, el Caribe colombiano opera principal-
mente como plataforma de exportación hacia mercados ex-
trarregionales —especialmente Estados Unidos, Europa y 
Asia— y no como un nodo de integración económica intra-
caribeña. Dicho de otra manera, Colombia mira más hacia el 
Atlántico global que hacia sus vecinos naturales del Caribe.

Esta desconexión resulta particularmente contradictoria si 
se considera que muchos países del Caribe insular depen-
den fuertemente de las importaciones para abastecer sus 
mercados internos. Según estudios de la CEPAL (2022), las 
pequeñas economías caribeñas presentan altos niveles de 
dependencia alimentaria, energética e industrial, lo que en 
teoría debería representar una oportunidad estratégica para 
las exportaciones colombianas.

Sin embargo, esa complementariedad potencial no se ha 
traducido en una integración económica sólida.

Oriana Alvarez Vos, Directora Ejecutiva de Fundesarrollo
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Una región fragmentada y con altos costos logísticos

Uno de los principales obstáculos para la integración del 
Gran Caribe es la fragmentación regional. Aunque existe 
proximidad geográfica, las conexiones económicas entre 
los países siguen siendo débiles. El Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID, 2020) ha advertido que América Latina y 
el Caribe poseen uno de los niveles más bajos de comercio 
intrarregional en comparación con otras regiones del mun-
do, como la Unión Europea o el Sudeste Asiático.

Las razones son múltiples. Entre ellas sobresalen la insu-
ficiencia de infraestructura logística, los altos costos de 
transporte marítimo, la baja coordinación institucional y la 
escasa armonización normativa entre países vecinos.

En el Caribe, estas dificultades se intensifican debido a 
la naturaleza insular de muchas economías. La Conferen-
cia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 
(UNCTAD, 2021) sostiene que las pequeñas economías ca-
ribeñas enfrentan vulnerabilidades estructurales derivadas 
de su dependencia del transporte marítimo y de su limitada 
escala productiva. Como resultado, los costos logísticos 

regionales suelen ser considerablemente más altos que en 
otras regiones integradas.

Paradójicamente, transportar mercancías entre países cer-
canos del Caribe puede resultar más costoso y lento que 
enviarlas hacia Estados Unidos o Europa. En muchos casos, 
las rutas marítimas obligan a triangulaciones innecesarias 
que reducen la competitividad regional y dificultan la con-
solidación de cadenas productivas compartidas.

La CEPAL (2021) estima que los costos logísticos en Amé-
rica Latina representan entre el 15 % y el 25 % del valor 
final de los bienes comercializados, porcentaje significati-
vamente superior al observado en economías industrializa-
das. Esto afecta especialmente a las economías pequeñas y 
medianas del Caribe, donde los volúmenes comerciales no 
siempre justifican rutas directas y frecuentes.

Colombia y la ausencia de una estrategia regional 
sostenida

Aunque Colombia ha firmado múltiples acuerdos comerciales 
con países de América Latina y el Caribe, la integración efectiva 
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continúa siendo limitada. La existencia de tratados no garanti-
za por sí misma mayores niveles de comercio, especialmente 
cuando persisten obstáculos estructurales relacionados con 
infraestructura, conectividad y diversificación productiva.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (2024) re-
conoce que la inserción comercial colombiana en el Cari-
be aún presenta importantes desafíos, particularmente en 
términos de facilitación del comercio y fortalecimiento de 
exportaciones con mayor valor agregado.

A ello se suma un problema de enfoque estratégico. His-
tóricamente, la política exterior y económica colombiana 
ha priorizado su relación con Estados Unidos, la Alianza 
del Pacífico y los mercados globales, mientras el Caribe 
ha ocupado un lugar secundario en la agenda nacional. En 
consecuencia, no existe una política integral de integración 
del Gran Caribe que articule infraestructura, diplomacia 
económica, logística y desarrollo regional.

Esta ausencia de visión estratégica ha impedido aprovechar 
plenamente las ventajas geográficas del Caribe colombiano.

El potencial de una integración regional más pro-
funda

A pesar de las limitaciones, el potencial de integración sigue 
siendo considerable. El CAF – Banco de Desarrollo de Améri-
ca Latina y el Caribe (2022) ha señalado que la región posee 
oportunidades importantes para desarrollar cadenas regiona-
les de valor en sectores como agroindustria, turismo, ener-
gías renovables, transporte marítimo y servicios logísticos.

La región Caribe colombiana podría desempeñar un papel 
central en este proceso debido a su infraestructura portua-
ria, su capacidad industrial relativa y su ubicación estratégi-
ca entre Suramérica, Centroamérica y el Caribe insular.

Barranquilla, por ejemplo, cuenta con condiciones favora-
bles para consolidarse como centro logístico e industrial 

regional, mientras Cartagena posee capacidades portuarias 
competitivas a escala internacional. Santa Marta, por su 
parte, mantiene ventajas importantes en exportación agroin-
dustrial y conectividad marítima.

No obstante, para que estas ventajas se traduzcan en integra-
ción real se requiere una estrategia de largo plazo orientada a 
fortalecer la conectividad regional, modernizar la infraestruc-
tura logística y promover la diversificación productiva.

La experiencia internacional demuestra que las regiones 
exitosamente integradas no dependen únicamente de la 
cercanía geográfica. La integración requiere voluntad polí-
tica, coordinación institucional y políticas sostenidas en el 
tiempo. El Sudeste Asiático constituye un ejemplo claro de 
cómo la cooperación regional puede transformar economías 
fragmentadas en sistemas productivos articulados.
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Una reconfiguración que no podemos ignorar

El sistema internacional vive una transformación profun-
da que combina la crisis del orden liberal, el ascenso del 
Sur Global y la emergencia de la transición energética y la 
revolución digital como nuevos ejes de competencia geo-
económica (Ikenberry, 2018; Blackwill & Harris, 2016). En 
este contexto, la política exterior económica de Colombia 
para el próximo cuatrienio no puede pensarse y ejecutarse 
al margen de estas dinámicas, particularmente cuando se 
trata de un departamento como el Atlántico, cuya geografía, 
infraestructura y vocación exportadora lo posicionan en el 
epicentro de lo que viene.

La rivalidad entre China y Estados Unidos por el control 
de las tecnologías impulsadas por nuevos vectores ener-

Política exterior económica y prospectiva 
energética: retos del próximo cuatrienio 
para el Atlántico y el Caribe colombiano

géticos, los minerales críticos y las cadenas de suministro 
redefine las reglas del juego. América Latina —y el Caribe 
colombiano en particular— no es un espectador pasivo de 
este proceso: es un territorio con reservas estratégicas, po-
tencial renovable y una posición geográfica que puede con-
vertirse en ventaja competitiva si existe la voluntad política 
y empresarial para aprovecharlo (Goldthau, 2022).

El Atlántico en la nueva geografía energética global

El departamento del Atlántico no es solo un nodo logístico: 
es una plataforma energética en potencia. Con más de 300 
días de sol al año, vientos de entre 6 y 9 m/s en sus zonas 
costeras e industriales, y una infraestructura portuaria que 
moviliza un volumen creciente del comercio exterior colom-
biano, el Atlántico reúne las condiciones para protagonizar 
la transición energética del país.

La geopolítica, entendida como el análisis de cómo la geo-
grafía —posición territorial, recursos naturales, rutas de 
comercio y condiciones climáticas— influye en el poder 
y las estrategias de los Estados (Mackinder, 1919), cobra 
aquí una dimensión muy concreta: el Caribe colombiano no 
solo tiene potencial solar y eólico; tiene puertos que pue-
den transformarse en hubs energéticos, tiene industria con 
demanda energética intensiva y tiene una clase empresarial 
—particularmente las MiPymes— que puede liderar la des-
carbonización de su cadena productiva si recibe las señales 
correctas de política pública.

La Zona Franca de Barranquilla, el Puerto de Santa Marta 
y el Complejo Industrial de Mamonal en Cartagena forman 
un corredor con potencial para albergar proyectos de hi-
drógeno verde, generación solar distribuida y clústeres de 
electromovilidad que podrían posicionar a la región como 
exportadora neta de energía limpia hacia el mercado nor-
teamericano y europeo. Esto no es prospectiva voluntarista: 

Gabriel Orozco Restrepo1

1. Doctor en Economía y Relaciones Internacionales. Secretario Técnico, Comisión Regional de Competitividad e Innovación del Atlántico. Profesor Universidad 
Simón Bolívar. Integrante del Centro Colombiano de Políticas Públicas y Gobierno CPP.



46

REVISTA MI PYME + PRODUCTIVA

es la lógica de una geoeconomía que define el control de 
la energía, los datos y los materiales estratégicos como el 
nuevo terreno de disputa entre potencias (Blackwill & Ha-
rris, 2016).

Política exterior económica: del extractivismo al 
valor agregado

La historia económica de América Latina está marcada por 
lo que Prebisch (1984) denominó la condición de periferia 
exportadora: territorios que proveen materias primas al mer-
cado global sin capturar el valor de su transformación. El 
próximo cuatrienio representa una ventana crítica para rom-
per con esta lógica en el Atlántico.

La política exterior económica debe operar simultáneamente 
en tres frentes. Primero, la diplomacia energética: Colom-
bia debe posicionarse en los foros internacionales no solo 
como proveedor de minerales estratégicos, sino como des-
tino de inversión en manufactura de tecnología limpia. Las 
negociaciones con la Unión Europea en el marco del Acuer-
do de Asociación, con Estados Unidos en el contexto del 
Partnership for Global Infrastructure and Investment (PGII), 

y con los mecanismos de cooperación Sur-Sur ofrecen 
oportunidades reales para capturar recursos de financiación 
verde que dinamicen proyectos regionales.

Segundo, la política industrial tecnológica: el desarrollo de 
una agenda de hidrógeno verde y energías renovables para 
el Caribe colombiano requiere articular al sector empresa-
rial —especialmente a las MiPymes que forman parte de 
las cadenas de valor industriales— en los procesos de tran-
sición. Empresas de manufactura, logística, construcción y 
servicios pueden incorporar energías renovables como es-
trategia de reducción de costos y de mejora de competitivi-
dad, accediendo a esquemas de financiación verde que ya 
operan a través de IFC, CAF y BID Invest.

Tercero, la gobernanza territorial de la energía: la Comisión 
Regional de Competitividad e Innovación del Atlántico ha 
identificado la transición energética como uno de los ejes 
de la Agenda de Competitividad Departamental 2024-2032. 
Esta hoja de ruta contempla la articulación entre universida-
des, empresas, gremios y gobierno para construir ecosiste-
mas productivos alrededor de la economía verde (Comisión 
Regional de Competitividad del Atlántico, 2024).
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Las MiPymes como actores del cambio

Las micro, pequeñas y medianas empresas no son obser-
vadoras del cambio tecnológico: pueden ser sus protago-
nistas. En el Atlántico, donde las MiPymes representan más 
del 90% del tejido empresarial y generan cerca del 70% del 
empleo formal, la transición energética no es solo una opor-
tunidad ambiental, sino una estrategia de competitividad 
con efectos directos sobre la productividad y la inserción en 
cadenas de valor globales.

La reducción de la factura energética mediante instalación 
de sistemas solares fotovoltaicos, la incorporación a cade-
nas de valor de energías renovables como proveedores de 
servicios técnicos especializados, y el acceso a mercados 
de exportación con menor huella de carbono son tres rutas 
concretas que las MiPymes del Atlántico pueden recorrer en 
el próximo cuatrienio. A esto se suma la figura emergente 
de las comunidades energéticas y los prosumidores, meca-
nismos que permiten a pequeñas empresas producir, con-
sumir y comercializar energía limpia con base en esquemas 
cooperativos.

Para ello, la política exterior económica debe crear las con-
diciones institucionales: esquemas de garantías para ac-
ceso a crédito verde adaptado a la escala de las MiPymes, 
programas de formación de talento técnico en instalación y 
mantenimiento de sistemas renovables, marcos regulatorios 
ágiles para las energías distribuidas y acuerdos internacio-
nales que reconozcan las condiciones diferenciales del Ca-
ribe colombiano dentro de la agenda climática global.

El reto del próximo cuatrienio

Colombia tiene ante sí una oportunidad histórica que no 
puede desperdiciarse. La transición energética global está 
creando una ventana de tiempo limitada para que los te-
rritorios con potencial renovable —como el Atlántico y el 
Caribe colombiano— establezcan su posición en la nueva 

geografía del poder energético. Pero, como señalan Keoha-
ne y Nye (1977) en su marco de interdependencia compleja, 
la posición geográfica y los recursos naturales son condi-
ción necesaria mas no suficiente: se requieren instituciones 
robustas, estrategias coordinadas y liderazgos que articulen 
los intereses del Estado, la academia y el sector privado.

El próximo cuatrienio debe sentar las bases de esa trans-
formación: convertir el potencial solar y eólico del Caribe 
en proyectos concretos de generación; articular a las Mi-
Pymes en cadenas de valor verde; negociar con inteligencia 
la posición de Colombia en los mercados internacionales 
de energía limpia; y construir una gobernanza energética te-
rritorial que ponga al Atlántico en el mapa de la transición 
global. La tríada energía-tecnología-territorio, que organiza 
hoy la competencia entre potencias, puede ser también el 
eje articulador de una estrategia de desarrollo regional que 
supere definitivamente la lógica centro-periferia.
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Davivienda Empresas: el día en que un negocio deja  
de “resolver” empieza a crecer

Hay una escena que se repite en miles de negocios colombia-
nos. Alguien abre la reja, prende las luces, revisa el celular y 
arranca el día resolviendo: un pago que no entró, un proveedor 
esperando, un cliente que quiere pagar con QR, una venta onli-
ne que todavía no se refleja, una caja que hay que cuadrar antes 
del mediodía. Y así, entre una cosa y otra, el negocio se mueve.

Y es curioso, porque muchas veces el crecimiento no empieza 
cuando llega “el gran momento”, sino cuando el día a día deja 
de sentirse tan pesado. 

Porque crecer se parece más a poder vender sin tanto enredo, 
a que la plata llegue más rápido, a tener menos vueltas y más 
tiempo para dedicarle al negocio. Y ahí es donde realmente im-
porta tener un aliado que entienda cómo funciona el día a día de 
una pyme, un comercio o una empresa en Colombia.

Hoy, una red en constante crecimiento de pymes, grandes em-
presas y comercios camina de la mano con Davivienda. Impul-
samos negocios de todos los tamaños que buscan soluciones 
diseñadas para la vida real, donde los retos no son teóricos, 
sino cotidianos

Lo difícil no siempre es vender

En La Casita Roja llevamos tiempo viendo algo y es que mu-
chas veces el problema no es vender, es todo lo que pasa al-
rededor de eso: cobrar, conciliar, esperar, organizar y resolver, 
porque cuando un comercio tiene cinco cosas distintas para re-
cibir pagos, otra plataforma para revisar movimientos, una más 
para administrar la operación y además tiene que esperar días 
para ver reflejada su plata, lo último que siente es tranquilidad.

Entonces empezamos a hacernos preguntas más simples: ¿Y 
si todo pudiera estar conectado? ¿Y si recibir pagos fuera más 
fácil? ¿Y si la plata llegara cuando el negocio la necesita y no 
días después?

De ahí nace una solución para los Comercios de Davivienda, 
un nuevo combo que reúne medios de pago, herramientas de 
administración y gestión en un solo lugar. Una forma de ha-
cer que el día a día sea menos fragmentado y más simple para 
quienes tienen que encargarse de todo al mismo tiempo, por-
que en muchos negocios colombianos la misma persona ven-
de, responde mensajes, revisa pagos, habla con proveedores y 
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además intenta acordarse de dónde dejó la factura que necesita 
para el cierre del día. Y en medio de todo eso, cualquier minuto 
que se ahorre vale.

Por eso también la interoperabilidad del QR en datáfonos se 
volvió tan importante. Ahora con La Casita Roja los comer-
cios pueden recibir pagos desde diferentes billeteras digitales 
en un mismo dispositivo, sin llenar el mostrador de aparatos 
ni convertir el momento de pago en una explicación técnica y 
es que al final, cuando alguien quiere comprar, lo importante 
es que todo fluya.

La plata también necesita moverse

Y hablando de fluir, una de las cosas que más les quita el sueño 
a muchos negocios es el tiempo que se demora la plata en apa-
recer. Vender hoy y ver el dinero días después puede cambiar 
completamente la operación de una empresa, sobre todo en ne-
gocios donde el flujo de caja se mueve rápido y cada decisión 
depende de la liquidez disponible.

Por eso Davivienda lanzó PSE en minutos: una solución que 
permite que empresas y comercios reciban el dinero de sus 
ventas digitales casi al instante. Algo que parece pequeño hasta 
que uno entiende todo lo que cambia detrás, como pagar pro-
veedores el mismo día, mover inventario más rápido, cubrir 
obligaciones sin esperar al siguiente ciclo o simplemente tener 
un flujo de caja menos apretado.

Y quizás una de las cosas más interesantes es que las empre-
sas también pueden elegir cómo quieren recibir esos recursos: 
en minutos, consolidados al final del día o bajo los ciclos tradi-
cionales. Porque no todos los negocios funcionan igual y la fle-
xibilidad también termina siendo una herramienta de eficiencia.

Para un negocio, la liquidez no es un concepto financiero ele-
gante, es poder seguir funcionando, es poder aprovechar una 
oportunidad cuando aparece, es responderle a un cliente a 
tiempo, es no frenar una operación porque la plata todavía apa-
rece “en tránsito”. Quizás ahí está una de las conversaciones 
más importantes hoy para las empresas colombianas, cómo 
usar la tecnología no para complicar más las cosas, sino para 
quitar fricciones que llevan años normalizadas.

Y es que durante mucho tiempo se asumió que hacer filas, 
esperar aprobaciones eternas o tener procesos difíciles era 
simplemente “parte del negocio”, pero cada vez más empre-
sas están entendiendo que operar mejor también hace parte 
de crecer.

Crecer también es tener con quién hacerlo

Eso también pasa con miles de mujeres que hoy lideran ne-
gocios en el país. Mujeres que muchas veces arrancaron ven-
diendo por WhatsApp, desde una sala, o un pequeño local y 
que hoy manejan equipos, inventarios, clientes y decisiones 
financieras todos los días. 

Por eso iniciativas como Pyme Mujer Davivienda buscan 
acompañarlas no solo con acceso a soluciones financieras, 
sino también con formación, mentorías y espacios donde pue-
dan fortalecer habilidades para hacer crecer sus negocios con 
más herramientas y más confianza, pues muchas veces tener 
acceso a conocimiento, redes y acompañamiento cambia tanto 
como tener acceso a financiación.

A través de programas de formación y fortalecimiento empre-
sarial, muchas mujeres han encontrado herramientas para or-
ganizar mejor sus negocios, tomar decisiones financieras más 
informadas y construir empresas más sostenibles en el tiempo.

Y quizás eso resume bastante bien la manera en la que Da-
vivienda entiende el acompañamiento empresarial, no sola-
mente desde los productos, sino desde lo que esos productos 
permiten que pase: que un comercio venda más tranquilo, 
que una pyme tenga más control, que una empresa pueda 
moverse más rápido, que alguien sienta que su negocio por 
fin le deja más tiempo para crecer y menos tiempo para resol-
ver enredos. Porque detrás de cada pyme hay mucho más que 
cifras, hay personas tomando decisiones todos los días para 
sacar algo adelante. 

Tal vez acompañar un negocio nunca ha sido solamente abrir 
una cuenta o entregar un datáfono. Tal vez se trata de algo 
mucho más simple: hacer que las cosas funcionen mejor en 
la vida real.
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Reforma fiscal estructural: hacia un sistema 
tributario competitivo

Introducción

Colombia ha experimentado una alta frecuencia de reformas 
tributarias en las últimas dos décadas. Dentro de este lapso 
se incluye una reforma en el 2018 que fue declarada inexe-
quible por la Corte Constitucional, cuyo reemplazo se apro-
bó en 2019, lo que permite identificar aproximadamente diez 
reformas en ese período. Adicionalmente, en 2024 y 2025 se 
presentaron proyectos de ley de financiamiento que no fueron 
aprobados por el Congreso. 

La recurrente modificación normativa ha implicado: i) ajustes 
en las tarifas del impuesto sobre las ventas (IVA), el gravamen 
a los movimientos financieros (GMF) y el impuesto sobre 
la renta tanto corporativo como de personas naturales; ii) la 
creación de nuevos gravámenes como el impuesto nacional 
al consumo (INC), el impuesto al carbono y el impuesto a los 
plásticos de un solo uso; y iii) la creación y posterior elimi-
nación de tributos, como el impuesto sobre la renta para la 
equidad (CREE) y el impuesto a la riqueza. 

Asimismo, ha sido recurrente la promesa de reducir la tarifa 
del impuesto sobre la renta para personas jurídicas. Esta re-
ducción se materializó de forma transitoria entre 2017 y 2021, 
pero, a partir de 2022 se retomó la tasa nominal del 35%. En 
el caso del GMF, su desmonte gradual ha sido anunciado en 
múltiples ocasiones sin que a la fecha se haya concretado su 
eliminación o una reducción de su tarifa. 

El País cuenta con un sistema tributario altamente complejo 
(Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos [OCDE], 2024; Hoppe et al., 2023), caracterizado por 
elevados costos de cumplimiento y una proliferación de tra-
tamientos especiales que generan gastos tributarios superio-
res al 8% del PIB (Peláez, 2023). A pesar de ello, Colombia 
presenta una capacidad recaudatoria limitada en comparación 
con el promedio de la OCDE (OCDE, 2025).

Todo lo anterior sugiere que Colombia necesita una reforma 
tributaria, pero no otra reforma coyuntural, sino una reforma 
estructural. Esta debe ir más allá de aumentar las tarifas o de 
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En conjunto, estos elementos reflejan un sistema tributario 
que combina baja eficiencia recaudatoria, alta dependencia 
de beneficios fiscales y elevados niveles de complejidad, lo 
que limita su capacidad para cumplir de manera efectiva sus 
objetivos de financiamiento, equidad y eficiencia económica. 

Figura 1: Gasto tributario por impuestos nacionales 2019-
2023

Fuente: Observatorio Fiscal (2025b)

Rediseño del sistema tributario: bases para una re-
forma estructural

La Ley 1819 de 2016 “Por medio de la cual se adopta una 
reforma tributaria estructural, se fortalecen los mecanismos 
para la lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y se dictan 
otras disposiciones” parecía la respuesta a esa imperante ne-
cesidad de tener en Colombia una reforma tributaria de largo 
plazo, consistente con la necesidad de reformar el sistema tri-
butario. Sin embargo, solo dos años después, una nueva re-
forma tributaria confirmaría lo que muchos analistas ya seña-
laban, la Ley 1819 no cumplió su promesa de ser una reforma 
estructural, fue solo otra reforma con fines de corto plazo.

Las reformas estructurales no se centran en aumentar o dis-
minuir tarifas o en crear nuevos impuestos, sino que buscan 
eliminar distorsiones, mejorar la progresividad, y la equi-

crear nuevos impuestos y centrarse en el diseño de un sis-
tema tributario más eficiente, equitativo y simple, capaz de 
equilibrar las necesidades de recaudo con la función redis-
tributiva de los tributos y que reduzca las distorsiones econó-
micas en lugar de fomentarlas.

Diagnóstico

El sistema tributario colombiano presenta al menos tres pro-
blemas estructurales: baja eficiencia recaudatoria, exceso de 
gasto tributario y alta complejidad.

En Colombia el recaudo tributario del Gobierno Nacional Cen-
tral (GNC) entre 2018 y 2024 se mantuvo por debajo del 15% 
del PIB, salvo el comportamiento atípico de 2023, cuando 
alcanzó el 16,6% (Observatorio Fiscal, 2025a). Esto sugiere 
que, pese a la aprobación recurrente de reformas tributarias, 
el nivel de recaudo se ha mantenido estructuralmente bajo.

El bajo recaudo está asociado, entre otros factores, a elevados 
niveles de elusión y evasión. Según estimaciones de la DIAN 
(2022), la evasión en el impuesto sobre la renta de personas 
naturales acumuló aproximadamente 254 billones de pesos 
entre 2015 y 2021, lo que equivale a entre el 3,3% y el 4,1% 
del PIB anualmente. Por su parte, la CEPAL (2020) estima 
que la evasión del IVA y el impuesto sobre la renta de perso-
nas jurídicas alcanza niveles equivalentes al 1,7% y el 2% del 
PIB respectivamente. 

Un elemento adicional es el elevado nivel de beneficios tribu-
tarios, los cuales afectan los ingresos del Estado y, por consi-
guiente, su capacidad para financiar bienes públicos como la 
salud, la educación o la infraestructura. En la Gráfica 1 se ob-
serva que los beneficios tributarios han mostrado una tenden-
cia creciente desde 2019 y que, en 2023 alcanzaron un nivel 
histórico de 136,1 billones de pesos. Mientras el promedio 
mundial de gasto tributario asociado a los beneficios fiscales 
se situó en el 4,1% del PIB entre 1990 y 2021 (Redonda et 
al., 2024), en Colombia este indicador prácticamente duplica 
dicha cifra. 

Adicionalmente, la proliferación de beneficios tributarios di-
ficulta la fiscalización, puede generar inequidades y contri-
buye a la complejidad del sistema tributario. En este último 
aspecto, Colombia presenta niveles elevados de complejidad, 
ubicándose en la posición 62 entre 71 países analizados en el 
Índice de Complejidad Tributaria (Hoppe et al., s.f.). 
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dad, promover la eficiencia económica, la formalización y la 
competitividad empresarial (Vargas-Restrepo et al, 2022) así 
como garantizar mecanismos que faciliten el cumplimiento 
tributario.

Colombia, necesita una reforma tributaria que contemple 
como mínimo seis elementos: ampliación de las bases grava-
bles, eliminación de beneficios tributarios ineficientes, sim-
plificación normativa, fortalecimiento de la DIAN, articulación 
con el gasto público y cambios en la tributación territorial. 

Ampliación de las bases gravables. Las reformas tribu-
tarias exitosas amplían las bases gravables en lugar de ajustar 
de manera reiterada las tasas nominales, especialmente, en 
países donde las tarifas ya son altas (Baer et al., 2025a). Esto 
porque no solo se aporta al recaudo sino, porque los efectos 
macroeconómicos son menores. Dabla-Norris y Lima (2018) 
examinaron alrededor de 2.500 normas tributarias en más de 
10 países y encontraron que la ampliación de las bases impo-
nibles conlleva menores caídas en la producción y el empleo 
en comparación con los aumentos de tasas, inclusive distin-
guiendo entre diferentes tipos de impuestos. 

Eliminación de beneficios tributarios ineficientes. 
Los tratamientos preferenciales se convierten en gastos tribu-
tarios (menor recaudo para el Estado). Aunque estos pueden 
estimular el crecimiento económico y mejorar el bienestar de 
la sociedad, también pueden generar distorsiones y plantear 
problemas distributivos (OCDE, 2022). 

El llamado para evaluar los beneficios tributarios no es nuevo 
y está cada vez más vigente. El Banco Mundial (2012) llamó 
la atención sobre la importancia de introducir un proceso sis-
temático e integral de evaluación de los gastos tributarios. No 
obstante, conscientes de la dificultad que podría revestir la 
evaluación de los 201 beneficios tributarios vigentes en ese 
momento, el Banco Mundial sugirió enfocarse primero en los 
que generaran mayor gasto tributario y posteriormente, en 
aquellos con impacto recaudatorio medio.

Casi una década después, la Comisión de Expertos en Be-
neficios Tributarios (CEBT, 2021) advirtió que en Colombia 
la existencia de numerosos gastos tributarios distorsiona la 
mezcla tributaria entre los impuestos directos e indirectos, 
lo que “genera un impacto significativo sobre el potencial de 
crecimiento en materia de recaudo de una amplia gama de 
impuestos, generando eventualmente una influencia negativa 
sobre el crecimiento económico incluyente” (p.13)

Simplificación normativa. La complejidad el sistema 
tributario colombiano se refleja en los altos costos de cum-
plimiento: los empresarios colombianos destinan 239 horas 
anuales para cumplir con el pago de los impuestos (Cigüenza 
Riaño, 2018). En esta línea, la CEBT (2021) insistió en la ne-
cesidad de simplificar impuestos como el IVA y el impues-
to sobre la renta. Esto resulta especialmente relevante en un 
contexto de reformas tributarias fragmentadas que le han aña-
dido complejidad a la normativa y han incrementado las car-
gas administrativas, al tiempo que elevan el riesgo de errores 
y sanciones. La simplificación, por tanto, es un elemento cla-
ve para mejorar la eficiencia del sistema tributario.

Fortalecimiento de la DIAN. Una administración tributa-
ria fortalecida y apoyada en herramientas tecnológicas puede 
mejorar significativamente el recaudo y reducir los niveles de 
incumplimiento. En particular, Baer et al. (2025b) encuentran 
que mejoras en la efectividad de la administración tributaria 
pueden incrementar el recaudo hasta en 1,3 puntos del PIB, 
al reducir brechas de incumplimiento en el IVA y el impuesto 
sobre la renta.

Articulación con el gasto público. Un ajuste estructural 
del sistema tributario puede resultar insuficiente si se percibe 
únicamente como un mecanismo para incrementar el recau-
do. En este sentido, la CEPAL (2024) recomienda mejorar la 
eficiencia del gasto y optimizar la asignación presupuestaria. 
En un contexto de restricciones fiscales, esto refuerza la ne-
cesidad de alinear las metas tributarias con las prioridades 
de gasto e inversión. Una mayor coherencia entre ingresos y 
gasto puede contribuir a fortalecer la confianza de los ciuda-
danos y de otros actores económicos, lo que, a su vez, favo-
rece el cumplimiento tributario y se puede traducir en mayo-
res ingresos tributarios (Dom et al., 2022).

Cambios en la tributación territorial. El fortalecimien-
to de la tributación subnacional es un componente clave de 
una reforma estructural, dado que el sistema actual presenta 
limitaciones en términos de autonomía fiscal, eficiencia y 
coherencia. Las entidades territoriales mantienen alta de-
pendencia de transferencias del nivel central, lo que res-
tringe su capacidad de gestión (Cubides, 2018). Asimismo, 
existen bases gravables inadecuadas y dispersión de tarifas 
en tributos tan relevantes como el impuesto de industria y 
comercio (ICA). A esto se suma, la desarticulación entre la 
tributación nacional y territorial, que genera distorsiones y 
costos administrativos adicionales para los contribuyentes 
(Espitia et al., 2017)
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En el actual escenario de incertidumbre global, Co-
lombia se enfrenta a la urgencia de redefinir su matriz 
productiva y su modelo de desarrollo. Sin embargo, 

en el afán por alcanzar la transformación digital y la eficiencia 
operativa, la discusión pública suele pasar por alto el engra-
naje más crítico del sistema: el ser humano. La verdadera in-
novación no nace en un laboratorio de desarrollo de software 
ni se decreta en una política pública de incentivos fiscales; la 
innovación real surge de la capacidad de los individuos para 
encontrar sentido en su labor y articularla con un objetivo co-
lectivo. Es lo que denomino Alianzas de Propósito.

Desde la perspectiva de la psicología existencial, el ser hu-
mano no busca simplemente la supervivencia biológica o 
el éxito económico transitorio; su motivación primaria es la 

Alianzas de Propósito: Innovación Humana 
para el Desarrollo Nacional

realización de un sentido profundo. Para la micro, peque-
ña y mediana empresa colombiana —un tejido empresarial 
que representa la columna vertebral de nuestra produc-
tividad—, el desarrollo nacional no puede reducirse a un 
frío indicador macroeconómico del Producto Interno Bruto 
(PIB). Debe ser, por el contrario, la suma coordinada de mi-
les de proyectos de vida que trascienden el mero “hacer” 
transaccional para instalarse con firmeza en el “ser”. 

1. El Paisaje de la MiPyme: Entre la Supervivencia y 
la Trascendencia

El Observatorio Nacional de la MiPyme ha identificado 
retos estructurales monumentales que asfixian el día a día del 
sector. Entre ellos destaca una asombrosa carga administrati-
va que obliga a una pequeña empresa promedio en Colombia 
a invertir hasta 2.620 horas anuales únicamente en el cumpli-
miento regulatorio y trámites burocráticos. A este panorama 
se suma una preocupante crisis de seguridad ciudadana en la 
que un sondeo reciente revela que el 31% de los empresarios 
ha sido víctima directa de la delincuencia en el último semes-
tre, viéndose afectados principalmente por flagelos como la 
extorsión y el hurto. En un entorno dominado por este “modo 
supervivencia”, la innovación estratégica suele archivarse 
erróneamente bajo la etiqueta de un lujo inalcanzable. 

No obstante, la innovación pública y privada solo alcanza-
rá una efectividad real si se enfoca en eliminar los “ruidos” 
cognitivos y operativos que le impiden al empresario y a su 
equipo colaborador pensar de manera proactiva. Innovar en 
la gestión del Estado significa simplificar los procesos pú-
blicos para devolverle tiempo, foco y salud mental al tejido 
productivo. Por su parte, innovar en el sector privado impli-
ca un cambio de paradigma: migrar del liderazgo tradicional 
basado en el control y el miedo hacia un modelo fundamen-
tado en el propósito común. Cuando se entiende esta diná-
mica, la seguridad del entorno y la estabilidad emocional de 
los equipos dejan de ser variables aisladas para revelarse 
como lo que verdaderamente son: las dos caras de una mis-
ma moneda económica. 

Jorge Arango Castaño, Psicólogo, Magíster en Dirección de Proyec-
tos y Experto en PNL
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2. La Hoja de Ruta: Los Pilares de la Transformación 
Humana

Para que una alianza de complementariedad entre el sector 
público y la iniciativa privada sea fructífera, no basta con 
firmar convenios institucionales o estructurar mesas de tra-
bajo temporales. Se requiere una arquitectura mental clara 
y compartida que sostenga la visión de largo plazo. Esta 
transformación nacional nos exige cultivar y desarrollar de 
forma consciente seis facultades esenciales en el núcleo de 
nuestra cultura organizacional: 

En primer lugar, es indispensable rescatar la Esencia de 
lo humano frente a la creciente automatización tecnológica. 
Esto implica un ejercicio de autodescubrimiento en el que 
tanto el Estado como las empresas identifiquen los talentos 
innatos, la ética y la empatía que ninguna máquina podrá 
emular. El desarrollo comienza cuando el trabajador deja de 
sentirse una pieza reemplazable y comprende que su labor 
posee un valor único. 

Este reconocimiento debe conectarse con una Visión es-
tratégica ambiciosa. No se trata de adoptar herramientas di-

gitales o políticas de fomento por simple moda coyuntural, 
sino de diseñar horizontes claros a largo plazo a través de 
objetivos específicos, medibles y realizables que impulsen a 
la sociedad más allá de su estado actual. 

En tercer lugar, el ecosistema exige una Coherencia abso-
luta entre lo que las instituciones piensan, dicen y hacen. Si 
una política pública o una directriz corporativa promueve el 
crecimiento, su diseño lógico debe estar orientado a facilitar 
el camino y no a multiplicar las barreras psicológicas o bu-
rocráticas del individuo. 

De este alineamiento se deriva la necesidad de una Con-
creción práctica de los esfuerzos. El bienestar no puede 
quedarse en un discurso abstracto; debe materializarse en 
proyectos estructurados con metodologías técnicas, asigna-
ción eficiente de recursos, fechas de inicio y fines definidos 
que traduzcan la intención en un impacto real sobre el en-
torno laboral. 

Asimismo, las organizaciones del siglo XXI deben entrenar 
su capacidad de Adaptación frente al conflicto y la re-
sistencia al cambio. Utilizando herramientas avanzadas de 
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comunicación y Programación Neurolingüística (PNL), es 
posible reconfigurar las dificultades institucionales, trans-
formando la percepción de un obstáculo en un desafío pura-
mente metodológico y superable. 

Finalmente, el sistema se sostiene a través de la Nutrición 
continua de su capital social. Una estructura productiva que 
invierte tiempo de calidad en sus redes de apoyo, que cuida la 
salud física y emocional de sus integrantes y que orienta sus 
esfuerzos hacia la trascendencia, es la única capaz de conso-
lidar un legado duradero para las futuras generaciones. 

3. Salud Mental: La Infraestructura Invisible

La implementación de la Ley 2460 de 2025 en Colombia 
representa un hito jurídico fundamental al reformar la legis-
lación sobre salud mental, obligando al sector empresarial 
a asumir un rol protagónico en la prevención de riesgos 
psicosociales y la promoción del bienestar en el entorno 
laboral. Lejos de interpretar esta normativa como una carga 
burocrática o un checklist impositivo, los líderes debemos 
entenderla como una oportunidad de innovación de alta ren-
tabilidad estratégica. 

Los datos científicos son contundentes: los fundadores y 
líderes de empresas presentan un 50% más de probabi-
lidades de reportar una condición de salud mental que la 
población general, y se estima que el 72% de ellos mani-
fiesta preocupaciones recurrentes respecto a su estabilidad 
emocional y niveles de fatiga (Freeman et al., 2015). Un 
empresario o un equipo de mandos medios que opera bajo 
el desgaste crónico del miedo a la inseguridad, la incerti-
dumbre tributaria o el agotamiento mental no dispone de la 
claridad cognitiva necesaria para innovar o tomar decisio-
nes proactivas. Proteger la mente de quienes dinamizan la 
economía no es un asunto menor de bienestar personal; es, 
en términos estrictos, proteger la infraestructura invisible 
que sostiene el desarrollo productivo del país. 

Conclusión: El Desafío de Trascender

La modernización del Estado, la simplificación tributaria y 
la transformación digital son vehículos extraordinariamente 
potentes, pero si carecen de una conducción humana cons-

ciente y con propósito, corremos el riesgo de automatizar la 
ineficiencia y deshumanizar el crecimiento económico. La 
verdadera ventaja competitiva de Colombia en el nuevo mapa 
comercial global no radicará únicamente en sus ventajas geo-
gráficas o en sus recursos naturales, sino en el temple, la cla-
ridad mental y la resiliencia de su tejido empresarial. 

El tránsito hacia esta madurez organizacional y la consoli-
dación de entornos verdaderamente saludables suele pre-
sentar encrucijadas complejas que desbordan la gestión co-
tidiana de las compañías. Identificar los bloqueos invisibles 
que detienen la productividad, trazar fronteras saludables 
entre el proyecto corporativo y el bienestar familiar, o sa-
nar la cultura interna de un equipo de alto rendimiento bajo 
las nuevas exigencias legales, requiere un acompañamiento 
técnico, riguroso y profundamente especializado. Así como 
ninguna MiPyme compromete su estabilidad financiera 
operando sin asesoría contable o legal, la construcción de 
una organización mentalmente fuerte exige un diseño meto-
dológico experto. 

El desarrollo nacional se consolida cuando la gestión públi-
ca innova para servir y el sector privado se transforma para 
trascender. Buscar la guía adecuada para diagnosticar y po-
tenciar la salud del activo más valioso de su empresa —la 
mente humana— es, sin duda, la inversión más inteligente 
y visionaria que un líder puede ejecutar hoy para asegurar 
un futuro de genuina prosperidad y plenitud. 
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La pandemia justificó un déficit fiscal históricamente 
alto en 2020 por las erogaciones extraordinarias en 
salud y protección social. Pero el ajuste que se espe-

raba al normalizarse la economía nunca llegó: lejos de cerrar 
la brecha, el país repitió los déficits de pandemia en condi-
ciones normales. Mientras entre 2000 y 2019 el déficit total 
promedió 3,5% del PIB y el déficit primario apenas 0,5% del 
PIB, en 2020-2025 esos promedios saltaron a 6,2% y 2,6% 
del PIB, respectivamente —el déficit primario se quintuplicó 
frente al periodo previo. El cierre de 2025 lo confirma: déficit 
total de 6,4% del PIB y déficit primario de 3,5% del PIB, peo-
res que los de 2024 (-2,4%) y que la meta del propio Gobier-
no (-2,4% según el MFMP).

Tres factores explican el deterioro. Primero, una sobreestima-
ción sistemática de ingresos: mientras entre 2000 y 2019 el 
recaudo efectivo superó el aforo inicial en 0,2% del PIB en 
promedio, desde 2022 el recaudo ha quedado, en promedio, 
0,6% del PIB por debajo de lo presupuestado, con un faltante 
extremo de 4,1% del PIB en 2024. Segundo, un gasto público 
que se desacopló de su tendencia: entre 2019 y 2025 el gas-
to de funcionamiento creció 13,6% anual compuesto frente a 
9,9% de los ingresos, y el gasto primario terminó 2,6% del 
PIB por encima de su tendencia prepandemia, mientras en el 
promedio de Brasil, Chile, México y Perú el gasto se ubicó 
1,0% del PIB por debajo de su tendencia. Tercero, frente a 

la evidencia de que los ingresos no alcanzaban, el Gobierno 
se rehusó a hacer recortes presupuestales suficientes con im-
pacto fiscal.

En lugar de ajustar, el Gobierno apeló a dos atajos sucesivos 
sin justificación adecuada. En 2024 invocó Transacciones de 
Única Vez (TUV) por 1,8% del PIB para reportar cumplimiento 
del Balance Primario Neto Estructural; el CARF dio concep-
to desfavorable y solo reconoció 0,4% del PIB, lo que dejó 
el indicador en realidad en -1,7% del PIB y no en el -0,2% 
reportado oficialmente. En junio de 2025, ante la imposibi-
lidad de cumplir, el Gobierno activó la cláusula de escape de 
la Regla Fiscal por tres años (2025-2027) —de nuevo con 
concepto técnico desfavorable del CARF, que advirtió que 
la justificación legal no era sólida y que posponer el ajuste 
agravaría los desbalances. El resultado es un déficit primario 
de 3,5% del PIB en 2025 —solo comparable con los años 
de pandemia— y una proyección del CARF de 3,7% del PIB 
para 2026, 1,6 puntos por encima de la meta oficial, en un es-
cenario en el que el ajuste anunciado por el Gobierno carece 
de instrumentos creíbles.

El exceso de gasto sin contrapartida en ingresos ha incubado 
los desequilibrios típicos de una economía sobreestimulada. 
La inflación, en 5,6% en marzo de 2026, completa 56 meses 
por encima del rango meta y es la más distante de la meta 
entre las grandes economías de América Latina, pese a una 
tasa de política monetaria contractiva de 11,25% —y volve-
rá a presionarse al alza por el reciente aumento del salario 
mínimo. El déficit de cuenta corriente se ensanchó de 1,7% 
del PIB en 2024 a 2,4% en 2025 y se proyecta en 2,9% en 
2026. Las primas de riesgo soberano se desacoplaron de la 
región: el CDS de Colombia pasó de 1,7 a cerca de 2,5 ve-
ces el promedio de Brasil, Chile, México y Perú, y en abril 
de 2026 S&P bajó la calificación a BB-, grado especulativo 
no visto desde 1993. Las firmas no financieras no invierten 
—la tasa de inversión cayó a 16,6% del PIB, la más baja en 
dos décadas— en parte porque la deuda pública, con tasas 
históricamente elevadas, hace subóptimo financiar proyectos 
productivos privados; el efecto de desplazamiento (crow-
ding out) ya es visible en el balance ahorro-inversión. Como 
consecuencia, el CARF revisó a la baja su estimación de 
PIB tendencial a 2,6% para 2026-2037. El ajuste fiscal sin 
precedentes que se requiere —entre 4% y 5% del PIB en el 
próximo cuatrienio— es la factura, hoy más alta, de no haber 
corregido a tiempo.

Historia de un desbalance fiscal sin 
justificación

Andrés Velasco, Presidente de Asofondos
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Cuando se habla de juventudes en Colombia, la con-
versación suele girar alrededor de retos de país como 
desempleo, informalidad o acceso a oportunidades; 

en Barranquilla, sin embargo, la realidad marca una conver-
sación de desarrollo, liderazgo e innovación.

En nuestra ciudad están mapeados hoy 367 colectivos juveni-
les: grupos, organizaciones, parches o redes de jóvenes que 
buscan transformar realidades positivamente. Estos colecti-
vos agrupan a más de 5.000 jóvenes que lideran y desarrollan 
acciones culturales, educativas, comunitarias y de participa-
ción en las cinco localidades de la ciudad.

Desde la iniciativa NuestraBarranquilla, en alianza con 
ProActuar Caribe, adelantamos un proceso de mapeo para 
identificar dónde están, qué los mueve, quiénes los confor-
man, cuáles son sus retos y qué aportes hacen a la ciudad. 
Con los resultados, construimos un mapa que se configu-
ra como una herramienta útil e interactiva al servicio de la 
ciudad, además de un informe que da cuenta de cómo se 
organizan hoy las colectividades juveniles.

Lo que el liderazgo juvenil le enseña a las 
empresas: propósito, colaboración e innovación

Más allá de las cifras, el ejercicio dejó una reflexión impor-
tante; los jóvenes tienen mucho para enseñarnos desde sus 
formas de organización y liderazgo:

1. Participan sin compensación: el propósito como 
motor de permanencia y movilización

Muchos jóvenes participan de manera voluntaria en sus co-
lectivos; invierten tiempo, energía y creatividad sin recibir una 
compensación, y lo hacen porque encuentran sentido en lo 
que construyen, porque sienten identidad compartida y por-
que conectan profundamente con las causas que impulsan.

Esto contrasta con la realidad de muchas organizaciones em-
presariales que enfrentan desafíos relacionados con la mo-
tivación, el compromiso o el sentido de pertenencia de sus 
equipos.

Más del 60% de los colectivos juveniles se definen principal-
mente como espacios de encuentro, formación o acompaña-
miento, porque les moviliza profundamente el sentirse parte 
de algo y construir propósito colectivo. De hecho, el propósi-
to retiene incluso en condiciones adversas: el 76% de los co-
lectivos desea seguir activo en los próximos años, pese a que 
el 73% opera bajo condiciones de inestabilidad económica o 
sin acceso a fuentes de financiamiento permanentes.

Los miembros de un colectivo, al igual que en las organiza-
ciones empresariales, permanecen donde encuentran pro-
pósito, reconocimiento y oportunidades de contribuir, y los 
grupos juveniles lo entienden de forma natural: se movilizan 
desde la conexión emocional y el sentido compartido de 
transformación y la identidad de lo que representan.

2. Menos jerarquía, más colaboración: liderar des-
de la confianza

El liderazgo en el interior de los colectivos juveniles es distri-
buido y plural, cercano a sus territorios y de aprendizaje per-
manente. Estos grupos no dependen de liderazgos heroicos o 
centralizados; tienden hacia modelos de gestión compartida, 
a formas de conducción más horizontales y situacionales. 
El 86% cuenta con dos o tres personas asumiendo roles de 
coordinación o dispone de equipos de cuatro o más líderes.

Diana Senior Roca, Directora de NuestraBarranquilla
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La distribución de roles de liderazgo fortalece la capacidad de 
movilización y la continuidad de los procesos independiente-
mente del tamaño del grupo, porque permite a los colectivos 
actuar con mayor adaptabilidad: priman los acuerdos prác-
ticos, crece la confianza entre pares y permanece la dispo-
sición a responder a los retos en equipo. Así lo demuestran 
los colectivos juveniles de Barranquilla: el 72,48% de ellos 
resuelve sus conflictos internos a través del diálogo y acuer-
dos grupales.

Desde liderazgos rotativos y horizontales, los jóvenes cons-
truyen comunidad más que estructura, parten de un propósito 
común, reconoce talentos diversos y el aprendizaje continuo. 
Esto mejora la sostenibilidad, reduce el riesgo de dependen-
cia unipersonal y hace más robusta la gobernanza y toma de 
decisiones.

3. El barrio como laboratorio: innovación social des-
de la base

Los colectivos juveniles buscan transformar realidades, y han 
encontrado en la danza, el arte urbano, la participación ciuda-

dana y otras actividades culturales la herramienta para lograrlo. 
La innovación juvenil aparece cuando el territorio se vuelve la-
boratorio de aprendizaje, participación e incidencia, surge de la 
cercanía con los problemas reales del entorno, del conocimien-
to profundo del mismo y de la capacidad de adaptarse.

La danza, la música, el arte urbano y otras expresiones movi-
lizan cerca del 39% de los colectivos. Las juventudes se unen 
por el baile, por el tambor, por el freestyle, y desde ahí em-
piezan a organizarse y a construir identidad. Las actividades 
culturales o artísticas registran 167 menciones entre las más 
frecuentes entre colectivos, y barrios como El Prado, Boston 
y Barrio Abajo, históricamente espacios de encuentro cultural 
y artístico, concentran la mayor densidad organizativa de la 
ciudad, con 41, 35 y 29 colectivos respectivamente.

En una época marcada por altos niveles de desconexión, frag-
mentación social y desconfianza institucional, estos procesos 
ayudan a reconstruir vínculos sociales innovando desde lo 
cotidiano. En muchos barrios, cuando la inversión pública o 
privada tardan, los jóvenes se organizan y ponen al servicios 
sus capacidades para afrontar desafíos cercanos, se fortalecen 
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en red brindando espacios seguros para sus comunidades y 
generan transformación de ciudad. Allí, innovar no requiere 
grandes presupuestos, tecnologías sofisticadas o equipos 
altamente cualificados, por eso los colectivos juveniles de-
sarrollan soluciones creativas en contextos de limitación: con 
pocos recursos organizan actividades, en su mayoría sema-
nales, activan espacios comunitarios, movilizan voluntarios, 
gestionan alianzas, crean procesos formativos y responden 
a necesidades concretas de sus territorios. Innovan desde lo 
que construyen con otros, usando la creatividad como princi-
pal insumo. Innovan con su permanencia constante y cercana 
al territorio (76,29% lo hace). Innovan cuando logran impacto 
con autogestión y autofinanciación (75,20% lo hace). Inno-
van cuando desarrollan trabajo colaborativo con otros.

El mensaje que nos queda… Para el sector empresarial, 
y en especial para las micro, pequeñas y medianas empresas, 
existe hoy una oportunidad para reforzar su tejido territorial y 
aprovechar oportunidades de articulación con actores que ya 
mueven la ciudad desde sus barrios.

Detrás de estas organizaciones, colectivos y parches existe 
una generación de jóvenes que está aprendiendo —y ense-
ñando— nuevas formas de organizarse, liderar, colaborar, 
innovar y construir ciudad. Mientras muchas organizaciones 
tradicionales buscan adaptarse a entornos más dinámicos, 
colaborativos y guiados por propósito, miles de jóvenes en 
Barranquilla llevan años desarrollando estas capacidades 
desde sus barrios, eso sí, enfrentando retos que también son 
oportunidades de colaboración con los empresarios: pocos 
recursos, reconocimiento limitado y poca articulación con 
otros actores de ciudad. 

Cuando una empresa establece lazos cercanos con los colec-
tivos juveniles de su entorno, abre la puerta a mayor capital 
organizativo, a la posibilidad de diseñar intervenciones más 
pertinentes y con mejores probabilidades de sostenibilidad. 
También identifica aliados locales para procesos de emplea-
bilidad, formación, innovación social, activación comunitaria, 
reputación territorial o comunicación barrial. 

La oportunidad parte de reconocer a los colectivos juveniles 
como actores con agencia, legitimidad y conocimiento del te-
rritorio; actores con potencial de consolidarse como aliados 
estratégicos para movilizar comunidades, traer talento inno-
vador, construir confianza, adaptarse con pocos recursos y 
actuar desde la cercanía con los problemas reales.

Tal vez una de las preguntas más importantes para el sector 
empresarial no sea únicamente cómo apoyar a las juventudes, 
sino qué puede aprender de las nuevas formas de liderazgo, 
colaboración e innovación que ya están emergiendo desde 
ellas.

El informe completo del mapeo y la herramienta para recono-
cer colectivos por localidad están disponibles en nuestraba-
rranquilla.com/mapeo.

Diana Senior Roca

Directora de NuestraBarranquilla, iniciativa impulsada por 
Fundación Corona, Fondation Botnar y Diseño Público, que 
promueve la construcción y transformación colectiva de la 
ciudad desde la participación activa y mirada de las juventu-
des. NuestraBarranquilla, además, ha venido trabajando para 
fortalecer el liderazgo e incidencia juvenil, impulsar alianzas 
entre sectores públicos, privados, académicos, sociales, co-
munitarios, entre otros, e impulsar políticas públicas.

Con más de 15 años de experiencia en gestión de proyec-
tos de impacto social, Diana ha trabajado como articuladora 
entre distintos sectores para impulsar transformaciones sos-
tenibles en educación, participación ciudadana y desarrollo 
territorial. Es psicóloga, Magíster en Administración de Em-
presas y especialista en Psicología Educativa. Ha trabajado 
con entidades como la Secretaría de Educación y la Cámara 
de Comercio, liderando procesos enfocados en calidad edu-
cativa, empleabilidad, fortalecimiento institucional y trabajo 
colaborativo para el desarrollo de Barranquilla.
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Seguimiento del sector económico del CNP 
al PND 2022 – 2026: logros y alertas*

El ciclo de la política pública tiene un paso o eje fun-
damental y es el de seguimiento o evaluación. Ha 
llegado, por coyuntura electoral y de cambio polí-

tico, el momento de hacer un análisis del Plan Nacional de 
Desarrollo (PND) 2022–2026 “Colombia Potencia Mundial 
de la Vida” en lo concerniente al sector económico. El Con-
sejo Nacional de Planeación, el organismo de planeación 
participativa en Colombia que organiza la participación 
ciudadana sobre el PND y emite concepto sobre sus bases, 
además de hacer seguimiento a su ejecución, presentó el 
pasado 26 de noviembre de 2025 su informe más reciente 
respecto al seguimiento de las políticas públicas del sector 
económico que están incluidas en la hoja de ruta del go-
bierno Petro. 

El seguimiento del Plan Nacional de Desarrollo 2022–2026 
no solo revela cifras, deja al descubierto una brecha eviden-
te entre las metas y los resultados o efectos en la economía 
del país. Mientras los indicadores oficiales reportan avan-
ces, el análisis del sector económico del Consejo Nacional 
de Planeación muestra un panorama más complejo: creci-

miento débil, inversión en caída, informalidad persistente y 
una seguridad que empieza a pesar seriamente sobre la acti-
vidad productiva. Este artículo busca plantear una línea base 
de los logros y alertas que puedan aportar a la discusión de 
la política económica del nuevo gobierno 2026-2030.
 
Cómo se hizo el seguimiento

La base para hacer seguimiento al PND es el análisis de sus 
indicadores de productos y resultados, los cuales son so-
metidos a una sectorización propia del CNP para que los 
consejeros nacionales representantes de cada sector pue-
dan hacer un análisis práctico y cercano a sus intereses. 

No obstante, para el caso particular del sector económico se 
identificó que persiste la necesidad de cuestionar la capaci-
dad real de los indicadores para reflejar su cumplimiento. 
Aunque el PND está fundamentado en plantear soluciones 
profundas en materia de justicia social, equidad territorial 
y sostenibilidad, en los sistemas de medición aún presen-
tan limitaciones para capturar la realidad diferenciada de los 
sectores y territorios. Así, los avances reportados en los di-
ferentes indicadores reflejan resultados parciales. De igual 
manera, las metas definidas resultan poco ambiciosas frente 
al potencial del país y no logran dar respuesta a sus necesi-
dades económicas y sociales.

De esta manera, el sector económico hace un análisis más 
trasversal de la economía, exponiendo el análisis de los te-
mas que son trascendentales para la actualidad del país1. 

Panorama internacional

Como parte del análisis del eje trasversal del PND 2022 – 
2026, frente a la estabilidad macroeconómica, el sector eco-
nómico hizo un análisis de la economía global en el segun-
do semestre de 2025. Los supuestos macroeconómicos del 
PND establecían un crecimiento mundial del 3,2 % y 2,7 % 
en 2022 y 2023, respectivamente. En los últimos informes 

1. Este Este artículo fue escrito con el apoyo de los asesores del CNP; Kennel 
Andrés Carbonó Rodríguez y Miguel Camacho.

Imelda Restrepo, Presidente del Consejo Nacional de Planeación

*. El segundo Informe de seguimiento al PND 2022 – 2026 fue presentado al país el 26 de noviembre de 2026. Actualmente el CNP se encuentra en construcción 
de su tercer informe de seguimiento al PND 2022 – 2026. 
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te hasta ubicarse alrededor del 5,1 % en 2025 y 5,2 % en 
2026. Esta trayectoria sugiere que las presiones inflaciona-
rias tienden a ceder, permitiendo un margen de estabilidad 
mayor para la política monetaria y fiscal de los países.

Contexto nacional

Los supuestos macroeconómicos generales no se cumplie-
ron, pese a que desde su formulación ya se advertía que 
eran poco ambiciosos. En el caso del crecimiento económi-
co, las metas del PND ya estaban por debajo del promedio 
de largo plazo y, aun así, no se cumplieron. Entre 2023 y 
2025, el crecimiento promedio 1,6 %, muy por debajo del 
3,8 % registrado entre 1990 y 2022, e incluso de la expecta-
tiva del Gobierno, situada en 2,6 % (figura 1).

del Fondo Monetario Internacional (FMI) estos crecimien-
tos fueron revisados al alza, alcanzando así un crecimiento 
mundial de 3,5 % y 3,3 % para estos mismos años. El cre-
cimiento en 2024 fue 3.3 %, pero se prevé un descenso al 3 
% en 2025 y una leve recuperación de +0,1 % en 2026 (3,1 
%). (Fondo Monetario Internacional, 2025)

A pesar de la persistente incertidumbre en el escenario in-
ternacional, marcada por tensiones comerciales entre gran-
des potencias, conflictos geopolíticos, redefinición de cade-
nas de suministro estratégicas, y la creciente rivalidad entre 
Estados Unidos y China, la inflación mundial anual muestra 
una tendencia descendente. Según proyecciones recientes 
del FMI en 2025, la inflación pasó del 6,7 % en 2023 al 
5,7 % en 2024 y continuará con una tendencia decrecien-
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Fuente: Dane, Cuentas Nacionales (2025).

Por su parte el mercado laboral mostró una baja dinámica en la reducción de las tasas de informalidad; la inversión como por-
centaje del PIB cayó de manera sostenida, lo que refleja la falta de confianza, escaso dinamismo en sectores estratégicos; y, en 
el frente externo, tanto las exportaciones como las importaciones, tuvieron un desempeño moderado en este periodo, limitando 
el aporte del comercio exterior al desarrollo. Adicional, se debe tener en cuenta el deterioro de aspectos no cuantificables como 
las relaciones internacionales, que ha reducido la capacidad del país para insertarse en cadenas globales de valor y aprovechar 
oportunidades relevantes de cooperación.
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La seguridad como una problemática que limita el 
desarrollo empresarial del país

El sector señala que la inseguridad afecta gran parte de la 
cadena de valor del empresariado, iniciando en el campo 
y los productores de la materia prima y afectando de gran 
manera en la logística del transporte de bienes y servicios 
en el territorio nacional. 

En el caso particular del área rural en el PND 2022- 2026, 
no se plantean indicadores sobre la seguridad en el campo. 
Sin embargo, la realidad en el campo muestra un retroceso 
debido a la expansión de grupos armados. La Política de 
Paz Total ha fracasado, intensificando los enfrentamientos 
y empeorando la situación humanitaria: el desplazamiento 
forzado y el confinamiento han aumentado un 24 % y 74 % 
respectivamente entre el tercer año del Gobierno Petro y el 
último año del Gobierno Duque. Además, el reclutamiento 
de menores creció un 17.2% y los actos terroristas un 68 % 
entre 2023 y 2024. 

En Colombia, la distribución de productos agropecuarios 
está en gran medida ligada con el transporte terrestre y los 
bloqueos al interrumpir este flujo puede crear distintos pro-
blemas en la cadena de suministro. Para el primer semestre 
de 2025, la Federación Colombiana de Transportadores de 
Carga por Carretera (Confecar) registró 413 bloqueos que 
se traducen en 6.515 horas pérdidas entre enero y junio de 
2025. Departamentos como el Meta y Valle del Cauca, los 
cuales ocupan el primer y cuarto lugar en el área cultivada 
del país, respectivamente. 

Según la Encuesta de Opinión Industrial Conjunta, el im-
pacto de esta problemática de inseguridad incide sobre 
múltiples aspectos del desarrollo normal de la actividad 
productiva. El 64,6 % de los encuestados indican que han 
experimentado incremento en los fletes, el 37 % han enfren-
tado mayores costos en seguridad privada para la empresa, 
transporte o para el personal de la compañía; también hay 
un incremento en el costo de los seguros (36,2 %), dis-
minución de las ventas (35,4 %), pérdida de negocios con 
inversionistas extranjeros (4,7 %) y nacionales (3,9 %). 
Adicional se reporta retrocesos en producción, retrasos en 

entregas, pérdida de información y aumento en el costo de 
los insumos.

Por otro lado, las mipymes no han estado ajenas al proble-
ma de inseguridad. La seguridad ciudadana se ha converti-
do en un factor crítico para la competitividad de las micro, 
pequeñas y medianas empresas en Colombia, pues su fun-
cionamiento cotidiano enfrenta riesgos que trascienden lo 
económico. Los altos índices de hurto, extorsión y abuso de 
confianza generan pérdidas materiales, y obligan a los em-
presarios a desviar recursos hacia medidas de protección, 
restando capacidad para invertir en innovación, expansión o 
generación de empleo.

El sector Económico del Consejo Nacional de Planeación, 
reafirma su disposición para contribuir de manera activa y 
rigurosa a la planeación del país. Su experiencia técnica, 
sumada a una lectura crítica de los indicadores y a la escu-
cha permanente de los territorios, le permite aportar insu-
mos concretos que fortalezcan el tejido social y empresarial. 
Colombia no necesita diagnósticos aislados sino esfuerzos 
articulados para su desarrollo, y en ese propósito el CNP 
puede aportar con criterio, conocimiento y capacidad real 
de incidencia.
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Un espacio que reunió al empresariado 
para anticiparse a un entorno cada vez 
más exigente, incierto y cambiante.

El evento fue desarrollado el 16 de abril de 2026 en la Casa 
Cultural La Perla de Barranquilla, reuniendo a empresarios, 
representantes del sector productivo, aliados institucionales y 
expertos nacionales e internacionales alrededor de una 
conversación central para el presente de las empresas: cómo 
anticiparse a un entorno cada vez más exigente, incierto y 
cambiante. Bajo el enfoque de la gestión inteligente en tiempos 
retadores, la jornada propuso una revisión profunda de los 
desafíos que enfrentan hoy las MiPymes y de las decisiones que 
deben tomar para sostenerse, crecer y fortalecer su capacidad de 
adaptación.

La apertura del evento marcó desde el comienzo el tono de la 
agenda. Más que una invitación a reaccionar frente a la coyuntura, 
el foro se planteó como un llamado a pensar estratégicamente.
 
En el espacio previo a la instalación se insistió en la importancia 
de pasar de la respuesta inmediata a la anticipación, entendiendo 
que las empresas ya no compiten solo por su capacidad operativa, 
sino por su habilidad para leer señales, interpretar cambios y 
actuar con oportunidad.  

Anticipar
Leer el entorno es la nueva 
ventaja competitiva.

Precio estratégico
No se trata de cobrar más, 
sino de generar más valor.

Tecnología con propósito
El Caribe tiene talento, ideas y 
herramientas para transformar.

Precio estratégico
No se trata de cobrar más, 
sino de generar más valor.
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La primera intervención estuvo a cargo de Rosmery Quintero, 
presidente del Observatorio Nacional de las MiPymes y directora 
de ACOPI Seccional Atlántico, quien centró su mensaje en una 
pregunta: ¿cuántas empresas están hoy ocupadas sobreviviendo 
más que creciendo? A partir de ese cuestionamiento y reflexión, 
manifestó que uno de los mayores retos del empresariado no es 
únicamente aumentar ventas, sino alcanzar equilibrio financiero.

Adicionalmente, señaló que las organizaciones hacen esfuerzos 
importantes por sostener su operación, pero no siempre logran 
convertir ese esfuerzo en estabilidad, liquidez y capacidad de 
decisión. En ese sentido, insistió en que el flujo de caja sigue 
siendo uno de los factores más sensibles para las empresas, 
porque determina su margen de maniobra para negociar, invertir, 
proyectarse y enfrentar contingencias.

Durante su intervención también advirtió sobre un error frecuente 
en el mundo empresarial: intentar aplicar metodologías o 
fórmulas sin considerar la realidad propia de cada organización. 
Explicó que no todo lo que funciona en otros contextos resulta útil 
para todas las empresas y, que la tarea del empresario consiste en 
identificar qué decisiones responden realmente a sus 
capacidades, tamaño, estructura y mercado. 

De igual forma, recordó que las empresas postergan decisiones 
difíciles, incluso cuando ya enfrentan señales evidentes de 
deterioro por eso invitó a mirar con mayor objetividad la 
operación, los clientes, los costos y la estructura empresarial. En 
su mensaje también resaltó el papel gremio como espacio de 
acompañamiento, articulación y orientación, especialmente para 
empresas que requieren apoyo en momentos de complejidad.

VOCES DEL FORO

Billy Escobar, Superintendente de Sociedades, presentó una 
visión sobre el salvamento empresarial desde la Ley de 
Insolvencia. Su intervención buscó desmontar la idea de que 
acudir a estos mecanismos representa un fracaso. Por el 
contrario, planteó que la insolvencia debe entenderse como una 
herramienta para recuperar empresas y preservar su actividad 
productiva. Explicó que ningún empresario construye su negocio 
con la intención de llegar a una situación de crisis, pero que, 
cuando esta aparece, resulta fundamental contar con rutas 
institucionales que permitan actuar a tiempo.

Escobar subrayó que la Superintendencia de Sociedades ha 
transformado su enfoque y que hoy no se limita a vigilar o 
sancionar, sino que acompaña, orienta y promueve soluciones 
para evitar la desaparición de empresas. También mostró cómo la 
tecnología ha permitido contar con información más precisa y 
actualizada sobre la salud empresarial del país, lo cual fortalece la 
toma de decisiones y la lectura del entorno. 

A lo largo de su exposición insistió en que casi todas las crisis 
empresariales no tienen origen jurídico, sino económico, y por 
eso la respuesta debe incorporar financiamiento, articulación 
institucional, conocimiento del territorio y diálogo con el 
empresario. De igual forma, llamó la atención sobre la situación 
de las MiPymes, que suelen enfrentar estas coyunturas con 
menores capacidades técnicas y menor acceso a asesoría 
especializada, razón por la cual consideró indispensable acercar 
más estas herramientas a las regiones.

Espacios de Conexión
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“El precio no es
un número: es la
estrategia que
define la rentabilidad
del negocio.”

José Mirabal, director de Pricing Institute, abordó uno de los 
temas de mayor interés práctico para las empresas: la rentabilidad 
inteligente y la construcción estratégica del precio. Su conferencia 
partió de una observación sencilla, pero contundente: aunque los 
precios ocupan diariamente la conversación económica, 
empresarial y familiar, muy pocas organizaciones saben 
estructurarlos de manera rigurosa. A partir de allí, argumentó que 
el precio no puede tratarse como un número aislado ni como una 
reacción automática frente a la competencia, sino como una 
decisión estratégica estrechamente ligada al valor.

Mirabal señaló que muchas empresas siguen atrapadas en la 
lógica de vender más sacrificando margen, o de competir desde el 
descuento permanente, sin advertir que esa práctica deteriora 
rentabilidad y atrae clientes de baja fidelidad. Explicó que el 
verdadero problema no está únicamente en el mercado, sino en la 
forma en que la empresa diseña su oferta, presenta sus opciones 
y comunica el valor de lo que vende. Para ello recurrió a ejemplos 
de industrias y marcas que han logrado transformar su 
desempeño no por ofrecer lo mismo a menor precio, sino por 
reconfigurar su propuesta de valor, sus paquetes y su lógica de 
monetización.

Uno de los mensajes más relevantes de su intervención fue que el 
cliente no compra simplemente por precio, sino por valor 
percibido. En esa línea, destacó la importancia de estructurar 
paquetes y opciones diferenciadas, en lugar de vender productos 
sueltos o propuestas aisladas. Explicó que cuando la empresa 
construye soluciones completas y no ofertas fragmentadas, 
disminuye la comparación directa por precio y aumenta la 
posibilidad de capturar mayor valor. Mirabal dejó una conclusión 
clara para el empresariado: mejorar rentabilidad exige revisar a 
fondo cómo se diseña, se empaqueta y se cobra lo que se ofrece 
al mercado

Grace Torres llevó la conversación hacia el 
potencial transformador de la tecnología en el 
Caribe colombiano. Desde su experiencia personal 
y profesional, mostró cómo el acceso al 
conocimiento tecnológico puede convertirse en 
una vía real para ampliar oportunidades, visibilizar 
talento y abrir nuevos caminos para jóvenes y 
emprendedores. Su relato partió de una 
trayectoria marcada por el trabajo, el esfuerzo 
familiar y la decisión de construir futuro desde la 
región, sin asumir que crecer implica 
necesariamente irse de ella.

Torres explicó que el trabajo adelantado desde 
iniciativas tecnológicas en Barranquilla y el Caribe 
ha permitido conectar a jóvenes con 
herramientas, redes de aprendizaje y escenarios 
de innovación, incluyendo espacios de formación 
y hackatones centrados en inteligencia artificial. A 
partir de ese proceso, defendió una idea de gran 
valor para el ecosistema local: en la región sí existe 
talento, pero muchas veces faltan espacios para 
mostrarlo, desarrollarlo y conectarlo con 
oportunidades concretas.

Su intervención dejó claro que la tecnología no 
debe verse como un recurso lejano o exclusivo de 
grandes centros de innovación, sino como una 
posibilidad de transformación económica y social 
para ciudades y comunidades que deciden 
apostarle a ella.

Afiliados Acopi
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Alfonso Navarro, experto en adaptabilidad empresarial, quien 
orientó su conferencia hacia la necesidad de la adaptación 
estratégica. Inició con una premisa directa: la planificación rígida, 
concebida para ejecutarse durante años bajo condiciones 
estables, dejó de ser útil en un entorno donde los cambios pueden 
alterar el rumbo de una empresa en cuestión de semanas o meses. 
A partir de esa premisa, planteó que los negocios operan hoy en 
escenarios complejos, interdependientes e impredecibles, donde 
ya no basta con proyectar linealmente el futuro.

Navarro presentó evidencia sobre el deterioro de indicadores de 
rentabilidad y sobre el aumento en la velocidad con la que las 
empresas desaparecen, para concluir que una de las principales 
razones de esa fragilidad es la dificultad para adaptarse a la 
complejidad del entorno. Señaló que la competitividad ya no 
depende solo de tener una buena operación o una tecnología 
disponible, sino de la capacidad de monitorear variables críticas, 
anticipar escenarios y reaccionar con rapidez.

Su intervención profundizó en el concepto de resiliencia 
empresarial, entendida como la capacidad de absorber golpes, 
volver al equilibrio y sostener indicadores sanos en diferentes 
frentes al mismo tiempo. En esa lógica, explicó que no basta con 
vender bien o liderar un mercado si otras variables clave están 
deterioradas. 

Finalmente, invitó a dejar de pensar en un único plan y avanzar 
hacia modelos de planeación por escenarios, capaces de 
responder a contextos políticos, regulatorios, económicos y 
competitivos en permanente transformación.

Nicolás Yemail, quien explicó los cambios recientes en materia de 
negociación colectiva y sus posibles efectos sobre las MiPymes. 
Trajo a colación un tema de alta sensibilidad para el sector 
empresarial: la aparición de la negociación por niveles, también 
conocida como negociación múltiple. Expuso que este modelo 
desplaza la lógica tradicional de la negociación empresa-sindicato y 
abre la posibilidad de que las conversaciones laborales se 
desarrollen por sectores, ramas o grupos de empresas.

Yemail explicó que este cambio representa un giro importante en 
las relaciones laborales, porque los acuerdos alcanzados a ese 
nivel podrían impactar a empresas que no necesariamente 
participaron de manera directa en la mesa. También advirtió que 
esto puede significar nuevos costos, obligaciones y condiciones 
aplicables a organizaciones con capacidades muy distintas entre 
sí. Precisamente por eso, señaló que el efecto sobre las MiPymes 
merece especial atención, dado que no cuentan con el mismo 
respaldo financiero ni con la misma capacidad de negociación 
que las grandes empresas.

Otro de los aspectos que desarrolló fue el alcance de estos 
acuerdos frente a trabajadores no sindicalizados, la coexistencia 
de diferentes instrumentos colectivos y el papel que jugarán las 
organizaciones gremiales como canales de representación 
empresarial. En ese contexto, destacó que la participación activa 
en gremios, como ACOPI seccional Atlántico, ya no es solo una 
decisión de pertenencia institucional, sino una necesidad 
estratégica para tener voz en escenarios donde podrían definirse 
condiciones con efectos sectoriales. Su intervención cerró con 
una idea central: el derecho colectivo tendrá cada vez mayor peso 
en el funcionamiento de las empresas y, por ello, la preparación y 
el seguimiento a estos cambios será determinante.

Al cierre de la jornada, el 9° Foro Económico dejó una lectura precisa sobre el momento que vive el empresariado: las 
empresas necesitan fortalecer su capacidad de anticipación, revisar sus decisiones con mayor criterio estratégico y 
actuar con más flexibilidad frente a un entorno donde la incertidumbre ya no es una excepción, sino una condición 
permanente. 
Las intervenciones coincidieron en que la sostenibilidad empresarial exige hoy una combinación de visión, adaptación, 
información oportuna y articulación institucional desde distintas miradas: financiera, jurídica, tecnológica, comercial y 
estratégica. El Foro reafirmó que, anticipar, más que reaccionar, se ha convertido en la verdadera ventaja competitiva.

Líder en Consultoría en Scola Abogados
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Colombia tiene hoy una oportunidad que no puede 
desaprovechar: una generación de jóvenes que cree 
en la educación quiere aprender y aspira a construir 

un proyecto de vida con mayores oportunidades. Pero también 
enfrenta un riesgo evidente: que esa apuesta no se traduzca en 
trayectorias educativas y laborales coherentes.

El 88% de los jóvenes afirma que disfruta aprender y el 86% 
que disfruta asistir a su institución educativa (Fundación Em-
presarios por la Educación [ExE] & Centro Nacional de Con-
sultoría [CNC], 2024). No estamos ante una generación des-

motivada. Por el contrario, estamos ante jóvenes que valoran 
profundamente la educación y la reconocen como un camino 
para avanzar.

De hecho, el 80% aspira a alcanzar educación universitaria o 
incluso posgrados (ExE & CNC, 2024). La expectativa está ahí. 
El problema es que el sistema no siempre logra responder a esa 
expectativa.

Ahí aparece una primera tensión: la distancia entre lo que los 
jóvenes esperan de la educación y lo que efectivamente reciben.

Juventud y empleo: 
el reto de la 
próxima generación 
productiva.

Andrea Escobar Vilá,directora ejecutiva de la Fundación Empresarios por 
la Educación 
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Aunque la mayoría considera que la educación es importante y 
útil para su vida, esa percepción comienza a debilitarse cuando 
se conecta con el mundo laboral. Solo una parte de los jóve-
nes siente que la educación los prepara bien para el mercado 
laboral, mientras que una proporción significativa considera 
que esa preparación es apenas moderada o insuficiente (ExE 
& CNC, 2024).

Esta desconexión se vuelve más evidente en los resultados 
concretos. El 56% de los jóvenes con formación técnica o tec-
nológica no trabaja en algo relacionado con lo que estudió (ExE 
& CNC, 2024). Es decir, más de la mitad de quienes hicieron 
una apuesta por formarse para el trabajo no logran encontrar un 
camino coherente entre su educación y su empleo.

Y esta brecha no es homogénea. Se acentúa en los territorios 
más vulnerables. En zonas rurales, la desarticulación entre edu-
cación y empleo es mayor: el 75% de los jóvenes afirma que 
su trabajo no está relacionado con su campo de estudio, frente 
al 53% en zonas urbanas (ExE & CNC, 2024). La desigualdad 
territorial vuelve a marcar las trayectorias.

Esto plantea un problema de fondo y es que el sistema edu-
cativo no está logrando traducirse, de manera consistente, en 
oportunidades laborales.

Pero reducir la discusión a la relación entre educación y em-
pleo sería quedarse corto. El reto es más amplio y tiene que ver 
con las trayectorias.

Hoy sabemos que el tránsito entre la educación media, la edu-
cación superior y el mundo del trabajo sigue siendo uno de los 
puntos más críticos del sistema. Aunque los jóvenes aspiran a 
continuar estudiando, no todos logran hacerlo. Barreras como 

los costos, las labores de cuidado o la necesidad de trabajar 
limitan esas trayectorias (ExE & CNC, 2024).

A esto se suma un elemento clave: la percepción de prepara-
ción. Solo el 60% de los jóvenes se siente preparado para in-
gresar a la educación superior (ExE & CNC, 2024). Es decir, 
incluso antes de entrar al sistema, ya existe una brecha en con-
fianza y en condiciones reales para avanzar.

Lo que estamos viendo, entonces, no es un problema de expec-
tativas, sino de condiciones.

Los jóvenes creen en la educación. La valoran. La disfrutan. 
Quieren estudiar. Pero el sistema no siempre logra acompañar-
los de manera efectiva ni garantizar que esa apuesta se traduzca 
en oportunidades reales.

Esto obliga a replantear la conversación.

El reto de la próxima generación productiva no es solo formar 
más jóvenes. Es lograr que esas trayectorias educativas tengan 
sentido, continuidad y resultados.

Y eso implica actuar en varios niveles.

Primero, es necesario fortalecer la conexión entre educación 
y empleo. Esto no significa reducir la educación a formación 
para el trabajo, sino asegurar que las competencias que se de-
sarrollan (técnicas y socioemocionales) tengan relevancia en 
contextos reales. La evidencia muestra que los jóvenes valoran 
tanto el esfuerzo como las oportunidades y las redes (ExE & 
CNC, 2024), lo que indica que el éxito no depende únicamente 
de lo que ocurre en el aula.
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Segundo, es clave mejorar la información y orientación. Mu-
chos jóvenes toman decisiones educativas sin contar con sufi-
ciente información sobre las opciones disponibles, los apoyos 
financieros o las trayectorias posibles, lo que termina generan-
do elecciones poco alineadas con sus intereses o con las opor-
tunidades del entorno.

Tercero, se requiere cerrar brechas estructurales. Las diferen-
cias entre lo urbano y lo rural, entre hombres y mujeres, o entre 
niveles socioeconómicos siguen marcando el futuro. Por ejem-
plo, las mujeres enfrentan mayores cargas de cuidado, lo que 
incide en su posibilidad de continuar estudiando o trabajar (ExE 
& CNC, 2024).

Cuarto, es indispensable fortalecer el rol de los docentes y de 
las instituciones educativas. Para los jóvenes, tener mejores 
profesores es uno de los factores más importantes para mejorar 
la calidad de la educación (ExE & CNC, 2024). Esto no es me-
nor: lo que ocurre dentro del aula sigue siendo determinante.

Pero hay un elemento adicional que no puede pasarse por alto: 
el sentido de la educación.

Los jóvenes no solo estudian para conseguir empleo. Estu-
dian porque creen que la educación les permite desarrollarse, 
construir relaciones, entender el mundo y generar cambios. De 
hecho, el 94% considera que la educación ayuda a impulsar 
transformaciones en la sociedad (ExE & CNC, 2024).

Esto amplía el marco de la discusión al desarrollo integral.

Por eso, la pregunta no es solo cómo conectar mejor la educa-
ción con el empleo, sino cómo garantizar que las trayectorias 
educativas permitan a los jóvenes desplegar su potencial en 
distintos ámbitos de la vida.

Lograrlo no depende de un solo actor.

El Estado tiene la responsabilidad de garantizar condiciones, 
financiamiento y continuidad en las políticas. Las instituciones 
educativas deben transformar lo que ocurre en el aula y fortale-
cer la pertinencia de sus programas. Y el sector privado puede 
jugar un rol clave en la generación de oportunidades, la articu-
lación con el sistema educativo y la identificación de necesida-
des del mercado laboral.

Los avances más importantes han ocurrido cuando estos ac-
tores trabajan de manera articulada. Cuando comparten infor-
mación, alinean esfuerzos y construyen soluciones desde el 
territorio.

Hoy contamos con evidencia suficiente para saber dónde están 
los principales desafíos. También sabemos que los jóvenes es-
tán dispuestos a hacer su parte.

El reto es que el sistema esté a la altura.

Porque al final, el indicador de éxito no es cuántos jóvenes ac-
ceden a la educación, sino cuántos logran construir trayectorias 
que les permitan desarrollar su proyecto de vida y aportar al 
desarrollo del país.

Esa es la medida de una generación productiva. Y ese es el reto 
que Colombia no puede seguir postergando.

Referencias

Fundación Empresarios por la Educación (ExE) & Centro Na-
cional de Consultoría (CNC). (2024). Encuesta de opinión 
en educación: Jóvenes.
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Introducción

En febrero de 2026, el mercado laboral colombiano contaba 
con poco más de 24 millones de personas ocupadas. De ellas, 
13,3 millones trabajaban en condiciones de informalidad. Esto 
equivale al 55,3% del total. La cifra no es una desviación co-
yuntural ni un efecto transitorio del ciclo económico. Es, más 
bien, la manifestación persistente de una tensión estructural 
instalada desde hace décadas en el modelo productivo del país.

Durante 2025 la economía creció 2,6%, impulsada sobre todo 
por el comercio y los servicios. Sin embargo, ese dinamismo 
no se tradujo en empleos de mayor calidad ni en un avance 
sustantivo de la protección social. Colombia crece, pero no 
formaliza.

La informalidad no responde de manera mecánica a la coyun-
tura macroeconómica. No sube ni baja al ritmo del PIB. Es una 
característica estructural del aparato productivo, alimentada por 
restricciones que se acumularon durante años. Empresas de-
masiado pequeñas para absorber los costos de la formalidad. 
Trabajadores que ingresan al mercado laboral con trayectorias 
educativas incompletas. Regiones donde el empleo formal sim-
plemente no existe como alternativa real.

El desafío del mercado laboral en Colombia: 
informalidad y desigualdades regionales.

Comprender este fenómeno exige ir más allá de las tasas de 
desempleo. Obliga a analizar de forma articulada la produc-
tividad empresarial, la formación a lo largo del ciclo de vida 
laboral y las profundas brechas territoriales que atraviesan el 
país. También obliga a pensar en las consecuencias de largo 
plazo que este patrón tiene sobre la sostenibilidad del sistema 
de protección social.

Heterogeneidad productiva y determinantes micro-
económicos de la informalidad

La informalidad laboral en Colombia no se explica, en lo funda-
mental, por decisiones individuales de evasión ni por compor-
tamientos empresariales de mala fe. Su origen se encuentra en 
la propia estructura del tejido productivo. La evidencia econó-
mica es clara. Las empresas informales no suelen formalizarse 
porque, dado su tamaño y su nivel de productividad, los costos 
de hacerlo superan los beneficios esperados. Sin acceso a fi-
nanciamiento formal, sin economías de escala y sin inserción 
en mercados más sofisticados, estas unidades productivas al-
canzan rápidamente un techo de rentabilidad que hace inviable 
dar el salto hacia la formalidad.

Esto tiene una implicación analítica directa. La formalidad no 
depende únicamente del trabajador, sino, en mayor medida, 
de la empresa que lo emplea. El hecho de que el 94,7% de los 
ocupados informales se concentre en microempresas lo con-
firma. La informalidad es, ante todo, un problema de escala 
y productividad. Los trabajadores no eligen la informalidad 
en abstracto. Se insertan en unidades productivas cuya lógica 
económica es incompatible con los umbrales mínimos de la 
formalidad.

Los datos del DANE refuerzan este diagnóstico. En 2025, la 
productividad laboral por hora trabajada creció apenas 0,4%, 
luego de haber mostrado avances modestos y, en algunos años 
recientes, retrocesos. La Productividad Total de los Factores 
también creció de forma limitada. El aparato productivo sigue 
sin generar los saltos de eficiencia necesarios para que la for-
malización sea viable a gran escala.

El marco regulatorio termina por profundizar estas restriccio-
nes. El régimen de costos de entrada y cumplimiento afecta con 
mayor fuerza a las unidades económicas más pequeñas. Sin 
garantías creíbles de seguridad jurídica ni políticas de fomento 

Carlos Yanes, OCSA – Universidad del Norte
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productivo eficaces, millones de personas recurren al rebusque 
como estrategia de subsistencia de bajo costo. Esta decisión 
es socialmente comprensible, pero económicamente regresiva. 
Refuerza la trampa de baja productividad en la que permanece 
atrapada buena parte del tejido empresarial colombiano.

Capital humano y reproducción de la precariedad

Si los factores asociados a la demanda explican por qué las em-
presas no formalizan, los elementos del lado de la oferta permi-
ten entender quiénes enfrentan mayor riesgo de precariedad. El 
eje central es la educación. Cada año adicional de escolaridad 
reduce de manera significativa la probabilidad de estar en si-
tuación de informalidad. La educación sigue siendo el principal 
seguro individual contra el empleo precario en Colombia.

El problema es que ese seguro no está disponible para todos. 
La deserción escolar, la baja pertinencia de la formación técnica 
y las brechas de calidad entre zonas urbanas y rurales dejan a 
amplios grupos de jóvenes con pocas opciones en el mercado 
laboral formal. Para ellos, la informalidad no es una elección 
estratégica. Es el único espacio al que pueden acceder dadas 
sus trayectorias educativas.

Este patrón no se detiene en una sola generación. Los hijos de 
trabajadores informales crecen en hogares con menores ingre-
sos, menor acceso a educación de calidad y menor capacidad 
de sostener procesos formativos largos. La precariedad labo-
ral se transmite. No como destino inevitable, pero sí como una 
tendencia persistente que reproduce la exclusión laboral.

Dimensión territorial y desigualdad regional

El lugar donde nace y vive una persona condiciona de manera 
decisiva el tipo de empleo al que puede aspirar. No es una 

afirmación retórica. Es una regularidad estadística. Mientras 
ciudades como Bogotá o Manizales registran tasas de infor-
malidad relativamente bajas, otras como Sincelejo, Valledu-
par o Riohacha superan con amplitud el promedio nacional. 
Barranquilla, principal ciudad del Caribe, se ubica muy por 
encima de la capital.

Estas diferencias no reflejan preferencias culturales ni acti-
tudes individuales hacia el trabajo. Reflejan estructuras pro-
ductivas profundamente desiguales. Regiones con escasa in-
dustria formal, poco acceso a financiamiento, infraestructura 
deficiente y mercados laborales dominados por actividades 
de baja productividad.
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La situación es aún más crítica en el ámbito rural. La mayoría 
de los trabajadores del campo carece de contrato y de protec-
ción social. Esta asimetría entre lo urbano y lo rural no es un 
rezago que el tiempo corregirá por sí solo. Es el resultado de 
un patrón de desarrollo que concentró de manera sistemática 
la inversión pública en los grandes centros urbanos, dejando a 
las periferias atrapadas en círculos de baja productividad.

La informalidad territorial tiene además efectos fiscales. Las 
regiones con mayores niveles de precariedad son también las 
que menos recaudo generan. Esto limita su capacidad de inver-
sión y refuerza la dependencia de transferencias. Se trata de un 
círculo que se retroalimenta y que dificulta la acción del Estado 
donde más se necesita.

Consecuencias de largo plazo y protección social

Los efectos de la informalidad estructural no se limitan al pre-
sente. Comprometen la sostenibilidad futura del sistema de 
protección social. Aunque la cobertura en salud ha aumenta-
do, una proporción elevada de afiliados depende del régimen 
subsidiado. La expansión se ha sostenido sobre una base 
fiscal frágil.

La situación pensional es todavía más preocupante. Menos de 
la mitad de los ocupados cotiza activamente para su retiro. De 
mantenerse esta tendencia, millones de personas llegarán a la 
vejez sin una pensión ni un ingreso suficiente. No se trata de 
una proyección abstracta. Es el resultado previsible de haber 
construido un sistema diseñado para un mercado laboral que 
nunca llegó a existir para la mayoría.

La informalidad erosiona la base tributaria, limita la capacidad 
del Estado y reduce la inversión en los factores que permitirían 
salir de este equilibrio precario. Baja productividad, empleo in-
formal y debilidad fiscal se refuerzan entre sí. Comprender esta 

lógica no es solo un ejercicio académico. Para empresarios y 
responsables de política pública, es una condición necesaria 
para pensar estrategias de desarrollo más productivas, más 
competitivas y socialmente sostenibles.
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El país enfrenta una encrucijada regulatoria. El Minis-
terio de Salud y Protección Social presentó un nuevo 
proyecto de resolución sobre etiquetado frontal que, 

lejos de ser una simple medida de salud pública, amenaza la 
viabilidad operativa y financiera de 51.200 empresas de ali-
mentos, de las cuales el 98,5 % son micro,  pequeñas y media-
nas empresas (Mipymes).

Desde la Cámara de la Industria de Alimentos de la ANDI ra-
dicamos más de 400 objeciones técnicas frente al texto del 
proyecto. No nos oponemos a la salud pública, pero sí a la 
inestabilidad de cambiar las reglas del juego por cuarta vez en 
menos de cinco años sin una evaluación contundente de im-
pacto económico y ambiental. En efecto, la publicación de la 
resolución con la que se pretende sustituir en su integridad el 
actual reglamento técnico de etiquetado carece de un análisis 
acerca de si la regulación cumplió con los objetivos para los 
cuales fue diseñada y de una estimación acerca de sus efectos 
sobre la economía y la sociedad,

Estas son las cuatro fallas estructurales de un proyecto de 
norma que asfixiará al tejido productivo de la industria de ali-
mentos:

El nuevo etiquetado frontal: ¿Salud pública o 
estocada a 51.200 empresas colombianas?

1. El estigma antitécnico del “ultraprocesado”: La 
creación de un sello “Advertencia ultraprocesamiento” abor-
dando una definición que carece de consenso científico glo-
bal. Organismos internacionales de referencia, como el SACN 
(Reino Unido) y la ANSES (Francia), han concluido que la 
evidencia es insuficiente e inconsistente para justificar re-
comendaciones dietéticas obligatorias bajo la clasificación 
NOVA1,2. La medida del Ministerio sataniza el uso de aditivos 
alimentarios que son seguros , que garantizan la inocuidad y 
que previenen el desperdicio alimentario, estos aditivos ali-
mentarios son tecnologías muy potentes en la lucha contra el 
hambre y la desnutrición.

Camilo Montes, Director Ejecutivo de la Cámara de la Industria de Alimentos de la ANDI. 
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2. El absurdo del “silencio nutricional”: El proyecto im-
pone una censura de facto: si un alimento tiene cualquier de los 
6 sellos (exceso en azúcares, sodio, grasas saturadas, sodio; 
contienen edulcorantes o advertencia ultraproesado), el Estado 
prohíbe destacar sus atributos nutricionales. Por ejemplo, un 
alimento básico como el yogur, que utilice pectina (un espesan-
te natural de la fruta), recibirá automáticamente el sello de “ad-
vertencia ultraprocesado”. Al tenerlo, se le prohibirá informar al 
consumidor sobre su aporte esencial de calcio o proteína. Esto 
desincentiva la innovación y castiga a decenas de alimentos de 
la canasta básica.

3. Exigencias imposibles y plazos irreales: El Minis-
terio exige rediseñar la totalidad de los empaques del país en 
apenas seis meses, un tiempo operativamente inviable frente al 
proceso de abastecimiento de envases y empaques. Esto ge-
neraría una destrucción masiva tanto de material de empaque 
como de alimentos ya empacados, provocando un inevitable 
choque inflacionario. Sumado a esto, se exige de incluir todos 
los sellos en envases menores de 30cm2 y los “microsellos” en 
empaques menores a 5 cm², prohibiendo el uso de códigos QR 
(avalados por el Codex Alimentarius)3, lo que obligará despla-
zar información clave sobre los alimentos y obligatoria para el 
consumidor, como las fechas de vencimiento, lotes de produc-
ción o los alérgenos. 

4. Aislamiento y Obstáculo al Comercio: Si bien la Ley 
2120 de 2021 faculta al Ministerio de Salud a establecer un 
etiquetado frontal para advertir sobre “excesos de nutrientes 
críticos”, la ley no lo faculta a regular sobre advertencias como 
“Contiene edulcorantes” o el nuevo sello de “Advertencia ul-
traprocesado”. Ir más allá convierte la norma en un Obstáculo 
Técnico al Comercio (OTC) injustificado4.

Más allá de las fallas jurídicas, la visión técnica nos demuestra 
que esta norma no es un simple cambio de diseño gráfico, sino 
un reto operativo sin precedentes. Imponer un plazo de transi-
ción de apenas seis meses —cuando referentes internacionales 
como Chile o México otorgaron hasta 36 meses— es ignorar 

la realidad de la cadena de suministro e impone retos adiciona-
les a la capacidad operativa del INVIMA. Obligar a rediseñar y 
destruir millones de empaques en este tiempo generará obso-
lescencia de inventarios, desperdicio masivo de alimentos y un 
impacto económico y ambiental devastador.

No podemos perder de vista que esta no es una medida que 
afecte solo a las grandes corporaciones. El 98,5 % de las 
51.200 empresas de alimentos en Colombia son micro, peque-
ñas y medianas empresas (Mipymes). El mayor golpe de esta 
medida lo sentirá el tejido empresarial y el motor de empleo 
local en todo el país. Son miles de emprendedores que desde 
las regiones trabajan por alimentar a los colombianos y que no 
tienen el músculo financiero para soportar un cuarto cambio re-
gulatorio en menos de cinco años.

Por todo lo anterior, desde la Cámara de la Industria de Ali-
mentos de la ANDI hacemos un llamado al Gobierno Nacional 
para que revise este proyecto con lupa. Invitamos al Ministerio 
de Salud a concertar mesas de trabajo técnicas, suspender el 
trámite de esta resolución y realizar, como lo exigen las bue-
nas prácticas regulatorias, una evaluación ex post de la norma 
vigente (Resolución 810 de 2021) antes de imponer nuevas 
cargas y un sello “ultraprocesado” que carece de evidencia 
científica.

El país requiere una regulación basada en la ciencia, la viabili-
dad técnica y el análisis de impacto económico. No podemos 
pretender proteger la salud pública a costa de quebrar a las 
51.200 empresas que nutren y le dan empleo a Colombia. La 
Ley 2120 también refiere otras herramientas que debe usar el 
Estado para alcanzar dicho objetivo, tales como la educación, 
la comunicación y la promoción de hábitos de vida saludables.
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La negociación por industria en Colombia no está 
prohibida, y debe mantenerse como lo concibe hoy 
la ley, hasta tanto el congreso no lo regule de mane-

ra diferente por medio de una nueva ley. Pretender regular la 
negociación sectorial vía Decreto vulnerando el orden jurí-
dico, genera un vicio insubsanable al Decreto en mención.

Esta debilidad se evidencia en las mismas consideraciones 
del Decreto, en las que el Gobierno cita normas constitucio-
nales y legales de las que no se desprende ninguna habi-
litación para rediseñar el modelo de negociación colectiva 
y extenderlo a múltiples “niveles” superiores a la empresa, 
como indebidamente se pretende en el Decreto 0234. 

Como corolario, encontramos varias deficiencias jurídicas y 
vacíos que desarrollamos a continuación: 

(i) No dispone límites a la negociación por “niveles” (se 
puede negociar por grupo empresarial, por nivel local, de-
partamental, nacional, entre otros); 

El Decreto 0234 de 2026 viola la constitución, 
los convenios 87, 98 y 154 de la OIT y la ley.

(ii) No contiene reglas de negociación (etapa de arreglo di-
recto, procedencia de tribunal de arbitramento/huelga). El De-
creto remite al régimen legal existente, pero no regula cómo 
se articula ese procedimiento con la negociación multinivel; 

(iii) No consagra pautas a seguir sobre titularidad o repre-
sentatividad en la negociación/facultad de presentar pliegos 
en los niveles superiores a la empresa; 

(iv) Cercena la libertad de asociación en su matiz negativo 
(libertad de no estar en un sindicato) los derechos de los 
no sindicalizados en la negociación colectiva, entre otras. 
Esto, al permitir que los acuerdos por niveles se extiendan a 
quienes no hagan parte de las organizaciones sindicales o, 
incluso, habilitar el cobro de la cuota por beneficio conven-
cional que además es irrenunciable para el trabajador.

Entre las mayores preocupaciones y problemáticas que ge-
neraría el Decreto, destacamos las siguientes:

1. “Carrusel de negociaciones”: la empresas y traba-
jadores se sumergirán en negociaciones sindicales per-
manentes, toda vez que no dispone límite de niveles ni en 
tiempos o periodos de negociación. Pudiéndose desarro-
llará las diferentes negociaciones en diferentes tiempos, 
sucesiva o paralelamente, en cualesquiera de los casos 
generará un caos en las relaciones laborales y una nota-
ble dificultad operativa para las empresas, en especial las 
Mipymes para atender permanentemente negociaciones.

Verbi gracia, una vez culminada la negociación en el ám-
bito empresarial, pude venir una segunda negociación 
por grupo empresarial sin importar siquiera que el grupo 
de las sociedades desarrollen actividades disímiles (des-
incentivo para creación de grupos empresariales y en 
últimas la inversión). Luego puede venir una tercera de 
industria. 

Ante semejante panorama, cuando ya creerían que se 
acabaron las negociaciones por niveles, puede venir otra 
a nivel local, departamental y quien sabe hasta qué otro 
nivel se les pueda ocurrir. 

Charles Chapman
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Es que no hay límite alguno, en consecuencia, cualquier 
nivel cabe.

2. El Decreto consagra un nuevo “impuesto” a los 
trabajadores, vía cuota sindical: Otro aspecto gra-
vísimo, lo configura el hecho de que se le exige a los 
trabajadores que paguen cuota sindical por los acuerdos 
que se deriven en las negociaciones por niveles, sin per-
juicio de que no sea un sindicato representativo o que el 
trabajador no esté afiliado. 

Esta cuota sindical se puede multiplicar en razón a los 
acuerdos colectivos, no tiene límite ni de porcentaje. 
Además, puede multiplicarse por el número de sindica-
tos que intervengan en el acuerdo. 

Así las cosas, si en la empresa se presenta el carrusel 
que explicamos en el primer punto, al trabajador le to-
caría pagar más de 5 cuotas sindicales sin límite de 
porcentaje de sus salarios, máxime cuando pudieran ser 
diferentes los sindicatos que firman los acuerdos en cada 
nivel. Incluso caer en el absurdo de pagarle cuota a los 
10 o 15 sindicatos que intervinieron en las negociacio-

nes y acuerdos en todos los niveles. Recordemos que el 
Decreto señala: “deberán pagar en favor del sindicato o 
sindicatos titulares de la misma”-

La negociación por niveles implicará la liquidación de 
las micro y pequeñas empresas: En el Decreto no se ex-
cluyen las micros y pequeñas empresas, ni siquiera se le 
da representación obligatoria en la negociación, sino que 
queda opcional.

En este caso, si bien se contempla la posibilidad de esta-
blecer “cláusulas de adaptabilidad y gradualidad”, el De-
creto también señala que dichas cláusulas no pueden im-
plicar una diferenciación frente al piso mínimo aplicable 
en el sector. En la práctica, esto conduce a la aplicación 
de reglas en igualdad de condiciones para empresas con 
realidades económicas y financieras muy distintas, lo 
que resulta especialmente preocupante en un país donde 
más del 97% de las empresas son pequeñas o micro.

Aplicar las reglas extralegales de las grandes empresas a 
las pequeñas conllevará su liquidación. 
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La negociación por sectores también restringirá a los 
emprendedores que quieran hacer negocios en las in-
dustrias que tengan estos tipos de convenios, toda vez 
que una nueva iniciativa de un emprendedor no tiene 
manera de asumir los costos extralegales de la gran em-
presa; ejemplo: un nuevo emprendimiento de cerveza ar-
tesanal no tendrá cómo pagar el convenio que se haga en 
la industria de las cervezas.

Este gobierno que decía defender la economía popular 
terminará siendo su exterminador.

3. Violación a los principios democráticos y el de 
representatividad (constitución de la OIT), como 
también a la libertad de asociación: También en-
contramos en las deficiencias del Decreto que no se exi-
ge un número mínimo de representatividad de los traba-
jadores sindicalizados en la industria, para que puedan 
presentar pliegos de peticiones. 

En otros modelos de negociación por niveles superiores 
al de empresa, de otras legislaciones, la legitimidad para 
negociar se condiciona al nivel de representación o afi-
liación dentro del sector. La ausencia de estos criterios 
permite que organizaciones con poca representatividad 
promuevan negociaciones sectoriales, sabiendo además 
que no hay límite en los “niveles”, lo que puede convertir 
los conflictos colectivos en una situación prácticamente 
permanente, sujeta a la voluntariedad de cualquier orga-
nización sindical con un mínimo de afiliados. 

Lo manifestado generaría que un sindicato de 25 trabaja-
dores afiliados a una determinada rama o actividad, pue-
dan presentar un pliego de peticiones a una industria de 
100.000 empleados, teniendo que negociarse.

En ese supuesto nos tenemos que preguntar: ¿hasta dón-
de esa minoría puede imponer reglas a la mayoría?, ¿Eso 
no viola el artículo 39 de la CP que regula el derecho de 
asociación debe estar sujeto al orden legal y principios de-
mocráticos?, ¿dónde queda el derecho de asociación en su 
matiz negativo, libertad de no asociarme.? En Colombia los 
no sindicalizados pueden hacer acuerdos colectivos, pac-

tos, ¿con qué justificación se les desconoce o soslaya en 
el Decreto al no regular que los no sindicalizados también 
hagan acuerdos colectivos por niveles en los casos que el 
sindicato agrupe menos de la tercera parte de los trabaja-
dores de la industria?; ¿qué sucede si no se llega acuerdo 
con ese sindicato no representativo, el Ministerio de Trabajo 
puede convocar a un Tribunal de Arbitramento en ese caso, 
¿ese laudo que nació en un pliego de 100 sindicalizados, 
le puede aplicar a toda la industria de más de 100.000 tra-
bajadores que no están sindicalizados, que hay pequeñas 
empresas? 

Definitivamente las respuestas a esas preguntas sólo nos 
llevan a concluir: el Decreto 0234 constituye un acto admi-
nistrativo contrario a la ley, la constitución y convenios de la 
OIT ratificados por Colombia.
 
5. Decreto viola convenios de OIT y cuestionamien-

tos de la OIT: Finalmente, contrario a lo que se afirma 
en las consideraciones, este Decreto realmente contra-
dice los Convenios 98 y 154. En este punto debemos 
buscar defender el verdadero diálogo social, en especial 
a la luz de lo señalado por la propia OIT, en la Opinión 
Técnica sobre el proyecto de Decreto, en la que indicó 
que la negociación por encima del nivel de empresa “in-
cumbe solo a las partes; éstas, en inmejorable posición 
para decidir cual es el nivel más adecuado para llevar a 
cabo la negociación”. En esto prima la voluntad y no una 
decisión de la autoridad, que está mediada por el peligro 
de una sanción cuantiosísima por no negociar, que es lo 
que subyace toda esta regulación. 

Por lo anterior, desde Chapman Wilches se presentó de-
manda de nulidad en contra del Decreto, solicitando medida 
provisional para evitar el extermino de las micro y pequeñas 
empresas, para evitar el caos que genera el Decreto. No po-
demos ser pasivos ante esta nueva agresión al trabajo for-
mal, al sector empresarial, a la inversión privada que está en 
los mínimos históricos. 

Este país requiere en este momento más empleo formal, 
más inversión privada para salir de la pobreza y generar 
progreso con equidad.
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La decisión sobre qué régimen pensional elegir es, 
sin exagerar, una de las más importantes que toma 
un trabajador en toda su vida. Determina cuánto 

recibirá cada mes después del retiro, cuántos años deberá 
cotizar y, en muchos casos, si llegará o no a obtener una 
pensión digna. Durante décadas, miles de colombianos 
quedaron amarrados a una elección que tomaron en su ju-
ventud sin información suficiente, sin asesoría adecuada o, 
sencillamente, sin saber que el régimen elegido les juga-
ría en contra al final de su vida laboral. El artículo 76 de la 
Ley 2381 de 2024 abre, hasta el 16 de julio de 2026, una 
ventana excepcional para corregir ese error con un trámite 
administrativo relativamente sencillo, sin necesidad de de-
mandas ni altos costos en honorarios.

Una segunda oportunidad para pensionarse bien. 
Artículo 76 de la reforma pensional: 
Lo que el empresario pyme debe saber

El sistema pensional colombiano en pocas pala-
bras

La Ley 100 de 1993 organizó el Sistema General de Pensio-
nes en dos regímenes paralelos y excluyentes. De un lado, 
el Régimen de Prima Media con Prestación Definida (RPM), 
administrado principalmente por Colpensiones, en el que 
los aportes ingresan a un fondo común y la pensión se 
calcula como un porcentaje del promedio salarial, siempre 
que se cumplan la edad y las semanas mínimas. Por el otro, 
el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (RAIS), 
operado por los fondos privados (AFP), donde cada afilia-
do tiene su propia cuenta y la pensión depende del capital 
ahorrado y los rendimientos financieros obtenidos. La ley 
permite trasladarse entre regímenes cada cinco años, pero 
impuso una restricción clave: faltando menos de diez años 
para la edad de pensión, el traslado quedó prohibido. Esa 
regla, pensada para proteger las finanzas del sistema, termi-
nó condenando a muchísimos cotizantes a permanecer en el 
régimen equivocado por puro desconocimiento.

El antecedente de 2003: un puente que dejó a mu-
chos por fuera

Esta historia ya tuvo una versión parecida. El Decreto 3800 
de 2003 reglamentó el traslado de quienes, a 1° de abril de 
1994, tenían quince o más años de servicios y habían pasa-
do al RAIS, perdiendo los beneficios del régimen de transi-
ción del artículo 36 de la Ley 100 (Ministerio de la Protec-
ción Social, 2003). Ese decreto abrió una corta ventana de 
tiempo que, cumpliendo tres requisitos (uno de ellos casi 
inalcanzable), permitía a esas personas devolverse al RPM. 
Años después, la Corte Constitucional, mediante la Senten-
cia SU-062 de 2010, flexibilizó los requisitos y amplió las 
posibilidades de traslado. El contraste estaba en quienes no 
eran beneficiarios de la transición y les faltaban menos de 
diez años para pensionarse, quedando atrapados sin posibi-
lidad de elegir el régimen más favorable. Para ellos, la única 
salida fue la vía judicial, ruta que exigía contratar a profesio-
nales del derecho y esperar años a que un juez fallara.

Jose David Márquez, Consultor Senior Pensiones, PENSSA
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La nueva oportunidad: el artículo 76 de la Ley 2381 
de 2024

La reforma pensional cambia ese escenario. El artículo 76 
de la Ley 2381 de 2024 establece una “oportunidad de tras-
lado” especial y por única vez, dirigida a quienes están cer-
ca del retiro o, incluso, si ya cumplieron la edad. Pueden 
acogerse las mujeres de 47 años o más con al menos 750 
semanas cotizadas, y los hombres con 52 años o más con 
al menos 900 semanas cotizadas, siempre que no hayan re-
cibido pensión, devolución de saldos o indemnización sus-
titutiva. El plazo va del 16 de julio de 2024 al 16 de julio de 
2026: dos años en total, y la fecha de cierre se acerca. Para 
llevar a cabo el trámite se exige cumplir con la doble aseso-
ría obligatoria, mecanismo diseñado para que la decisión se 
tome con información y con conciencia plena de su efecto 
pensional (Ministerio del Trabajo, 2024). Lo más relevante 
para este grupo es la cláusula de protección: a quienes se 
acojan al artículo 76, las prestaciones se les reconocen con 
los requisitos de la legislación actual. En otras palabras, no 
se cambia a ciegas hacia un sistema nuevo, se conservan 
las reglas conocidas de la Ley 100 de 1993, ajustadas a 
cada régimen.

¿Quién gana con cada régimen? 

La intuición popular suele fallar aquí. Para trabajadores que 
cotizan entre uno y uno y medio salarios mínimos, el RAIS 

suele convenir más: al cumplir la edad de retiro con 1.150 
semanas (1.135 para mujeres en 2026) el afiliado accede a 
la Garantía de Pensión Mínima y recibe un salario mínimo 
de mesada, contra las 1.300 semanas (1.250 para mujeres 
en 2026) que exige Colpensiones para una pensión equi-
valente. Es el mismo objetivo con menos tiempo cotizado. 
Y si la pensión no se logra, la devolución de saldos de los 
fondos privados suele la Indemnización que reconoce Col-
pensiones. En salarios medios y altos, la balanza se invier-
te, siendo más conveniente el RPM, porque la mesada se 
calcula sobre el promedio salarial y no depende del capital 
ahorrado: en muchos casos, según cálculos del sector, esa 
diferencia puede superar el 40% respecto a lo que pagaría 
una AFP. La regla, entonces, no es “lo público es mejor” ni 
“lo privado es mejor”: depende del ingreso, la densidad de 
cotización y la cercanía a la edad de pensión.

¿Por qué es histórico? Tres rasgos que conviene 
resaltar

Tres rasgos hacen histórica esta oportunidad frente a las 
anteriores. Es gratuita: no requiere de demandas. Es ma-
siva: cubre a cualquier afiliado que cumpla con la edad y 
semanas. Y es definitiva: un solo traslado, con seguridad 
jurídica y reconocimiento íntegro de aportes. El artículo 76 
saca el derecho de los juzgados y lo pone al alcance del 
ciudadano común. Pese a ello, la respuesta ha sido tibia: al 
28 de febrero de 2026, apenas 128.078 afiliados se habían 
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trasladado efectivamente entre regímenes (Colpensiones, 
2026), una cifra muy modesta frente a una población po-
tencial de 1.039.019 personas. La gran mayoría aún no ha 
decidido. Con apenas dos meses hasta el cierre, esa demora 
se convierte en un riesgo real de perder, sin remedio, una 
oportunidad irrepetible.

La vida nos da segundas oportunidades, solo debemos es-
tar atentos para aprovecharlas.

¿Por qué le interesa al empresario de ACOPI?

El mensaje para nuestro gremio tiene dos caras. Como 
empresario PYME, usted mismo es cotizante, y muchos 
asociados están justo en el rango de edad y semanas que 
habilitan el traslado. Como empleador, dejar pasar esta 
oportunidad para sus empleados puede salir caro: afecta-
ría la eficiencia del personal y el relevo generacional de la 
plantilla. Una comunicación interna sencilla, una charla con 
un asesor de Colpensiones o de la AFP y un recordatorio 
en cartelera pueden marcar la diferencia entre un trabajador 
que se pensiona con tranquilidad y a tiempo y otro que llega 
al retiro con una mesada inferior o que debe esperar varios 
años para alcanzar la pensión. En la PYME, donde el equi-
po siempre es cercano, este acompañamiento fortalece la 
lealtad y previene conflictos por liquidaciones, ausencias y 
pérdida de capacidad productiva. Y recuerden: el resultado 
correcto no siempre es trasladarse. El valor del artículo 76 
no está en forzar un cambio, sino en devolver el derecho a 
elegir con información clara.

Pocas veces el Estado abre una puerta tan ancha para corre-
gir, sin costo ni litigios, una decisión mal tomada hace dé-
cadas. El artículo 76 es una segunda oportunidad histórica 
que se cierra el 16 de julio de 2026 sin prórroga: dejarla pa-
sar puede costar muy caro, mientras que aprovecharla con 
criterio puede significar una pensión digna y justa. Como la 
decisión es técnicamente compleja, y un cálculo equivocado 
puede traducirse en una mesada que no satisface al pensio-
nado por el resto de su vida, mi recomendación es no deci-

dir en solitario. Además de la doble asesoría obligatoria, en 
muchos casos conviene apoyarse en expertos en pensiones 
que acompañen el análisis caso por caso y orienten la mejor 
ruta, tanto para usted como empresario como para su activo 
más importante: su equipo de trabajo.
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Durante décadas, el crecimiento empresarial y el 
desarrollo territorial en Colombia han estado pro-
fundamente ligados a la disponibilidad de energía 

eléctrica confiable y competitiva. Sin embargo, la coyuntura 
actual del sistema eléctrico nacional plantea desafíos impor-
tantes para las empresas, especialmente para las pequeñas 
y medianas industrias que constituyen la base productiva de 
la región Caribe.

Hoy, más que nunca, la energía dejó de ser únicamente un 
servicio operativo para convertirse en un factor estratégico de 
competitividad, sostenibilidad y permanencia empresarial.

Para muchas compañías, especialmente las Micro, Peque-
ñas y Medianas empresas, el costo de la energía pasó de ser 

Energía y desarrollo territorial: nuevas 
oportunidades para la inversión

un gasto secundario a convertirse en uno de los principales 
componentes de su estructura operativa.

El impacto real del costo de la energía sobre la 
productividad

Cuando se habla de energía, frecuentemente se piensa úni-
camente en maquinaria industrial o procesos productivos. 
Sin embargo, el impacto de la energía sobre la competitivi-
dad empresarial es mucho más amplio.

La energía influye directamente en:

•	 la productividad,
•	 el bienestar laboral,
•	 la experiencia del cliente,
•	 la calidad de los procesos,
•	 y la capacidad de crecimiento de una organización.

Un sistema de aire acondicionado eficiente en ciudades de 
clima cálido como las de la región Caribe no es un lujo; 
es una herramienta de productividad. Las condiciones tér-
micas afectan el desempeño humano, la concentración y el 
bienestar de los trabajadores. Del mismo modo, una ilumi-
nación adecuada mejora la experiencia de compra, fortalece 
la percepción de marca y puede aumentar la permanencia de 
clientes en establecimientos comerciales.

En sectores como hoteles, restaurantes, comercio, salud, 
agroindustria, manufactura y logística, la energía es parte 
esencial de la propuesta de valor.

Cuando los costos energéticos aumentan de manera des-
controlada, las empresas enfrentan una difícil disyuntiva: 
reducir márgenes, trasladar costos al consumidor, disminuir 
inversión, o sacrificar competitividad.

En cualquiera de los escenarios, el impacto termina afectan-
do el crecimiento económico regional.

Por esta razón, la conversación sobre energía ya no debe 
centrarse únicamente en cuánto consumimos, sino en cómo 
gestionamos estratégicamente ese consumo para fortalecer la 
productividad y la sostenibilidad financiera de las empresas.

Jairo Villaveces, Empresario, Ing Electricista.
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La energía como oportunidad de inversión y desa-
rrollo territorial

En medio de este contexto, surgen nuevas oportunidades 
para transformar la relación entre las empresas y la energía.

La transición energética ya no es un concepto exclusivo de 
grandes corporaciones o gobiernos. Hoy, tecnologías como 
la generación solar fotovoltaica permiten que pequeñas 
y medianas empresas puedan producir parte de su propia 
energía de manera eficiente y competitiva.

Esto representa un cambio estructural en la forma de enten-
der el desarrollo territorial.

La región Caribe colombiana posee uno de los mayores 
potenciales solares del país debido a sus altos niveles de 
radiación solar durante gran parte del año. Esta condición 
convierte a la región en un territorio estratégico para el de-
sarrollo de proyectos energéticos descentralizados que pue-
den impulsar la competitividad empresarial y atraer nuevas 
inversiones.

La incorporación de proyectos solares, soluciones de efi-
ciencia energética y modelos de autogeneración no solo 
beneficia a las empresas individuales; también fortalece la 
competitividad del territorio en su conjunto.

Cada empresa que reduce costos operativos y mejora su 
productividad contribuye a generar:

•	 más empleo,
•	 mayor inversión,
•	 crecimiento económico,
•	 y fortalecimiento del tejido empresarial regional.

Actualmente, el costo de producir energía mediante siste-
mas solares fotovoltaicos conectados a red (On-grid) se en-
cuentra aproximadamente entre 250 pesos por kWh, toman-
do como referencia análisis basados en el indicador Leveli-
zed Cost of Energy (LCOE) o Coste Nivelado de la Energía.

Este indicador permite evaluar el costo real de generación 
energética durante toda la vida útil del sistema, consideran-
do:
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•	 Inversión inicial,
•	 Operación,
•	 Mantenimiento,
•	 y producción estimada de energía.

Cuando se compara este costo frente a las tarifas actuales 
de energía comercial e industrial, resulta evidente que la 
autogeneración solar representa una alternativa económica-
mente atractiva para muchas empresas.

En otras palabras, la energía deja de ser únicamente un gas-
to para convertirse en una inversión estratégica.

La velocidad en la toma de decisiones empresariales
Uno de los principales errores que históricamente han co-
metido muchas organizaciones es reaccionar tarde frente a 
cambios estructurales del mercado.

En el entorno empresarial actual, la velocidad de adaptación 
puede marcar la diferencia entre liderar un sector o perder 
competitividad frente a empresas más ágiles.

Las oportunidades no permanecen abiertas indefinidamente.

Las compañías que hoy están evaluando proyectos de efi-
ciencia energética, autogeneración solar o modernización 
tecnológica tienen una ventaja importante frente a quienes 
deciden esperar hasta que los costos energéticos sean in-
sostenibles o hasta que la competencia ya haya consolidado 
ventajas operativas.

En muchos casos, las empresas postergan decisiones estra-
tégicas esperando “el momento perfecto”. Sin embargo, en 

mercados dinámicos, esperar demasiado puede significar:

•	 Perder capacidad de ahorro,
•	 Enfrentar mayores costos futuros,
•	 Limitar acceso a financiamiento,
•	 Quedar rezagados tecnológicamente.

La transición energética empresarial ya comenzó.

Las empresas que entiendan la energía como una herra-
mienta de competitividad y no simplemente como un gasto 
operativo tendrán mejores condiciones para crecer en los 
próximos años.

La pregunta ya no es si las empresas deben prepararse para 
esta transformación, sino qué tan rápido están dispuestas a 
actuar.

La energía seguirá siendo uno de los pilares del desarro-
llo económico. Pero en adelante, las compañías que logren 
convertirla en una ventaja estratégica serán las que lideren 
el crecimiento regional y consoliden nuevas oportunidades 
de inversión en los territorios.

La región Caribe tiene las condiciones para convertirse en 
protagonista de esta transformación. 

El reto ahora consiste en tomar decisiones oportunas, in-
vertir con visión de futuro y entender que la competitividad 
empresarial del mañana comienza con las decisiones ener-
géticas que se toman hoy.



Conecta con más de 500 
empresarios, líderes y 
tomadores de decisión en un 
escenario de alto impacto 
para tu organización.

eventos@acopiatlantico.com

318 377 5143 - 305 707 7941
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